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Prólogo

Este libro se propone comprender las principales características 
que tienen la violencia y la paz en nuestro tiempo. Me propuse 
aclarar algunos conceptos, acciones y procesos que están re-

lacionados, por un lado, con la expansión de las formas contempo-
ráneas de la violencia y, por el otro, con la construcción de la paz en 
contextos sociales en los que se produce un cruce o una superposi-
ción de las violencias. El enfoque que asumo es introductorio. Una 
introducción tiene más que ver con el tipo de preguntas que uno se 
hace y menos con los contenidos «sencillos» que se desarrollan. Me 
han guiado tres preguntas fundamentales: ¿en qué consiste la vio-
lencia contemporánea y cómo se expresa? ¿Qué es una cultura de 
paz y derechos humanos en los tiempos actuales? ¿Qué implica ha-
cerse estas preguntas en México, hoy? Me hago preguntas básicas 
para ir a la raíz de los problemas de la violencia y las posibilidades 
de la construcción de la paz en la actualidad, evitando repetir, en la 
medida de la posible, fórmulas vacías. Las preguntas fundamenta-
les son las menos fáciles de responder porque intentan agarrar el 
toro por las astas, y en ello radica su fuerza de atracción. 

Propongo un conjunto de preguntas accesorias, que están conecta-
das con las tres anteriores: ¿cómo desviar el deseo de violencia que 
tiene un grupo (el odio al otro o al diferente, o la fascinación mórbi-
da por la sangre derramada) hacia un deseo de paz (que pone en el 
centro de la escena pública el diálogo, la participación democrática, 
la solidaridad y la cooperación)? ¿Cómo frenar la violencia? ¿Cuál es 
el antídoto contra la violencia continua? ¿Cómo se reparan las lesio-
nes profundas que genera la violencia en el cuerpo social? ¿Cómo 
poner en marcha costumbres y acciones decididamente no violen-
tas, que puedan deslegitimar y erradicar de manera progresiva la 
cultura de la violencia? 

La idea de cultura de paz que se discute en este trabajo, más que ar-
monizar intereses, apunta a que la ciudadanía cambie radicalmente 
su mentalidad patriarcal, machista, belicista y agresiva, asumiendo 
al mismo tiempo una actitud corajuda, combatiente y comprome-
tida con la defensa de los derechos humanos. Una cultura de paz es 
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una cultura combativa, que lucha por los 
derechos humanos. Se trata de un oxímo-
ron, tal como lo han planteado algunos 
autores: «una cultura de paz compleja y 
conflictiva» (Muñoz y Molina Rueda, 2010) 
–una paz problematizadora como yo 
mismo prefiero llamarla–, que permite re-
solver conflictos profundamente divisivos 
y violentos sin desactivar los desacuerdos 
que le dan vida a una sociedad democrática. 

Contra las violencias es el título de este 
libro, que anuncia la necesidad de cues-
tionar las violencias promoviendo una 
cultura de paz y derechos humanos . 
¿Quién puede hacer esto? La respuesta 
es: todas y todos son sujetos constructo-
res de paz. Así como todas las personas 
por igual, y no una elite, tienen que par-
ticipar en la construcción y consolidación 
de una cultura de paz y derechos huma-
nos, de la misma manera consideramos 
que todas y todos somos personas de-
fensoras, promotoras y divulgadoras de 
los derechos humanos. Se ha dicho más 
de una vez que los derechos humanos 
se fundamentan en «valores como el 
respeto, la cooperación, la solidaridad, la 
honestidad, la libertad, la asertividad, la 
diversidad, la igualdad y la equidad» (Co-
misión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal, 2007, p. 13). Los mismos valores 
son los que están en la base de la cultu-
ra de paz. La presente investigación sigue 
los planteos de Claude Lefort (2011) y de 
Alán Arias Marín (2016), y asume que los 
derechos humanos son constitutivamen-
te políticos, en el sentido de que están 
orientados por luchas democráticas en 
las que participan grupos sociales organi-
zados que demandan que sus derechos 
sean reconocidos y protegidos en el or-
den legal nacional e internacional (Arias 
Marín, 2016, p. 13). Los derechos huma-
nos refuerzan los lazos de solidaridad que 
unen a las personas y los grupos en una 

determinada sociedad. De tal suerte que 
cuando se producen graves violaciones a 
los derechos humanos la sociedad colap-
sa; se vienen abajo los símbolos ético-po-
líticos que le dan sentido a las prácticas 
sociales cotidianas y a los legados histó-
ricos de las luchas por el reconocimiento 
de la dignidad humana. 

Los derechos humanos tienen un fuerte 
componente cultural, dicho de otra ma-
nera, son inseparables de una determi-
nada cultura política. Esa cultura política 
puede ser más democrática que liberal, 
o más liberal que democrática. Forma 
parte de la historia de una sociedad que 
la cultura política de derechos humanos 
sea más radical o combativa que otras, o 
bien, más institucional y moderada. Cier-
tamente, la cultura política de los dere-
chos humanos –como toda cultura– es 
y ha sido siempre un campo de disputas 
y de lucha de interpretaciones, en el que 
las tradiciones democrático-radicales y 
populares se enfrentan a tradiciones libe-
rales e institucionalistas. Es por ello que la 
idea de paz está igualmente dividida en-
tre una tradición de luchas sociales que 
alzan la bandera del «combate contra la 
violencia» y otra tradición más conciliado-
ra, donde la paz es entendida como el re-
sultado de un acuerdo de las partes que 
en otro momento dirimieron sus diferen-
cias a través de la violencia. 

En cualquier caso, los derechos huma-
nos prosperan y se consolidan en el mar-
co de una culturización del derecho, sin 
la cual los derechos humanos no pueden 
interpelar al conjunto de la sociedad, ni 
ejercer una influencia decisiva en lo que 
pensamos y hacemos. Los derechos hu-
manos adquieren una potencia política 
cuando pueden moldear culturalmente 
las reflexiones y las sensibilidades de la 
gente. Es allí donde dejan de ser ajenos a 
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las prácticas de la vida cotidiana; es allí, en 
suma, donde se ve operar una cultura de 
paz y derechos humanos. 

Con el título Contra las violencias, quise 
subrayar que la construcción de una cul-
tura de paz y derechos humanos acorde 
a nuestra época y al presente de nuestro 
país, requiere oponerse férreamente a las 
violencias, para, inmediatamente, frenar 
sus escaladas, practicar los principios de 
la justicia social hasta que se vuelva una 
costumbre, y reflexionar acerca de los orí-
genes de las violencias y los contextos 
que estimulan sus despliegues. La paz y 
los derechos humanos se afianzan cuan-
do hay una cultura política pública de im-
pugnación y lucha contra las violencias. 
No basta ponerse de acuerdo para crear 
escenarios de paz, hace falta militar acti-
vamente contra el hecho de que la vio-
lencia se naturalice y se convierta en un 
hecho cultural. Porque, así como hay una 
cultura de paz, también hay una cultu-
ra de la violencia, y lo propio de nuestro 
tiempo es que la violencia se expande 
como una mancha de aceite e inunda 
cada vez más espacios de la vida social, 
política y económica. Los acuerdos for-
males e institucionales de paz no van a 
frenar por sí solos la violencia, de la mis-
ma manera que el consenso en torno a 
las normas de derechos humanos no es 
suficiente para que los derechos huma-
nos sean ampliamente respetados, de-
fendidos y promovidos en una sociedad. 
La violencia y las violaciones a los dere-
chos humanos que impiden que haya 
paz en nuestras sociedades se erradican 
construyendo y reforzando instituciones 
igualitarias y de justicia social. Pero esto 
tampoco bastará si no hay cada vez más 
personas y grupos que militen la pers-
pectiva progresista y democrática de los 
derechos humanos. Es decir, si no tene-
mos claro que el cambio no es sólo legal e 

institucional, sino también –y fundamen-
talmente– político-cultural, las violencias 
y las violaciones a los derechos humanos 
no dejarán de ser una realidad cotidiana 
en nuestro país. 

La protesta contra las violencias tiene 
que dar paso a la generación y la conso-
lidación de espacios de convivencia no 
violenta y festiva, en los que el deseo hu-
mano ingobernable se realice libremente 
sin poner en riesgo los derechos de otras 
personas. Estar en contra de las violen-
cias parece una obviedad: ¿quién podría 
estar a favor de las violencias? Sin embar-
go, las violencias contemporáneas se pro-
ducen y reproducen en contextos en los 
que hay una alta aceptación de las des-
igualdades, la opresión, la impunidad y 
las arbitrariedades. Insisto en este trabajo 
en la necesidad de estudiar las violencias, 
reflexionar en torno a sus genealogías y 
actualizaciones, porque esta actitud re-
flexiva es un componente esencial de una 
cultura de paz y derechos humanos para 
ilegitimar las violencias. Pensar no es una 
tarea menor: cuando lo hacemos, se abre 
un paréntesis en los sucesos del mundo, 
se da lugar a otros espacios, se frena el 
tiempo para ver las cosas de otra manera. 
Pensar es reflexionar sobre los problemas 
del presente que afectan al conjunto de la 
sociedad, y todo problema tiene una his-
toria que es necesario estudiar. «Pensar es 
habitar el estrato en el presente que ac-
túa como límite. Pero es también pensar 
el pasado […]» (Deleuze, 2008, p. 236). No 
me refiero al pensamiento como una ac-
tividad individualista y privada, sino que 
estoy hablando de la reflexión crítica que 
lleva a cabo un «nosotros», una reflexión 
libre del sujeto colectivo que procura ir 
más allá de los límites establecidos, límites 
impuestos por la moral, la ideología, la edu-
cación, las disciplinas, los prejuicios sociales, 
etcétera. En otras palabras, la crítica es el
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ethos filosófico propio de la ontología 
crítica de nosotros mismos, como 
una prueba histórico-práctica de los 
límites que podemos traspasar y, por 
ello, como trabajo de nosotros-mis-
mos sobre nosotros-mismos, en la 
medida en que seamos seres libres 
(Foucault, 2022, párr. 45).

A partir de lo dicho antes, podemos pre-
guntarnos: ¿qué tipo de sociedad «so-
mos», en función de las violencias que 
se practican y toleran? ¿Por qué se actúa 
violentamente? ¿Qué continuidades y 
rupturas hay entre las violencias actuales 
y las violencias del pasado? ¿Formo parte 
de un «nosotros» que actúa violentamen-
te? ¿Es «natural» que haya tanta violen-
cia? ¿Podemos solucionar un conflicto 
que atenta contra la seguridad de otra 
manera, sin recurrir a las soluciones se-
curitistas que desde hace tiempo se han 
ofrecido sin que el problema se haya so-
lucionado realmente? ¿Puede la historia 
enseñarnos que ya actuamos así en el pa-
sado y no llegamos a buen puerto en ese 
entonces? Pensar críticamente no es una 
competencia exclusiva de los intelectua-
les universitarios, sino que también le co-
rresponde a la ciudadanía en su conjunto. 
El pueblo construye su propio intelecto 
general y tiene que ser estimulado y vi-
sibilizado. Se necesita ampliar la reflexión 
sobre las violencias y las violaciones a los 
derechos humanos a múltiples sectores 
de la sociedad y acompañar los proce-
sos reflexivos colectivos con actos públi-
cos de impugnación de las violencias. La 
educación cumple aquí un rol fundamen-
tal: la escuela, la universidad y los centros 
de investigación, son espacios idóneos 
para activar los debates sociales sobre las 
violencias y las violaciones a los derechos 
humanos, y en ellos se pueden aportar 
diagnósticos y soluciones. Pero no la es-
cuela y la universidad entendidos como 

subsistemas aislados de la sociedad, sino 
como las instituciones más competen-
tes para acoger el debate público, en las 
que todas y todos –en un sentido radical-
mente igualitario y popular– participen en 
las discusiones, los diagnósticos y las solu-
ciones.

La cultura de paz, como cualquier cultu-
ra, es la combinación del pensamien-
to y del trabajo: los productos culturales 
de paz son materiales potentes cuando 
son capaces de plasmar una idea que 
previamente ha sido pensada. El paso 
de la idea al objeto cultural es parte de 
un proceso mágico de transfiguración: 
la idea sale de la privacidad de las men-
tes y toma cuerpo en un objeto social y 
público.1 Solemos escuchar, por ejemplo, 
que uno de los objetivos centrales de las 
iniciativas no violentas contemporáneas 
es «construir la paz desde abajo» –desde 
las comunidades y los territorios, como 
está de moda decir–. Ahora bien, este 
objetivo es potente cuando permite que 
ideas colectivamente pensadas y discu-
tidas se materialicen en objetos cultura-
les vivos que reconstruyen el tejido social 
roto, como pueden ser libros de poesía, 
arte plástico y arte urbano, música popu-
lar que actualiza viejas tradiciones, etcé-
tera. Hay que evitar que ese objetivo se 
transforme en una consigna vacía, en un 
«ítem» más a ser cumplido en una plani-
lla burocrática. Hay cultura de paz críti-
ca, igualitaria y democrática cuando hay 
pensamiento colectivo, cuando la movili-
zación social y popular literalmente mo-
viliza la creación de productos culturales 
que son una fiesta para los sentidos y 
que, además, invitan a reflexionar, a revi-
sar lo que hacemos y a poner en duda lo 
que hemos dado por sentado.

1	  Véase Arendt (2014, pp. 34-35).
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La violencia se inscribe hoy en lo que Wal-
ter Benjamin (2008b) llamaba en los años 
treinta del siglo pasado un continuum, es 
decir, hay una continuidad de las violen-
cias que se vuelve parte del paisaje coti-
diano. Esto tiene que ver con la creación 
y consolidación de culturas de las violen-
cias que son muy peligrosas para la vida 
democrática y la convivencia civil. Somos 
testigos de encadenamientos de catás-
trofes excepcionalmente interrumpidas. 
Somos espectadores de violencias conti-
nuas, de tal manera que, una vez que se 
cierra un segmento violento (que puede 
ser un  feminicidio, un maltrato infantil, 
una agresión contra periodistas o líderes 
sociales o un secuestro de personas mi-
grantes) inmediatamente se abre otro. 
Todo sucede como si todo volviera a em-
pezar de nuevo, sin un origen que pue-
da ser datado, porque en realidad nunca 
se termina. Y es aquí donde la reflexión 
sobre las violencias y la construcción de 
una cultura de paz y derechos humanos 
que sea crítica y militantemente activa, 
se vuelven más necesarias que nunca. La 
violencia que vemos todos los días: ¿de 
dónde viene? ¿Cuáles son sus raíces his-
tóricas? ¿Qué tienen de nuevo? ¿Y cómo 
se solapan con viejas formas de la violen-
cia que continúan actuando soterradas 
en nuestras sociedades «democráticas» 
No vamos a encontrar la paz después de 
que acabe la violencia porque la violencia, 
hoy, no tiene corte. Este diagnóstico no 
nos lleva al nihilismo sino todo lo contra-
rio: si ésta es la situación reinante, enton-
ces hay que construir la paz aquí y ahora, 
sin esperar a que la violencia se vaya a in-
terrumpir de la noche a la mañana. Esto 
requiere que «todas y todos» participe-
mos en una batalla cultural paciente para 
ilegitimar, en todo momento y lugar, los 
dispositivos violentos legales e ilegales. 

La construcción de una cultura de paz y 
derechos humanos no depende única-
mente de que aceptemos los derechos 
humanos plasmados en los cuerpos nor-
mativos nacionales e internacionales, o 
de que existan discursos nobles que los 
respalden, sistemas legales de protección 
e instituciones no jurisdiccionales que re-
ciben quejas de las víctimas y emiten re-
comendaciones para reparar los daños. 
Hace falta acompañar todo esto con co-
lectivos integrados por actores estata-
les, internacionales y de la sociedad civil, 
públicos y privados, federales y locales, 
que tengan autoridad moral para que 
alcen públicamente la voz en contra de 
las desigualdades, los abusos del poder 
y la impunidad; que construyan redes de 
solidaridad y protección de las víctimas 
reales y potenciales; y que promuevan la 
educación en derechos humanos con un 
enfoque ético, político y crítico. Hay que 
desterrar la idea según la cual los colec-
tivos de paz están integrados únicamen-
te por organizaciones de la sociedad civil; 
tienen que sumarse a ellos movimientos 
populares de víctimas y fracciones del 
Estado verdaderamente comprometidos 
con los derechos humanos. Si las violen-
cias destruyen los mundos comunes y los 
espacios públicos, la cultura de paz nos 
permite dejar de estar encerrados en no-
sotros mismos, hace posible conectarse 
con el mundo e imaginar una sociedad 
más justa. 

Rita Segato (2016) ha planteado que:

si [...] el trabajo hermenéutico de com-
prender los significados de la violen-
cia de género parece un trabajo 
perdido, demorado, bizantino, im-
práctico, creo yo que el reiterado 
fracaso de métodos supuestos como 
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más eficientes y pragmáticos que la 
comprensión demorada de los 
hechos prueba lo contrario (p. 129).

Siguiendo a la antropóloga argentina, no 
conviene priorizar la acción jurídica, polí-
tica y social en detrimento de los análisis 
minuciosos de la realidad social. Se tra-
ta de un falso dilema, que tiene sus raí-
ces en el antiguo conflicto entre la teoría 
y la práctica. La comprensión demorada 
de un problema-conflicto puede aportar 
mejores soluciones a las que normalmen-
te brindan las respuestas institucionales 
inmediatas. Si se quiere transformar po-
sitivamente la realidad social violenta, pri-
mero hay que problematizarla para, luego, 
buscar soluciones adecuadas y conversa-
das. La «comprensión demorada» no tiene 

por qué eludir el compromiso ético con las 
víctimas ni regodearse en el academicis-
mo apolítico. De hecho, esta investigación 
propone, en paralelo al trabajo de com-
prensión, soluciones a los problemas de 
la violencia y vías para la construcción de 
la paz que pueden ser beneficiosas para 
todas y todos. Todas y todos es, como se 
verá más adelante, el sujeto político de la 
cultura de paz y derechos humanos. De 
tal manera que este estudio se propone 
colaborar socialmente para pensar cómo 
nos interpela la violencia, qué se debe ha-
cer para evitarla o frenarla y de qué modo 
podemos construir positivamente la paz 
en nuestro país, tan aquejado por el cruce 
de violencias históricas y nuevas, legales e 
ilegales, públicas y privadas, espectacula-
res y sutiles. 
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La violencia contemporánea
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1
¿Cómo se manifiesta la violencia en

nuestras sociedades?

Esto no quiere decir que la Guerra Fría 
haya sido mejor que el momento que 
estamos viviendo actualmente, pues la 
agenda de seguridad que imperó duran-
te esa época fue «estatocéntrica, milita-
rista y disuasiva» (Izquierdo Muciño, 2007, 
p. 168). Para México tampoco fue un pe-
riodo de verdadera paz social y de flore-
cimiento de las libertades públicas y los 
derechos humanos, ello debido a que 

[a]brigar ideas de izquierda, ser co-
munista o simplemente ser señalado 
de comunista, era un delito persegui-
do en México en el tiempo de la 
Guerra Fría, algo que debía ocultarse 
(Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, 2023a, p. 23). 

No estoy postulando que vivimos tiem-
pos peores que los de antaño, ni que és-
tos eran paradisiacos comparados con 
los de ahora. Estoy más bien afirmando 
que la violencia contemporánea excede 
los diques de contención tradicionales 
representados por el Estado de bienes-
tar y se extiende como una mancha de 
aceite por todo el tejido social. Inspirándo-
se en el pensamiento de Gilles Deleuze, 
Maurizio Lazzarato (2010) distingue entre 

Comenzaré analizando las caracte-
rísticas que tiene la violencia en 
las sociedades del capitalismo tar-

dío, en las cuales la democracia convive 
con sistemas de injusticia, exclusión y 
desigualdad. Por supuesto, estas socie-
dades no son homogéneas y la violencia 
adquiere manifestaciones particulares en 
función de procesos políticos, sociales, 
económicos y culturales específicos. Pero 
mi objetivo inicial no es particularista, sino 
panorámico: quiero trazar un panorama 
de la violencia contemporánea para, lue-
go, detenerme en aspectos puntuales de 
las expresiones de la violencia en México. 

Distintos autores y autoras del pensa-
miento político contemporáneo están de 
acuerdo en que la violencia aumentó en 
frecuencia e intensidad en diversas par-
tes del mundo a partir del fin de la Gue-
rra Fría (Girard, 2006; 2010; Esposito, 2009; 
Lazzarato, 2010; Moraña, 2018; Alliez y La-
zzarato, 2022). Ciertamente, este conflic-
to que tuvo en vilo al mundo por más de 
cuarenta años, impidió que se desatasen 
violencias masivas y desterritorializadas 
gracias al «delicado equilibrio del terror» 
que existía entre los bloques contrapues-
tos de Estados Unidos y la Unión Soviética. 
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las sociedades planificadas del bienes-
tar de la posguerra –representadas en 
América Latina por el auge de los popu-
lismos clásicos– y las actuales sociedades 
de control: las sociedades del Estado de 
bienestar eran más capaces de geren-
ciar la incerteza de los conflictos conside-
rándolos «excepciones»; en ellas las crisis 
económicas eran periódicas y las crisis 
políticas emergían como «revoluciones», 
y la crisis se alternaba «con períodos más 
o menos largos de crecimiento económi-
co (paz económica) y de estabilidad polí-
tica (paz política)» (p. 228). Esto no quiere 
decir que la paz lograda en ese periodo, 
sobre todo en los países periféricos, fue-
ra una paz positiva y democrática. En el 
caso de México, entre los años sesenta y 
setenta se vivió una «paz que se sostenía 
en el miedo y en la represión» (Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, 2023a, 
p. 228). 

El origen del nuevo régimen de la violen-
cia se encuentra en la incapacidad del 
Estado y del capitalismo para gestionar 
una heterogeneidad imprevisible de con-
flictos, representados por los flujos masi-
vos migratorios, las violaciones graves a 
los derechos humanos ocurridas en con-
textos democráticos, los delitos masivos 
que cometen las corporaciones crimi-
nales transnacionales, los feminicidios y 
los secuestros que padece la población 
migrante, el racismo y el supremacismo 
blanco, el fascismo neoliberal y los dis-
cursos de odio de la ultraderecha. Por 
fascismo neoliberal entiendo, siguiendo a 
Éric Alliez y Maurizio Lazzarato (2022), una 
combinación de militarización de la segu-
ridad, democracia formal y economía de 
libre mercado que sustenta las políticas 
neoliberales destinadas a controlar repre-
sivamente los flujos migratorios, aplicar 
ajustes drásticos y terapias de shock (que 
construyen a la sociedad como un cuerpo 

enfermo y no como una sociedad civil de 
ciudadanos), e intervenir mínimamente 
en la economía para imponer una «micro-
política local de privatización» (pp. 16-18). 
«Las nuevas formas de fascismo que ve-
mos emerger en todas partes se desarro-
llan desde el interior de las instituciones 
“democráticas”, y no [dentro de ni] contra 
estas»(Alliez y Lazzarato, 2022, p. 18). En 
este marco, las políticas fascistas neoli-
berales construyen la paz de las subjeti-
vidades dóciles, domesticadas para servir 
al mercado y sus estructuras de desigual-
dad. El capital neoliberal, con su violencia, 
crea subjetividades administrables que 
aceptan convertirse en «empresarios de 
sí mismos». Como veremos más adelan-
te, éste no es el concepto ni las prácticas 
de paz que se promueven desde las trin-
cheras del pensamiento crítico. 

Ya no es posible distinguir «las situa-
ciones excepcionales de las situaciones 
normales» y, en consecuencia, «la crisis 
es permanente» (Lazzarato, 2010, p. 231). 
Las sociedades de control responden a 
la normalización de la crisis proclamando 
«constantemente (…) un estado de excep-
ción guerrero» (Lazzarato, 2010, p. 227). Vi-
vimos en sociedades violentas porque a 
los actos rebeldes que rompen con las re-
glas y los hábitos sociales (sean legales o 
ilegales) se les responde con la violencia 
institucional y políticas securitistas que 
no tienen una visión integral y humana 
de la seguridad. Hay violencia continua 
porque la sociedad de control responde 
a la crisis social criminalizándola. El ejem-
plo más claro son las personas migrantes 
que atraviesan nuestro país en dirección 
a Estados Unidos: se habla de una «crisis 
migratoria» cuando, en realidad, las per-
sonas en movilidad no son las causantes 
de las crisis, sino las políticas excluyentes 
y la violencia estructural que las obliga a 
dejar sus países de origen para emprender 
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un peligroso viaje donde vuelven a toparse 
–como si fuera un destino trágico– con la 
violencia y la exclusión que creyeron dejar 
atrás. 

La clave para entender las violencias con-
temporáneas se encuentra en la confi-
guración actual de la globalización del 
capital, que tiene una veta colonizadora, 
depredadora y catastrófica. En este contexto, 

captar los ingresos necesarios para 
sostener el american way of life, nos 
está precipitando hacia la «extinción» 
[…] El capitalismo no produce sola-
mente crisis, y una crisis continua o 
continuada, sino también catástrofes 
sanitarias, ecológicas, sociales, econó-
micas, políticas (Alliez y Lazzarato, 
2022, p. 11)

La agresividad contemporánea responde 
al hecho de que la «ideología rivalizado-
ra de la competitividad se ha expandido 
en toda la sociedad», y, en este contexto, 
domina dondequiera «la tensión, la agi-
tación y el deseo ardiente de destrozar» 
al diferente (Girard, 2006, p. 20). Por ello 
René Girard (2006; 2010) ha planteado 
que la ley de nuestra época es la ley de 
la escalada a los extremos: las políticas 
militaristas de seguridad hacen escalar 
no sólo la violencia del Estado, sino todo 
el sistema legal e ilegal de la violencia en 
el que intervienen agentes estatales y no 
estatales, mafias, grupos criminales trans-
nacionales y poderes fácticos del Estado. 
También escala a los extremos la com-
petencia en los espacios de la vida social 
cotidiana y esto crea sujetos narcisistas y 
ansiosos, que no están nunca tranquilos 
porque hay más competitividad que se-
guridad social. 

La violencia contemporánea se desarrolla 
en el marco de una confusión creciente 

entre la guerra y la paz, la seguridad y el 
riesgo, el derecho y la violencia, la anor-
malidad y la normalidad, la regla y la 
excepción. Hoy estas dicotomías tradicio-
nales están en crisis y son incapaces de 
regular la vida política, social y económica 
(Esposito, 2009). Los conflictos armados 
han devenido en conflictos no conven-
cionales, informales e inestables, sin po-
sibilidad de distinguir claramente entre 
amigos y enemigos, victorias y derrotas 
(Segato, 2016); en ellos intervienen fuer-
zas estatales, mafias, bandos y fuerzas 
paraestatales que se enfrentan en gue-
rras de exterminio, aunque también los 
agentes que ejecutan las violencias lega-
les e ilegales cooperan para llevar a cabo 
negocios aberrantes que dejan enormes 
márgenes de ganancia, como la trata 
de personas, el secuestro, la extorsión y 
la prostitución infantil. La paz y la guerra 
se entremezclan porque las instituciones 
imperiales hipermodernas enarbolan una 
«falsa paz social» que es una continua-
ción de la guerra por otros medios (Alliez 
y Negri, 2022, pp. 10-11). Dicho de otra ma-
nera: «lo que llamamos paz en nuestros 
días es apenas un provisional «cese del 
fuego» (Moraña, 2018, p. 156). Frecuente-
mente la paz aparece como una mascara-
da a la que apelan los representantes de 
las estructuras opresivas para esconder 
sus reales intenciones de dominio. Gru-
pos criminales ejercen de facto poderes 
soberanos y gubernamentales que tradi-
cionalmente detentaban los Estados; así, 
el crimen organizado se puede apropiar 
de un poder de soberanía sobre la vida 
y la muerte de las personas y constru-
ye redes transnacionales de poder eco-
nómico y de influencia política que son 
complejas y eficaces (Pereyra, 2012). El 
estado de excepción, como lo ha señala-
do Giorgio Agamben (2007), ha devenido 
en una técnica permanente de gobierno 
para hacer frente a diferentes problemas 
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de seguridad como los que representan 
la violencia criminal, los conflictos infor-
males o la pandemia global. Las institu-
ciones democráticas conviven hoy con 
discursos de odio y prácticas autoritarias 
de ultraderecha que cercenan los dere-
chos humanos. El crecimiento económi-
co puede producir grandes catástrofes 
ecológicas, por lo que: «No hay modo de 
producción que no sea, al mismo tiempo, 
y en la larga duración del capitaloceno, 
un modo de destrucción» (Alliez y Lazza-
rato, 2022, p. 11). Las políticas públicas de 
seguridad rara vez asumen enfoques de 
paz positiva y de seguridad humana, es 
decir, no se articulan con la promoción de 
la igualdad y la justicia, la prevención de 
las enfermedades y el cuidado del medio 
ambiente (Izquierdo Muciño, 2007, p. 166). 
Las políticas de seguridad fundadas en la 
idea de paz negativa (ausencia de guerra) 
libran una guerra infinita contra podero-
sas redes transnacionales del crimen or-
ganizado que, paradójicamente, pueden 
multiplicar la misma violencia que pre-
tenden evitar.

El desarrollo del terrorismo y del crimen 
transnacional organizado, las políticas de 
seguridad militaristas, los fundamentalis-
mos religiosos y étnicos, el poder nuclear 
de las grandes potencias que no tiene con-
troles internacionales, la depredación del 
medio ambiente, el calentamiento global, 
las crisis económicas que no se resuelven, 
las grandes desigualdades económicas y 
la competencia salvaje por sobrevivir en el 
mercado, son todos fenómenos que han 
menoscabado la paz, los derechos huma-
nos, el desarrollo sostenible y la seguridad 
humana. Este escenario plantea la necesi-
dad de armarnos con nuevos conceptos 
del pensamiento crítico que permitan, por 
un lado, expresar la realidad actual de la 
violencia tras el colapso de las dicotomías 
políticas tradicionales (guerra/paz, seguri-

dad/riesgo, derecho/violencia, etcétera) y, 
por el otro, visibilizar los obstáculos epis-
temológicos y sociales que persisten para 
construir la paz desde una perspectiva de 
derechos humanos. Ecocidio, feminicidio, 
estado de excepción permanente, capi-
taloceno y gubernamentalidad neolibe-
ral son algunos de los conceptos críticos 
que pueden enumerarse en una lista no 
exhaustiva ni definitiva que, claramente, 
puede ampliarse. Con esta enunciación de 
conceptos pretendo mostrar una gama di-
versa de efectos ecológicos, sociales, eco-
nómicos, políticos e institucionales que 
generan las violencias contemporáneas. 

El ecocidio, la destrucción masiva de los 
ecosistemas, es un fenómeno que está 
relacionado con la manera en que el pa-
triarcado capitalista explota a las mujeres, 
la naturaleza y los territorios (Mies y Shiva, 
2013). El término no es nuevo y se registró 
por primera vez en la conferencia sobre 
la Guerra y la Responsabilidad Nacional 
que se celebró en Washington en 1970 
(Gauger et al., 2012, p. 4). Sin embargo, en 
años recientes y a raíz de la crisis del ca-
lentamiento global el concepto ha alcan-
zado notoriedad en los espacios públicos 
de discusión. Para nuestro trabajo es un 
término relevante porque la comunidad 
internacional ha reconocido al ecocidio 
como un crimen grave que atenta contra 
la paz de los pueblos, por lo que ha sido 
incluido en el Proyecto de Código de De-
litos contra la Paz y la Seguridad de la Hu-
manidad (Gauger et al., 2012, p. 12).

Los feminicidios son crímenes cometidos 
contra el género femenino que deberían 
ser equiparados a otros delitos del fuero 
internacional, como los genocidios (Sega-
to, 2016, p. 142). Al decir de la antropólo-
ga argentina, los feminicidas destruyen 
el cuerpo de la mujer guiados por una in-
tención impersonal de dominio y poder. 
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A la vez que destruye vidas humanas, el 
feminicidio funda y conserva el orden pa-
triarcal. En los últimos años hubo avances 
en las legislaciones latinoamericanas para 
tipificar este crimen, pero, a pesar de ello, 
las investigaciones que realizó Rita Segato 
(2018) sobre las violaciones masivas de las 
mujeres en Brasil confirmaron que, una 
vez que se dispararon estos delitos, con el 
tiempo se acrecentaron. Los feminicidios 
no son crímenes del espacio doméstico, 
puesto que el género «es una dimensión 
no particular, no privada de la existencia 
humana, sino pública, política y de im-
pacto general en la historia de las colecti-
vidades» (Segato, 2016, p. 143). Como lo ha 
señalado Julia Monárrez Fragoso (2019), el 
feminicidio nos permite 

enfrentar las diversas dimensiones es-
tructurales de violencia, que emergen 
desde las diversas coordenadas geo-
gráficas, políticas, económicas y so-
ciales que construyen las diferentes 
categorías de mujeres basadas en la 
racialización, la clase, el género, la se-
xualidad y el status político (p. 90).2

El feminicidio es un paradigma de la vio-
lencia contemporánea que rompe con la 
idea tradicional de la violencia entendida 
como un medio para alcanzar un deter-
minado objetivo. No hay nada «racional» 
en la violencia feminicida: no es un ins-
trumento para afianzar el poder sobre las 
mujeres, sino la pura expresión de la de-
cisión de cuándo y en qué lugar una mu-
jer es asesinada.3 La violencia feminicida 
es la reproducción sistemática del orden 
patriarcal, el orden que legitima las vio-
lencias contra las mujeres. Los profundos 
impactos sociales negativos de los femi-

2	 Debo esta referencia a una de las personas dictami-
nadoras anónimas. 

3	 Debo esta idea a una de las personas dictaminadoras 
anónimas. 

nicidios nos permiten concluir que son 
graves atentados contra la paz de una co-
munidad o de un país. Como si fuera un 
dictum de nuestro tiempo, Segato (2018) 
afirma que: 

Con feminicidios no hay paz [...] For-
malmente no hay guerra declarada 
en nuestros países: México, Brasil, 
Honduras, Chile, Argentina. Ninguno 
de estos países se encuentra en un 
enfrentamiento militar, sin embargo, 
la vorágine de violencia entre 
muertos, desaparecidos y violaciones 
son el panorama asfixiante [de] una 
violencia extrema que no puede ser 
denominada tiempo de paz (párr. 2-3).  

En México, las cifras de feminicidios son 
alarmantes, y desde 2015 hasta 2021, han 
aumentado año tras año. Los datos a ni-
vel nacional aportados por el Observato-
rio Nacional de Derechos Humanos de la 
Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (2023b) son los siguientes: 427 en 
2015; 624 en 2016; 739 en 2017; 917 en 2018; 
973 en 2019; 978 en 2020 y 1016 en 2021. 
Como puede observarse, en seis años la 
cifra escaló a más del doble. La escalada a 
los extremos es la ley que rige en nuestro 
país las relaciones violentas de los géneros.

Me detengo ahora brevemente en el con-
cepto de estado de excepción, analizado 
por Agamben (2007). Como ya lo antici-
pé, el estado de excepción en el mundo 
contemporáneo no es una decisión so-
berana pasajera, sino una tecnología per-
manente de gobierno. De este modo, la 
decisión extraordinaria sobre el estado de 
excepción se ha normalizado, ha deveni-
do en la regla. Es un fenómeno que atañe, 
tanto a las democracias, como a los auto-
ritarismos, y produce una «zona de indis-
tinción» entre la violencia y el derecho, la 
guerra y la paz (Agamben, 2007, p. 15).
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Dicho de otra manera: si el objetivo de la
cultura de paz y de los derechos humanos 
es producir y mantener la cooperación y 
la solidaridad entre los grupos sociales, el 
neoliberalismo atenta contra la paz social 
porque es un dispositivo de poder políti-
co, social y económico que violenta la in-
terdependencia humana. 

Las categorías invocadas –ecocidio, femi-
nicidio, estado de excepción permanente 
y gubernamentalidad fascista neoliberal– 
tienen algo en común: nombran una vio-
lencia que no es un medio racionalmente 
administrado para generar seguridad en 
la población. Es una violencia destructiva 
que afecta a las personas, sus vínculos so-
ciales y los territorios en los que viven. 

Ya no se trata únicamente de que el Es-
tado haga desaparecer forzosamente a 
poblaciones específicas o las asesine, lo 
que está sucediendo es que determina-
dos grupos sociales eliminan a otros con-
juntos poblacionales. En nuestro país, por 
ejemplo, numerosos grupos del crimen 
organizado han hecho de la violencia un 
negocio y la población migrante centro-
americana, en su mayoría hombres en 
edad económicamente activa, se han 
transformado en un botín de guerra, ob-
jeto de secuestros, extorsiones y de des-
apariciones masivas. El feminicidio es la 
expresión de un poder de matar de estas 
características: en México, Brasil, Hondu-
ras, Chile y Argentina, cada vez más hom-
bres asesinan a más mujeres, es decir, son 
grandes conjuntos de hombres los que 
matan a grupos masivos de mujeres. El 
«terror sexual» y el exterminio de mujeres 
y de miembros de la comunidad LGBT-
TTIQA+ «son manifestaciones de un po-
der social que se ejerce una y otra vez a 
un ritmo letal» (Butler, 2020, p. 49). Nóte-
se que la pensadora norteamericana no 
habla de un poder político o de un poder 

Donna Haraway popularizó el concep-
to de capitaloceno, que se refiere a la 
manera en que el sistema económico y 
cultural capitalista –convertido en una 
suerte de era geológica de larga dura-
ción–, y en particular sus prácticas tecno-
científicas, han provocado una catástrofe 
ecológica mundial (Araiza Díaz, 2021). La 
dominación capitalista depredadora en-
cuentra hoy en la gubernamentalidad 
neoliberal su propia tecnología de go-
bierno. Pilar Calveiro (2021) explica que la 
gubernamentalidad neoliberal es una red 
de poder estatal, económico y social que 
produce un sujeto «“autoemprendedor” 
individual y aislado, empresario de sí mis-
mo y presa del espejismo de una liber-
tad y una capacidad de elección que no 
posee» (p. 16-17). La gubernamentalidad 
neoliberal es violenta y depredadora por-
que es una forma de poder que niega y 
reprime «que estamos relacionados unos 
con otros de forma indisoluble, en una 
“cooperación” en la que todo el mundo 
depende de todo el mundo, y del “todo” 
del mundo» (Alliez y Lazzarato, 2022, p. 11). 
Una idea similar había planteado antes 
Dany-Robert Dufour (2007): 

A lo que apunta hoy el nuevo capita-
lismo es a ese núcleo primero de la 
humanidad: la dependencia simbóli-
ca del hombre. No es sorprendente, 
pues, que nuestro espacio social se 
encuentre cada vez más invadido por 
una violencia cotidiana, puntuada 
por momentos de apogeo de hiper-
violencia, accidentes catastróficos 
que las condiciones ambientales ac-
tuales hacen siempre posibles. El cir-
cuito se ha cerrado: la lógica neolibe-
ral produce sujetos que, al funcionar 
precisamente siguiendo la ley del 
más fuerte, refuerzan aún más esta 
lógica (p. 219). 
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militar que comete asesinatos, asociado 
tradicionalmente con la represión estatal, 
sino de un poder social de violentar, ex-
tendido en todo el cuerpo social. Esto es 
una característica distintiva de la violen-
cia contemporánea. Pensemos también 
en los fenómenos de violencia escolar en 
Estados Unidos: cada vez más estudian-
tes asesinan a más estudiantes. En Mé-
xico, el crimen organizado incide en las 
violencias escolares y los entornos socia-
les delictivos crean una atmósfera tóxica 
que estimula que los estudiantes se vio-
lenten entre sí, sin olvidar que muchas 
veces ellos mismos son agredidos por 
el personal docente, administrativo y di-
rectivo. José del Tronco Paganelli y Abby 
Madrigal Ramírez (2016) realizaron una in-
vestigación que concluyó que 31.1% de los 
estudiantes de escuelas secundarias per-
tenecientes a diez grandes ciudades de 
ocho estados mexicanos (Baja California, 
Baja California Sur, Chihuahua, Colima, 
Durango, Estado de México, Guerrero, 
Tabasco y Tamaulipas) considera que los 
maestros son autoritarios; 30, 34% de los 
varones reconoció que participa «en una 
banda o pandilla» y 17. 28 % de las muje-
res afirma ser parte de la misma actividad 
delictiva; 21, 65 % de los varones expone 
que ha sufrido «amenazas por parte de 
una banda o pandilla» y 11, 99 % de las mu-
jeres ha padecido el mismo delito (p. 33). 
Esto evidencia que las violencias se su-
perponen: la violencia criminal es un cal-
do de cultivo para la violencia escolar, y 
esta última está condicionada a la vez por 
las fallas de las estructuras de inclusión 
social, es decir, por la violencia estructural 
de la desigualdad social, la marginación y 
la pobreza.
 
Actualmente la violencia es proliferante, 
inorgánica y espectacular; en ella con-
vergen las más avanzadas tecnologías 
armamentistas con las conductas más 

«salvajes», lo cual genera altos costos so-
ciales y una atracción morbosa hacia lo 
abyecto (Moraña, 2018). Siguiendo a Adria-
na Cavarero (2009), la violencia contem-
poránea tiene una dimensión «horrorista» 
en tanto que ella produce más repugnan-
cia que miedo en sus espectadores. Las 
figuras arcaicas de la violencia horrorista 
son la Medusa y Medea, y su paradigma 
moderno es Auschwitz. El asco y el horror 
paralizan al sujeto, mientras que –según 
el planteo clásico hobbesiano– el miedo 
es un sentimiento que puede ser ilumi-
nado por la razón para que los hombres 
acuerden ceder su derecho natural a la 
violencia para conformar el Estado. Hoy la 
violencia es un recurso masivamente uti-
lizado por los aparatos estatales (ejércitos, 
policías especiales) y los grupos privados 
organizados (crimen organizado, sicariato, 
terrorismo), y en los conflictos informales 
los mayores afectados no son los actores 
armados, sino las víctimas inermes (pobla-
ción civil). En las escenas horroristas de las 
masacres y las carnicerías el victimario se 
ensaña con el cuerpo de la víctima des-
pués de haberla matado, de tal manera 
que la muerte no es la culminación de la 
violencia sino una nueva y macabra opor-
tunidad para continuar destrozando los 
cuerpos asesinados (Cavarero, 2009). 

Hoy la violencia se propaga como el fue-
go o una epidemia. René Girard (2006) 
utiliza estas dos imágenes arcaicas para 
caracterizar la realidad global de la vio-
lencia. Por ser epidémica la violencia es 
un fenómeno de serie, de olas sucesivas 
y de larga duración, que opera median-
te escaladas a los extremos afectando a 
grandes grupos humanos. El objetivo de 
la violencia contemporánea son las cla-
ses y los grupos, y menos los individuos, 
como es el caso del feminicidio que es el 
«exterminio directo [de las mujeres] como 
contingente marcado por el género» (Se-
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gato, 2016, p. 139), o de las desapariciones 
masivas a las que se exponen las perso-
nas migrantes irregulares en el tránsito 
de México a Estados Unidos. Esta violencia 
es contagiosa e imitativa: los feminicidas 
aprenden de otros feminicidas a triturar el 
cuerpo de las mujeres, y los adolescen-
tes imitan a otros adolescentes que ma-
sacran a sus compañeros en las escuelas 
norteamericanas. 

El Estado mexicano se enfrenta a cre-
cientes obstáculos para monopolizar la 
violencia en el marco de una guerra no 
declarada donde son coaccionadas múl-
tiples personas y grupos. La atmósfera de 
violencia que se vive en las zonas fronte-
rizas del país, que da lugar al tráfico de 
drogas, armas, órganos y personas, con-
vive con la violencia sistémica de la im-
punidad de los funcionarios que trabajan 
para el crimen organizado. La violencia 
no es la propiedad exclusiva de uno (el 
Estado) ejercida contra algunas «man-
zanas podridas» (delincuentes que ame-
nazan excepcionalmente el orden social), 
sino un tipo de interacción en el que de-
terminadas redes sociales (delincuencia 
organizada; redes que nuclean a actores 
armados estatales, no estatales y paraes-
tatales; empresas extractivas que parti-
cipan en crímenes y desapariciones con 
la anuencia de políticos) violentan a otros 
grupos sociales con características defi-
nidas (mujeres, personas en movilidad, 
periodistas y activistas sociales). Los femi-
nicidios han crecido en los últimos ocho 
años y de representar en 2015 19. 8 % de 
los homicidios de mujeres, en 2022 esa ci-
fra escaló a 25. 6 %; «el aumento registra-
do en los feminicidios denunciados está 
en línea con los aumentos en los casos re-
gistrados de violencia familiar y violencia 
sexual en México» (Instituto para la Eco-
nomía y la Paz, 2023, p. 29). Las personas 
migrantes centroamericanas se exponen 

constantemente al secuestro, la trata de 
personas y la extorsión (Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, 2021a). 
México es «el segundo país más mortífero 
para los periodistas, sólo detrás de Ucra-
nia», y las cifras lo demuestran: en 2022 
fueron asesinados 13 profesionales de la 
información, lo cual representa 20 % del 
total mundial (p. 3). De acuerdo con da-
tos aportados por el Sistema Nacional de 
Alerta de Violación de Derechos Huma-
nos de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos (2023c), entre enero y 
marzo de 2023 se registraron 19 agravios 
contra periodistas, y las mayores quejas 
presentadas a este organismo autónomo 
tuvieron lugar en Baja California Sur. Ade-
más, se contabilizaron 84 violaciones a los 
derechos humanos de defensores civiles 
de derechos humanos, y Oaxaca fue el 
estado con más quejas. También los ac-
tivistas ambientales se han expuesto a la 
violencia y el año con más personas asesi-
nadas pertenecientes a este grupo fue 2021, 
con una cifra récord de 54 individuos (Ins-
tituto para la Economía y la Paz, 2023, p. 3). 

La violencia destruye los lazos de res-
ponsabilidad cívica, cooperación social y 
solidaridad. La pobreza y las profundas 
desigualdades sociales producen sujetos 
que son empujados a vivir en los márge-
nes de la sociedad y a ingresar en las redes 
del crimen organizado, favorece el surgi-
miento de redes de economías informales 
y clandestinas, naturaliza la corrupción y la 
violencia institucional, y todo esto produce 
«fracturas mayores, cataclísmicas, que atra-
viesan lo social» (Moraña, 2018, p. 149). Sega-
to (2018) ha postulado que:

el mundo está en beligerancia contra 
las mujeres, contra los niños, contra los 
más débiles, porque eso hace el ansia 
de dominio conquistador y poseedor 
de bienes, arrasa con todo lo que im-
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plique un modo distinto de percibir la 
vida (párr. 18). 

La violencia arrasa con las instituciones 
sociales de protección de la vida. Esto 
es lo que hace el neoliberalismo, «la más 
conquistadoras de todas las dominacio-
nes posibles», al desmantelar las insti-
tuciones del bienestar social que fueron 
construidas a lo largo de décadas de lu-
chas obreras y sindicales. El neolibera-
lismo reemplaza los lazos de solidaridad 
social que tejen las políticas igualitarias 
por «individuos blandos, precarios, móvi-
les, abiertos a todos los modos y todas las 
variaciones del mercado« (Dufour, 2007, 
p. 217). Con individuos dóciles y precarios 
no se pueden construir y mantener ins-
tituciones incluyentes, que son indispen-
sables para que la sociedad se mantenga 
cohesionada. La violencia neoliberal des-
hace los lazos de solidaridad recíprocos 
sin los cuales no hay vida social. La vio-
lencia es destructiva, pero también cons-
truye órdenes sociales estables. Lo que 
explica que la violencia sea tan difícil de 
frenar o erradicar, o que ella penetre pro-
fundamente en las conductas sociales, es 
que construye órdenes sociales y cultura-
les duraderos. El orden cultural neoliberal 
es el que está en la base de la gran ca-
pacidad adaptativa de los trabajadores a 
responder a las variaciones del mercado. 
Es un orden social que atenta contra el 
derecho a la tranquilidad, a tener un tra-
bajo estable, a no tener miedo a perder 
el empleo que, por otra parte, es escaso 
y mal pagado. También la violencia crimi-
nal construye órdenes sociales estables, 
que pueden ser de dos tipos: los que es-
tán basados en el miedo, la parálisis y la 
impotencia de la gente, y los que generan 
interpelaciones culturales (la «narcocultu-
ra»), estimulan y satisfacen los placeres 
consumistas, y generan beneficios eco-
nómicos no sólo para las clases altas sino 

también para las clases bajas. Aunque 
sean distintos, estos dos órdenes sociales 
criminales pueden convivir: en el mismo 
lugar donde secuestran y desaparecen 
migrantes, infantes o mujeres, otras per-
sonas disfrutan de los beneficios que ge-
nera esta industria de la muerte. 

En México, los órdenes legales y delicti-
vos se intersecan en los planos territoria-
les, políticos y económicos. En las últimas 
décadas se consolidó en nuestro país 
«un nuevo orden social» conformado por 
grupos legales y delictivos «que actúan 
con diferentes niveles de interpenetra-
ción» (Fracchia y Ameglio, 2019, p. 15). Los 
sistemas de la violencia político-econó-
mica-cultural tienen asentamiento terri-
torial en determinadas zonas o regiones 
del país, pero también se insertan en las 
redes transnacionales sin las cuales sería 
imposible lograr semejante nivel de acu-
mulación. La indistinción entre lo legal y 
lo ilegal ha configurado un particular or-
den social en México en el que actores 
estatales y criminales ejercen un poder 
soberano sobre la vida y la muerte, go-
biernan poblaciones a las que pueden 
beneficiar con ayudas económicas, o bien 
despojarlas de sus recursos obligándolas 
a desplazarse, y se disputan territorios en 
guerras de exterminio que están suje-
tos a una constante redistribución. Todo 
ello implica una gran capacidad de coor-
dinación de fuerzas y decisiones entre 
múltiples agentes, por ello es necesario 
remarcar que «los crecientes niveles de 
violencia en el país [...] no son fruto de una 
situación caótica, fragmentada e irracio-
nal» (Fracchia y Ameglio, 2019, p. 14). 

Los componentes de la cultura de la vio-
lencia son varios y suelen estar entrelaza-
dos. En una lista no exhaustiva, ellos son 
el patriarcado, el machismo, la búsque-
da del poder como un fin en sí mismo, 
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la competitividad feroz que desintegra la 
solidaridad social, el militarismo, la into-
lerancia, las ideologías segregacionistas, 
las estructuras de la desigualdad social, 
el racismo, la injusticia social, el enrique-
cimiento ilícito, y la incapacidad para 
transformar los conflictos en experiencias 
positivas (Fisas, 1998, p. 2). La violencia 
es un fenómeno que, por ser cultural, se 
transmite, circula, se propaga y las perso-
nas la internalizan y reproducen. La cultu-
ra de la violencia impide que las personas 
reflexionen; cuando ella impera, hace 
que las víctimas no puedan salir del es-
tado de impotencia frente a las injusticias 
que han padecido, las anestesia y evita 
que resistan. La violencia crea y conser-
va un orden porque las violencias se mili-
tan socialmente: los discursos de odio, el 
antifeminismo rabioso que se erige como 
respuesta reaccionaria a las conquistas 
de derechos que han logrado los colec-
tivos feministas, la transfobia, la xenofo-
bia y el racismo, construyen una realidad 
social que normaliza la agresión y el en-
tendimiento del otro como un anormal o 
un enemigo indeseable. Nada de esto se 
mantiene sin una militancia reaccionaria 
activa. Y las militancias son prácticas polí-
ticas, pero también culturales.

El antifeminismo rabioso no debe tomar-
se a la ligera. La reacción conservadora 
antifeminista puede expresarse a través 
del odio, pero también mediante accio-
nes deslegitimadoras, como, por ejemplo, 
burlarse de los avances que la lucha femi-
nista ha logrado en el ejercicio efectivo de 
los derechos de las mujeres (Canal Inca, 
2023). El antifeminismo es una expresión 
cultural que circula en los ámbitos capila-
res de la sociedad, pero que también se 
institucionaliza cuando forma parte de las 
agendas y de los planes de gobierno de 
los gobiernos ultraderechistas. Es nece-
sario dar la batalla cultural para visibilizar 

que el antifeminismo radical –no las crí-
ticas al feminismo que son válidas como 
expresiones de un debate público, sino 
su impugnación virulenta– es un movi-
miento anti-derechos, que concibe al fe-
minismo como una amenaza que atenta 
contra los pilares fundamentales de la 
sociedad, como son, por ejemplo: la fa-
milia heteronormativa, la división sexual 
del trabajo y la religión. Es necesario insis-
tir en que el feminismo no es una doctrina 
que destruye la sociedad –es decir, no es 
un movimiento violento–, sino un proyecto 
igualitario que busca cambiar las relaciones 
de dominio instaladas desde hace siglos en 
el plano de los géneros. El antifeminismo 
adquiere una connotación agresiva cuan-
do legitima la violencia estructural contra 
las mujeres, e impide el reconocimiento y la 
ampliación de sus derechos.

Si las violencias en México no han dejado 
de manifestarse, que van desde las expre-
siones de la violencia criminal y las viola-
ciones graves a los derechos humanos 
hasta las violencias simbólicas de los mo-
vimientos reaccionarios anti-derechos, en 
consecuencia, la lucha pacífica contra las 
violencias también debe ser permanente; 
si los violentos construyen alianzas para 
cometer sus agresiones y borrar impune-
mente los rastros de la violencia, también 
tiene que haber alianzas entre los sujetos 
pacíficos del Estado y de la sociedad civil 
para militar la defensa, promoción y difu-
sión de los derechos humanos. Si las cor-
poraciones violentas borran los rastros de 
las graves violaciones a los derechos huma-
nos cometidas en el periodo de la violencia 
política de Estado (1951-1990),4 las personas 
y los grupos que integran las alianzas pa-
cíficas tienen que ir tras esas huellas para 
reunirlas y conservarlas en los archivos. 

4	  Véase Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(2023a, pp. 84-85). 
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Ya el solo hecho de buscarlas es un acto 
a favor de la paz social. 

La violencia contemporánea inunda el 
cuerpo social, por lo que no es un acto 
puntual ni circunstancial. Ésta es la di-
mensión visible o espectacular de la 
violencia, a pesar de que ella suele practi-
carse en secreto, pero es siempre un «se-
creto a voces». Hay otra dimensión de ella 
que no es menos inquietante que su pre-
sentación a la manera de un espectáculo 
de consumo. La cultura de la violencia se 
afianza cuando los sujetos la interiorizan 
en sus conciencias. El peligro que radica 
en ello, y también el desafío que este pro-
ceso trae consigo, es que cuesta mucho 
desmontar una cultura. Cuando el sujeto 
internaliza la violencia y ésta invade su in-
terioridad, y pasa a dominar enteramen-
te su vida. Hay, de este modo, un deseo 
subjetivo de violencia, es decir, puede 
ser intensamente deseada y generar una 
fascinación mórbida, sobre todo en los 
escenarios posmodernos en los que la 
agresión se ha vuelto un espectáculo. La 
cultura de la violencia cautiva a grandes 
grupos poblacionales, que van desde los 
sectores marginales, hasta las clases altas 
y poderosas. Ya lo decía Walter Benjamin 
(1998): «la figura del “gran criminal” ha 
generado por siglos –desde los tiempos 
míticos hasta la modernidad– simpatías 
masivas» (p. 29). Así, la violencia es desea-
da por los feminicidas, los racistas, los xe-
nófobos que cometen crímenes de odio y 

los políticos y las políticas de ultraderecha 
que desprecian la cultura de los derechos 
humanos. Estas personas adoran la vio-
lencia por la violencia misma, sus actos 
se ponen al servicio de la reproducción 
de un orden social y cultural desigualita-
rio e injusto, no porque consideren que 
una fuerza unificada y monopólica traerá 
la paz y tranquilidad a las sociedades. His-
tóricamente la violencia ha sido idolatra-
da porque se la consideró el único medio 
efectivo para pacificar las sociedades, y 
esto se reflejó en el viejo lema latino Si vis 
pacem, para bellum («si quieres la paz, 
prepárate para la guerra»). Como afirma 
Girard (2005): «Los hombres [...] adoran la 
violencia en tanto que les confiere la úni-
ca paz de la que gozan jamás» (p. 269). 
Los estudios de paz contemporáneos re-
chazan esta tesis obsoleta y proponen 
que la paz es tanto un medio como un 
fin en sí misma: la violencia no es el me-
dio para obtener la paz, sino que la paz 
es simultáneamente el camino y el punto 
de llegada a la democracia, y no hay lu-
gar para la violencia en ese proceso. De la 
misma manera, la violencia no es la con-
dición de posibilidad de la paz, sino los 
derechos humanos.

Antes de profundizar en estas ideas en 
torno a la paz, necesitamos todavía pen-
sar cómo se asimila la violencia de nues-
tro tiempo y cómo hay que estudiarla 
desde un enfoque reflexivo.  
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2
La asimilación y el estudio de la violencia

contra la igualdad porque entre el agresor 
y el agredido se establece una relación 
desigual en la que el violento considera 
que la vida del violentado carece de va-
lor. Así, la decisión de emplear la violencia 
tiene relación «con el valor de la vida de 
otra persona [...] el asesinato es la imple-
mentación definitiva de la desigualdad» 
(Butler, 2020, p. 55). Si la construcción de 
la paz requiere comprender la «compleji-
dad de la especie humana, en cualquie-
ra de sus dimensiones» (Muñoz y Molina 
Rueda, 2010, p. 49), la violencia distorsiona 
y anula esa complejidad, aplasta la plura-
lidad cultural, política y social del mundo 
que compartimos. El otro es construido 
por la persona violenta como alguien infe-
rior, incapaz e indeseable; es reducido, en 
una simplificación extrema, a la nuda vida 
que puede ser asesinada impunemente. 

Los sistemas de exclusión y desigualdad 
tienen diferentes manifestaciones en el 
mundo de hoy. Existe la dominación del 
capital que se basa en la concentración 
de la riqueza, la inequidad y los privile-
gios sociales; la dominación machista que 
somete a las mujeres a la violencia familiar 
y al acoso laboral (Moraña, 2018); y las «in-
justicias, tendencias oligárquicas e intere-

La necesidad de un enfoque 
reflexivo

La construcción de la paz requiere, 
como condición ineludible, enten-
der la violencia en sus distintas di-

mensiones: su tipología básica, la manera 
en que funciona y los efectos que genera 
en las relaciones sociales.

Comencemos distinguiendo tres clases 
fundamentales de violencia: la violencia 
directa, la violencia estructural y la violen-
cia cultural, que integran el célebre «trián-
gulo de la violencia» de Johan Galtung 
(1998, p. 15 y ss.). Como su nombre lo indi-
ca, la violencia directa es aquella que un 
cuerpo ejerce sobre otro cuerpo a través 
de golpes para someterlo; el asesinato es 
su expresión extrema. También se puede 
actuar sobre cosas para destruirlas. «Una 
relación de violencia actúa sobre un cuer-
po o sobre cosas: fuerza, somete, quiebra, 
destruye: cierra la puerta a toda posibili-
dad» (Foucault, 1988, p. 14). En la violenta 
directa el otro no es reconocido como un 
sujeto de acción y no tiene posibilidad de 
ofrecer «respuestas, reacciones, efectos y 
posibles invenciones» (Foucault, 1988, p. 
14). Los sujetos violentos disponen a vo-
luntad de las personas violentadas como 
si fuesen objetos, aplastando su libertad 
personal. La violencia también atenta 
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ses monopolísticos» que conviven con 
las «democracias reales» (Rawls, 2001, p. 
61). La relación racista entre dos personas 
(violencia directa) suele tener como tras-
fondo un racismo institucional y sistemá-
tico que actúa al servicio de las estrategias 
de normalización propias «de los conser-
vadurismos sociales» (Foucault, 2006, p. 
66). Se trata de la violencia estructural, 
que no es visible como lo es la violencia 
directa del golpe. Recibe esta denomina-
ción porque se halla en la infraestructura 
de las sociedades y se manifiesta a través 
de hechos sociales sistemáticos como la 
pobreza, la desigualdad social, la explota-
ción económica, la depredación del me-
dio ambiente, la homofobia, la xenofobia, 
el racismo y el clasismo. Esta clase de 
violencia, al igual que la violencia directa, 
limita la libertad de las personas y vulne-
ra la igualdad, pero de una manera más 
sutil. La injusta distribución de la riqueza, 
la pobreza, los privilegios asociados a la 
raza, el género y la clase social, entre otras 
cuestiones, restringen la libertad, revelan 
que hay vidas que valen más que otras y, 
finalmente, atentan contra la paz porque 
generan discordias, polarización social, 
odio y resentimiento. 

Por último, la violencia cultural es el fon-
do de creencias compartidas que legiti-
man el abuso de poder, «es la suma total 
de todos los mitos, de gloria y trauma y 
demás, que sirven para justificar la vio-
lencia directa» (Galtung, 1998, p. 16). Por 
ejemplo, la creencia de que la mujer es 
una propiedad exclusiva del hombre jus-
tifica –desde luego ilegítimamente– la 
violencia doméstica y el machismo (El 
Colegio de Guanajuato para el Desarrollo, 
s/f, p. 18). 

La tipología de la violencia de Galtung 
nos permite conocer sus principales ex-
presiones. Pero no son las únicas; con-

sideremos algunas más para ampliar el 
panorama. Judith Butler (2020) añade a la 
violencia directa (el «acto» violento) y a la 
violencia estructural (la «reproducción es-
tructural y social de la violencia») otra va-
riante: la «atmósfera tóxica de terror» (49), 
que es la suma de factores que crea un 
ambiente en el que ciertos grupos pue-
den ser asesinados. La pensadora nortea-
mericana (2020) agrega que cada una de 
las violencias «le sirve de sostén a la otra, 
están de hecho encadenadas, conecta-
das una a otra en una dialéctica potencia-
dora del terror» (p. 49). Por ejemplo, en los 
hogares en los que hay violencia familiar 
se multiplican las posibilidades de que se 
cometan en ellos feminicidios; «a violen-
cia familiar se caracteriza por ser cíclica y 
por escalar hacia conductas cada vez más 
graves, que en algunos casos puede con-
cebirse como violencia feminicida» (Canal 
UNAM Global TV, 2021, 0m0s-14s).

También se puede citar el esquema tri-
partito de Slavoj Žižek (2009) de violencia 
subjetiva, violencia sistémica y violencia 
simbólica. La primera se parece a la vio-
lencia directa de Galtung y al acto violen-
to de Butler; la segunda se corresponde 
con la violencia estructural que emana de 
los sistemas políticos y económicos ex-
cluyentes e injustos; y la tercera instaura 
a través del lenguaje los marcos de senti-
do dominantes y se parece a la violencia 
cultural que se propaga en entornos de 
creencias y costumbres. A estas catego-
rías el pensador esloveno suma una cuar-
ta variante: la violencia divina o violencia 
revolucionaria, de Walter Benjamin (1998), 
entendida como un medio justo que los 
colectivos revolucionarios emplean para 
producir cambios políticos que mejo-
ran las condiciones de vida de la gente. 
Es lo que Mabel Moraña (2018) denomi-
na, siguiendo a Bolívar Echeverría, «vio-
lencia creadora», que se diferencia de las 
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violencias «vinculadas a los sentimientos 
de odio y resentimiento social o la vora-
cidad del capital» porque «está alentada 
por una energía constructiva» que articu-
la visiones contrarias a los intereses de la 
clase dominante, «y que debe luchar por 
ganar la batalla» (pp. 158-159). Es lo que 
comúnmente se denomina «batalla cul-
tural», que no se gana por medio de las 
armas sino a través de la persuasión, el 
entusiasmo popular y el deseo colectivo 
de transformar la sociedad mejorando la 
situación de la libertad, la igualdad y la 
justicia. 

Para frenar las violencias, disminuirlas o 
erradicarlas, un primer paso fundamental 
es comprender y discutir en la esfera pú-
blica cómo éstas se han construido his-
tóricamente. Necesitamos preguntarnos 
cómo se han afianzado en la sociedad y 
en la mente de las personas las conductas 
machistas, las estructuras que perpetúan 
la desigualdad y la injusticia, el racismo, la 
competitividad feroz en diversos ámbitos 
de la vida, el odio hacia otras personas y el 
uso de la fuerza física del Estado como el 
único medio de solución de los conflictos. 
Este proceso de comprensión colectiva 
de la violencia no es fácil de impulsar, ni 
mucho menos de mantener. Esto se debe 
a que la mayoría de las veces las personas 
no son autoconscientes del proceso vio-
lento en el que están inmersas; por ello 
se requiere que la comprensión de la vio-
lencia sea una causa pública y colectiva, 
en la que intervengan distintos actores 
para que, entre todas y todos, visibilicen 
los puntos ciegos de nuestras conductas. 
Cuando amplios sectores de la sociedad 
convergen para tal fin –periodistas, inte-
lectuales y profesores, estudiantes, líde-
res sociales y religiosos, madres y padres, 
políticos y actores clave de los gobier-
nos– se activa la reflexión y la discusión 
acerca de la manera en que actuamos 

con los demás, cómo convivimos con la 
violencia –ya sea que nos afecte directa 
o indirectamente– y qué razones o cau-
sas le atribuimos. Podemos reaccionar 
con indiferencia o con indignación ante la 
violencia. También con un miedo parali-
zante. Nos enfurecemos cuando consta-
tamos que nadie fue capaz de frenarla o 
de prevenir sus escaladas. Sentir dolor y 
rabia por los feminicidios, el trato inhospi-
talario hacia las personas migrantes y los 
asesinatos de periodistas y de defensores 
de derechos humanos, es un indicio de 
que no aceptamos «la violencia cotidiana 
como algo natural» (Butler, 2020, p. 53). 

Hay que subrayar que las mismas perso-
nas que se identifican moralmente con 
las víctimas y condenan la violencia pue-
den luego apoyar políticas económicas 
excluyentes y sistemas políticos autoritarios 
o formalmente democráticos que reprodu-
cen la violencia sistémica (Alemán, 2022, 
párr. 5). Para evitar ello, la identificación con 
las víctimas y los actos de indignación fren-
te a las injusticias tienen que estar respal-
dados por reflexiones que cuestionen las 
formas de desigualdad socialmente legiti-
madas, los marcos de inteligibilidad que 
le otorgan un valor a ciertas vidas en de-
trimento de otras, y las razones que justi-
fican que determinadas poblaciones sean 
protegidas por el Estado y que otras es-
tén abandonadas. Dicho de otra manera, 
la ética no puede prescindir de un enfo-
que crítico-social: la identificación con el 
dolor de la víctima es pura retórica vacía 
si no está soportada por un análisis crí-
tico de las formas institucionalizadas de 
desigualdad, exclusión y violencia. A las 
defensoras y los defensores de derechos 
humanos les importan las historias indi-
viduales del dolor y los testimonios de las 
víctimas, porque las personas están en el 
centro de una cultura de paz y de derechos 
humanos. Pero también se necesita un en-
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foque crítico-social que visibilice que las 
violencias que padecen las víctimas se 
enmarcan en una estructura de poder, de lo 
contrario será imposible construir una so-
ciedad alternativa basada en la paz y el 
respeto a los derechos humanos.
 
Desde hace ya varios años el Estado mexi-
cano ha establecido con las personas en 
movilidad un vínculo normativo protec-
tor: la Ley de Migración publicada en 2011 
garantiza a las personas migrantes los 
derechos a la educación, al empleo y a la 
atención médica. Sin embargo, el vínculo 
institucional que algunas fracciones del 
Estado han forjado con esta población es 
violento. Como lo ha documentado la Co-
misión Nacional de los Derechos Huma-
nos (2019a; 2021b), un gran número de las 
personas detenidas en las estaciones mi-
gratorias no gozan de los derechos con-
templados en la ley; en muchas de ellas, 
sin olvidar los campamentos que se mon-
tan para albergar a los migrantes, hay ha-
cimiento y carencia de agua, sanitarios y 
atención médica. Un caso emblemático 
es el Campamento de Matamoros que se 
instaló en 2019 gracias a las gestiones que 
realizaron organizaciones de la sociedad 
civil para albergar a personas solicitantes 
de asilo que estaban sujetas al programa 
de Protocolos de Protección a Migrantes 
(MPP por sus siglas en inglés). Este cam-
pamento «no contaba con agua, baños 
e instalaciones para cocinar, lo que origi-
nó problemas de salud e higiene» (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 
2021b, p. 79). La falta de atención médica 
ha hecho que algunos migrantes mue-
ran en estancias provisionales del Ins-
tituto Nacional de Migración, un hecho 
que se agravó en el contexto de la pan-
demia de Covid-19 (Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, 2020d; 2020e). 
Las estaciones migratorias y las estan-
cias provisionales pueden ser literalmen-

te un infierno no sólo por las condiciones 
insalubres y la falta de servicios básicos, 
sino porque en algunas de ellas el calor 
es insoportable,5 o bien porque el fuego 
puede acabar con la vida de 39 personas 
alojadas en la estación migratoria de Ciu-
dad Juárez. El 31 de marzo de 2020, otra 
persona migrante murió en un incendio 
que se produjo en la estación migratoria 
de Tenosique, Tabasco (Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, 2020f). Es 
una macabra realización de la sentencia 
«el infierno no es nada que nos aceche 
aún, sino que es esta vida aquí» del escri-
tor sueco August Strindberg, que Walter 
Benjamin (2008a, p. 292) utilizó para refe-
rirse a la presencia de la catástrofe en los 
engranajes burocráticos deshumanizan-
tes de la modernidad. 

En suma, en México se asume en el pla-
no normativo una visión protectora de 
los derechos humanos de las personas 
migrantes, pero ese sujeto normativo 
abstracto se desmorona en la realidad 
concreta debido a los vínculos institucio-
nales violentos que las servidoras y los 
servidores públicos de varias estaciones 
migratorias establecen con los migrantes 
irregulares. Estas contradicciones son las 
que tienen que hacer públicas las discu-
siones colectivas de la violencia. 

Las discusiones públicas sobre la violen-
cia sumadas a los compromisos éticos 
con la igualdad y la justicia que asumen 
diferentes sectores sociales (públicos y 

5	 Una víctima quejosa declaró lo siguiente tras ser 
alojada en una de las estancias provisionales que 
instaló el Instituto Nacional de Migración en Nuevo 
León: «Vengo con mi hija V9 [víctima número 9] de 5 
meses de edad (…) aquí se siente demasiado calor, 
toda la gente se quiere acostar enfrente de los venti-
ladores, pero no todos alcanzan, si te acuestas lejos de 
los ventiladores se siente un calor insoportable» (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 2020e, p. 58. ).
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privados, nacionales e internacionales, 
estatales y de la sociedad civil) son dos 
componentes fundamentales de la cul-
tura política de paz y derechos humanos. 
La identificación con las víctimas no tie-
ne que derivarse de un mandato moral 
impuesto externamente, como si fuera 
una obligación personal, sino que tiene 
que emerger de una atmósfera de críti-
ca social que estimula la discusión de las 
formas de la violencia que afectan a las 
víctimas, su historia y devenir en la ac-
tualidad. Un contexto social que acoge la 
crítica, la discusión pública y las deman-
das sociales de respeto a los derechos 
humanos permite profesar activamente 
los principios y valores de una cultura de 
paz y derechos humanos. Esta cultura se 
nutre de las alianzas públicamente teji-
das entre actores del Estado y de la so-
ciedad civil para darles centralidad a las 
víctimas y visibilizar las violencias que pa-
decen. Que estas alianzas se produzcan 
y se expresen en la esfera pública no es 
cosa menor: muestran que otra realidad, 
distinta a la realidad de la violencia, es po-
sible y deseable. «Las alianzas no violen-
tas reivindican enfática y enérgicamente 
su existencia en la vida pública» (Butler, 
2020, pp. 57-58).
 
Las servidoras y los servidores públicos que 
defienden y promueven los derechos hu-
manos no sólo tienen que conocer las nor-
mas de derechos humanos y capacitarse 
técnicamente en conocimientos jurídicos; 
también es fundamental que cultiven 
lo que Jürgen Habermas (2003) llama el 
«patriotismo constitucional», que consiste 
en desarrollar una lealtad patriótica pro-
gresista hacia las normas constituciona-
les de derechos humanos. Esto implica 
no sólo cumplir con la ley sino, además, 
sentirse orgullosos y orgullosas (patrióti-
camente hablando) de respetar los dere-
chos humanos. La cultura política de paz 

se nutre del afecto progresista hacia las 
normas de derechos humanos porque sin 
afecto, no es posible ninguna política, in-
cluida, claro está, la política de derechos 
humanos. La lealtad patriótica constitu-
cional no es un sentimentalismo irreflexi-
vo de derechas, sino que es parte de un 
proceso de autocomprensión ciudadana 
de malas prácticas y de una política pro-
gresista de derechos humanos. No es un 
patriotismo chauvinista sino un «patrio-
tismo moderado», que es el que desarro-
llan los pueblos democráticos que están 
«orgullosos de su historia y de sus logros» 
(Rawls, 2001, p. 58). No es una defensa 
de los formalismos constitucionales. El 
patriotismo constitucional orienta la re-
flexión sobre la brecha que separa lo nor-
mativo de las prácticas concretas, lo ideal 
de lo real –como la grieta que existe en-
tre las normas que protegen los derechos 
humanos de las personas migrantes y las 
medidas institucionales que se toman 
en algunas estaciones migratorias y rete-
nes de control policial y militar para violar 
los derechos de estas personas–, y a partir 
de allí los políticos que están patriótica-
mente identificados con la constitución 
buscarán que las políticas públicas igua-
litaristas y de justicia social cierren cada 
vez más esa brecha.
 
La discusión colectiva ayuda no sólo a 
visibilizar las prácticas violentas, sino 
también a problematizarlas. Toda proble-
matización comienza con una pregun-
ta incisiva. En efecto: si eres un defensor o 
una defensora de la paz y los derechos hu-
manos, ¿por qué tratas a las víctimas con 
distancia burocrática?; ¿por qué eres inca-
paz de resolver pacíficamente los conflictos 
en tu lugar de trabajo? Si soy un promo-
tor o una promotora de los derechos hu-
manos, ¿hago el esfuerzo intelectual por 
comprender las formas de la violencia con-
temporánea que rodean a la violación de 
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los derechos humanos? Más allá del aná-
lisis jurídico que me permite identificar 
qué derechos han sido violados en un de-
terminado caso, ¿puedo utilizar también 
los tratados internacionales, las leyes de 
derechos humanos y las recomendacio-
nes que emiten las instituciones no juris-
diccionales de derechos humanos como 
herramientas de culturización de la so-
ciedad, como armas no violentas de una 
batalla cultural en contra de las violen-
cias directas, estructurales y simbólicas? 
Las leyes de derechos humanos son ins-
tituciones sociales que no tienen que ser 
abordadas sólo desde el flanco normati-
vo: tienen que ser políticamente promo-
vidas, apropiadas, militadas y agenciadas 
por los actores de las instituciones estata-
les y de la sociedad civil. Las escuelas son 
un lugar privilegiado para conocer y mili-
tar las normativas de derechos humanos. 
Los sujetos colectivos tienen que sentirse 
interpelados ética y políticamente por las 
leyes de derechos humanos. Como lo ha 
señalado Rita Segato (2016), la ley no sólo 
regula la vida social estableciendo el lími-
te entre lo permitido y lo prohibido; tam-
bién puede modelar las sensibilidades 
éticas de los pueblos (p. 128). Una cultura 
de paz y derechos humanos es aquella en 
la que lo normativo no es letra muerta ni 
propiedad exclusiva de los abogados, los 
juristas y los jueces, sino que cumple la 
función de sensibilizarnos con la igualdad 
y la justicia. Esto puede hacerlo óptima-
mente un sujeto que expresa una lealtad 
patriótica a las reformas constitucionales 
en materia de derechos humanos.

El supuesto de este trabajo es que, para 
construir una cultura de paz y de de-
rechos humanos que sea acorde a los 
tiempos violentos actuales, hay que com-
prender y discutir públicamente cómo 
operan las violencias. Como ya vimos en 
el capítulo anterior, la violencia contem-

poránea tiene una lógica social de fun-
cionamiento que responde al declive de 
las estructuras e instituciones de la Gue-
rra Fría. Por razones de comprensión his-
tórica se pueden distinguir las violencias 
del pasado y las violencias del presente, 
pero lo cierto es que las violencias histó-
ricas que generaron graves violaciones a 
los derechos humanos continúan activas 
en la actualidad si no se tramitan a través 
de la discusión pública –la palabra puede 
ayudar a subsanar heridas sociales pro-
fundas– ni se reparan por medio de actos 
de justicia. Las violencias del pasado son 
también violencias contemporáneas; no 
son «cosas del pasado» mientras se ma-
nifiesten en el presente por medio del si-
lencio cómplice, el olvido deliberado y la 
impunidad de los poderosos; son violen-
cias de otros tiempos que siguen estando 
vigentes porque, al permanecer irresuel-
tas, continúan aún hoy repitiéndose.6

6	 Agamben (2000) afirma que: «Auschwitz [...] nunca ha 
dejado de suceder, se está repitiendo siempre» (p. 
105). Las víctimas de la violencia de Estado y de las 
violaciones graves a los derechos humanos se niegan 
a aceptar que la catástrofe que sucedió era inevitable, 
no quieren aceptar que la memoria no puede hacer 
nada para reparar las heridas del pasado, tal como 
sostienen las posturas anti-derechos. Ciertamente la 
ética no puede fundarse en el resentimiento y el odio: 
las víctimas que asumen una postura ética compro-
metida con la lucha por los derechos humanos no 
tienen que quedar presas del resentimiento. Hemos 
escuchado tantas veces de la propia boca de las 
madres de desaparecidos y desaparecidas de América 
Latina que lo que motiva su lucha no es el odio y la 
venganza, sino el deseo de justicia que puede recom-
poner un cuerpo cívico fracturado. Agamben plantea 
que las víctimas tampoco tienen que vencer el espíri-
tu de venganza para aceptar o asumir –en un gesto 
nietzscheano afirmativo– el pasado violento tal como 
fue, ni están obligadas a perdonar a los verdugos. En 
general, cualquier política de exterminio en masa eje-
cutada por el Estado define una «condición que está 
más allá de la aceptación y del rechazo, del eterno 
pasado y del eterno presente; un acontecimiento que 
retorna eternamente pero que, precisamente por eso, 
es absoluta, eternamente inasumible» (Agamben, 
2000, p. 107). 
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En consecuencia, además de armarse 
con categorías del pensamiento crítico, 
como las que cité en el capítulo primero 
(ecocidio, feminicidio, etcétera), acordes a 
la realidad contemporánea de la violencia 
que permitan enriquecer los análisis y las 
intervenciones públicas, las defensoras y 
los defensores de derechos humanos que 
tienen un compromiso con la paz y la jus-
ticia, tienen que preguntarse qué tipo de 
sociedad «somos» poniendo el foco en las 
violencias históricas que aún no han sido 
socialmente clarificadas y resueltas por 
la justicia. El presente depende de cómo 
nos relacionados con el pasado; hay que 
preguntarse qué nos espera en el futuro 
si no saldamos las cuentas con las vícti-
mas que sufrieron la violencia de Esta-
do. Los derechos humanos dejan de ser 
vistos como entidades normativas abs-
tractas ajenas a la vida social y pasan a 
ser instituciones de la solidaridad social 
cuando se constata que, si las víctimas de 
los delitos de lesa humanidad no tienen 
paz, la sociedad tampoco la tendrá. Cuan-
do estos problemas no se resuelven la 
mayoría de las personas podrá vivir «tran-
quila», pero lo hará bajo el techo de lo 
que Michel Foucault (2006) llamaba una 
«pseudopaz» socavada por «una relación 
de fuerza perpetua» (p. 30), una falsa paz 
social que no hace nada con los asesinos 
quienes, como decía Benjamin (2008b), 
no han dejado de vencer porque no han 
rendido sus cuentas con la justicia.
 
La violencia del pasado sigue estando 
presente, por ello, a partir de una mirada 
actualizada, es preciso desentrañar su for-
mación histórico-social para que la socie-
dad se comprenda a sí misma. Esta idea 
nos lleva a analizar la Recomendación No. 
98VG/2023 que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (2023a) emitió el 
18 de abril de 2023 a distintas autoridades 
del país. El documento investiga las vio-

laciones graves a los derechos humanos 
que se cometieron contra 814 víctimas de 
la violencia política de Estado en México, 
en el periodo de 1965 a 1990, en su mayo-
ría personas y grupos disidentes que ex-
presaban una ideología de izquierda, pero 
también niños, niñas y adolescentes. La 
Recomendación combina saberes histó-
ricos, sociales y jurídicos con las memo-
rias singulares de las víctimas. Se traza un 
marco teórico-histórico que propone para 
el caso mexicano el concepto de violen-
cia política de Estado, distanciándose de 
dos categorías: terrorismo de Estado que 
es más apropiada para explicar contextos 
dictatoriales, y guerra sucia para evitar la 
criminalización de los luchadores sociales 
y no restringir la práctica de la represión 
sólo a los grupos guerrilleros irregulares, 
pues también fueron reprimidos, desapa-
recidos y asesinados niños, estudiantes y 
líderes sociales. Como se explica en otro 
documento elaborado por este organis-
mo autónomo (2022a), «el caso de Méxi-
co es difícil de incorporar a la lógica de la 
represión del conjunto latinoamericano», 
y ello se debe a que «la persecución de 
disidentes políticos sucedió bajo un régi-
men de partido hegemónico» (p. 10). 

El concepto de violencia política de Esta-
do expresa la especificidad de la historia 
de la violencia de Estado en México en el 
periodo antes señalado; una violencia re-
presiva de larga duración practicada junto 
con la cooptación política de la disidencia 
y la vigilancia sistemática de la población. 
La Recomendación No. 98VG/2023 visibi-
liza que entre los años sesenta y setenta 
los procesos políticos (régimen de parti-
do hegemónico) y económicos («desarro-
llo estabilizador») se mantuvieron gracias 
a que la violencia política contra los disi-
dentes del régimen se perfeccionó y se 
volvió cada vez más tentacular. Así, por 
décadas en México la violencia política de 
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Estado fue una violencia contra la política 
en cuanto tal, es decir, la política entendi-
da como «la contienda democrática libre 
y la lucha de las ideas en el país» (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 
2022a, p. 14). Un dispositivo encaminado 
a reprimir, desaparecer y eliminar perso-
nas, y con ellas a neutralizar el debate, la 
protesta social y las manifestaciones de 
rebeldía.

La violencia no está ahí sólo para des-
truir los lazos sociales y cívicos, también 
debemos «hacer algo» con ella, y lo más 
urgente y necesario es problematizarla. 
El primer paso, de los varios que expon-
dremos en este trabajo, para construir 
una cultura de paz y derechos humanos, 
es no negar la violencia ni minimizarla ca-
racterizándola como un acto aislado, por-
que la violencia es un hecho social que 
tiene estructuras subyacentes. Así, por 
ejemplo, los feminicidios son asesinatos 
masivos que responden a una estructura 
social específica, a saber: la desigualdad 
entre los géneros y la fantasía social de 
la masculinidad omnipotente. Solemos 
negar la violencia como problema social 
mayúsculo, un problema que requiere 
ser abordado y solucionado desde múl-
tiples frentes, no sólo desde el uso de la 
fuerza legítima del Estado. O bien no la 
percibimos: tanta violencia observamos 
todos los días en las noticias que dismi-
nuye la capacidad de sensibilizarnos ante 
ella. Cuando lo anormal se hace normal, 
no lo vemos a pesar de ser obvio. Es aquí 
donde la negación de la violencia se vuel-
ve posible, pues: «siempre porfiamos en 
no querer ver la catástrofe» (Girard, 2010, 
p. 301). A la negación de la violencia como 
hecho social se le suma la negación que 
hacemos de ella internamente: podemos 
constatar que personas manifiestamente 
violentas señalan que la violencia es siem-
pre la violencia del otro, nunca de ellas. 

Tenemos que dudar de nosotros mismos 
y preguntarnos si, de manera voluntaria o 
involuntaria, estamos contribuyendo a re-
producir socialmente la misma violencia 
que impugnamos (Girard, 2006). Como 
ya lo expuse antes, la puesta en marcha 
de procesos reflexivos de discusión en los 
espacios públicos sobre las violencias per-
mite visibilizarlas, entenderlas y, eventual-
mente, frenar sus escaladas. Esto entraña 
un riesgo, pues mientras más hablemos 
de la violencia, más inseguros se sentirán 
los violentos que quieren mantener en-
cubiertas sus bajezas y podrán reaccionar 
agresivamente para acallarnos. 

¿Como nos aseguramos de que la re-
flexión colectiva sobre la violencia impul-
se transformaciones que consoliden una 
cultura de paz y derechos humanos? Sa-
bemos que esto se logrará llevando la dis-
cusión de las violencias a la esfera pública, 
formando alianzas de lucha por los dere-
chos humanos entre promotores de la 
paz estatales y no estatales, y fomentan-
do la capacitación de personas servidoras 
públicas y la formación de estudiantes en 
derechos humanos con una perspectiva 
ética, política y crítica. «La EDH [educa-
ción en derechos humanos] es un trabajo 
ético, crítico y político, situado en contex-
tos reales y concretos, y a la vez militante 
hacia la construcción de los contextos de-
seables» (Pérez Aguirre citado en Rodino, 
2012, p. 211). La reflexión sobre las violen-
cias, la circulación de información veraz 
y confiable sobre violaciones graves a los 
derechos humanos, y la formación en de-
rechos humanos van forjando en el sujeto 
capacidades crítico-políticas y promueve 
prácticas militantes pacíficas en contra 
de las violencias. Así, «los progresos de la 
educación, [...] la difusión de la informa-
ción, [...] la expansión de la idea de Dere-
chos Humanos, lejos de ser vano, puede 
generar efectos decisivos de orden políti-
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co en la dirección de la paz» (Lefort, 2007, 
p. 347). Si estamos formados «en el aná-
lisis y la evaluación de la realidad», si es-
tamos acostumbrados a ejercer el «juicio 
crítico» acerca de nosotros mismos y de 
los «contextos de acción, desde los más 
cercanos e inmediatos hasta los más dis-
tantes y mediatos», será más fácil asumir 
compromisos activos para «modificar los 
aspectos de la realidad –de orden indivi-
dual o social– que impiden la realización 
efectiva de los derechos humanos. Es de-
cir, formar para concebir los cambios ne-
cesarios y para hacerlos realidad» (Rodino, 
2006, p. 104). 

Esto implica sustituir la perspectiva juridi-
cista abstracta y apolítica de los derechos 
humanos, que se apoya en la defensa 
de libertades constitucionales formales, 
por una ética del compromiso militante 
con la paz y los derechos humanos. Er-
nesto Laclau (2004) afirma que la «ética 
del compromiso militante« no consiste 
en «una intervención puramente defen-
siva» frente a la injusticia, sino que, más 
bien, es una ética «arraigada en un dis-
curso esencialmente afirmativo [que] se 
vincula constitutivamente a la fidelidad 
a un acontecimiento siempre concreto 
y localizado» (p. 2). La ética del compro-
miso militante tiene más que ver con la 
identificación colectiva con luchas reales 
de derechos humanos –como las que lle-
vó a cabo, por ejemplo, el Comité ¡Eureka! 
en México– que con las normas abstrac-
tas de derechos humanos. O bien, más 
que identificarse con las normas abstrac-
tas, los militantes de derechos humanos 
pueden encontrar socialmente más útil 
identificarse con los actos concretos de li-
tigio estratégico que supieron aprovechar 
el entramado normativo internacional y 
nacional para ganar juicios de derechos 
humanos que reparan a las víctimas. En 
cualquier caso, la identificación con las 

normas de derechos humanos tiene que 
concretizarse en prácticas ético-políticas, 
como por ejemplo la lealtad patriótica a 
la constitución a la que me referí antes. 
Una ética militante y afirmativa de la paz 
no sería aquella que sólo reacciona ante 
la violación de los derechos humanos, 
es decir, no se trataría sólo de actuar de-
fensivamente ante este fenómeno una 
vez que ha ocurrido, sino de asumir un 
compromiso militante con los derechos 
humanos para prevenir que se violen y 
promoverlos activamente en las escuelas 
y las universidades. 

Pensemos en lo siguiente: ¿por qué si-
gue siendo tan difícil transformar los 
comportamientos machistas cuando co-
nocemos de sobra los efectos perversos 
del patriarcado? La respuesta que ofrece 
Vicenç Fisas (1998) es que «el comporta-
miento masculino sigue siendo la norma, 
y como tal no se cuestiona» (p. 7). La na-
turalización de la violencia machista impi-
de que no haya cambios profundos en las 
relaciones entre los géneros, a pesar de 
que sus efectos sociales sean visiblemen-
te destructivos. La explicación, por con-
siguiente, es cultural, no (sólo) cognitiva: 
conocer las consecuencias destructivas 
de la violencia masculina no lleva nece-
sariamente a disminuirlas o erradicarlas. 
Hace falta acompañar el conocimiento 
con una transformación cultural; en ese 
momento el conocimiento se vuelve re-
flexivo y pasa a formar parte de un pro-
ceso intelectual, cultural y colectivo. Es el 
momento en que el conocimiento sobre la 
violencia y los derechos humanos deja de 
ser un stock fijo acumulado en nuestra 
mente y se convierte en un insumo para 
problematizar políticamente la realidad 
y transformarla. De letra muerta devie-
ne en forma de vida político-cultural. Los 
cambios culturales son lentos, más aún 
si constatamos que la normalización de 



comisión nacional de los derechos humanos	 36

la violencia masculina ha estado vigente 
durante siglos. La cultura puede ser un 
factor de naturalización de las violencias 
(la llamada «cultura de la violencia») o, por 
el contrario, puede ser un proceso social 
reflexivo de develamiento de las violen-
cias, de lucha contra ellas y de deslegiti-
mación de sus mecanismos. «El empeño 
en construir una cultura de paz pasa [...] 
por desacreditar todas aquellas conduc-
tas sociales que glorifican, idealizan o 
naturalizan el uso de la fuerza [...], o que 
ensalzan el desprecio y el desinterés por 
los demás» (Fisas, 1998, p. 7). Gerardo Pé-
rez Viramontes (1998) plantea algo simi-
lar cuando afirma que la cultura de paz 
«demanda deslegitimar todas las formas 
como se glorifican, idealizan o naturalizan 
la violencia o la guerra» (p. 30).

La deslegitimación de las violencias de 
nuestro tiempo es una cruzada intelec-
tual, política y cultural que exige pensarlas 
como parte de una catástrofe continua-
da. En esta etapa violenta de la historia 
de la humanidad es necesario identificar 
cómo interiorizamos y naturalizamos la 
violencia, qué destrucciones produce en 
el cuerpo social y qué nuevos órdenes so-
ciales genera, y cuáles son sus continui-
dades y sus cambios a lo largo del tiempo. 
Las soluciones técnicas a la violencia no 
resuelven nada si no se acompañan de 
actos de pensamiento. Como plantea Gi-
rard (2010): «La esperanza sólo es posible 
si nos atrevemos a pensar los riesgos del 
momento actual» (p. 14). Esta actitud re-
flexiva, lejos de ser ociosa e insignifican-
te, nos permite palpar verdaderamente la 
realidad de la violencia, verla directamen-
te y nombrarla sin eufemismos. Sólo así 
se podrán vencer tanto las posturas re-
signadas que consideran que la violencia 
ha llegado para quedarse, como las solu-
ciones securitistas o belicistas que, lejos 
de erradicarla, la continúan perpetuando. 

Dora Elvira García González (2014) plan-
tea la necesidad de «impulsar una nueva 
forma de enfrentar la realidad, sin los pre-
juicios arraigados que cancelan las posibi-
lidades en torno a la paz» (p. 111). ¿Cómo se 
enfrenta la realidad poniendo entre parén-
tesis los prejuicios violentos? La respuesta 
de García González es que tenemos que 
resolver los conflictos con creatividad e 
«imaginación ética»; se requiere pensar y 
actuar ingeniosamente, porque la cultura 
de la violencia está fuertemente arraiga-
da en nuestras sociedades. La creatividad 
es un recurso de los sujetos militantes de 
derechos humanos. Por ejemplo, cuando 
en Argentina la sanción de las leyes de 
Obediencia Debida y Punto Final y los in-
dultos a los integrantes de las Juntas Mi-
litares suspendieron los juicios civiles en 
contra de los genocidas, las Madres de 
Plaza de Mayo y otros organismos de de-
rechos humanos no se quedaron de bra-
zos cruzados y buscaron alternativas para 
hacer frente a la impunidad. A fines de los 
años noventa impulsaron los «Juicios por 
la Verdad», que fueron procedimientos ju-
diciales sin efectos penales que permitie-
ron conocer la verdad en algunos casos 
importantes de delitos de lesa humani-
dad. Si no hay justicia, por lo menos que 
haya memoria y verdad. Esto no significa 
conformarse con menos, sino todo lo con-
trario: quiere decir que los sujetos militantes 
de derechos humanos encuentran alterna-
tivas creativas cuando impera la impunidad. 

Mabel Moraña (2018) señala que: «en un 
sentido oblicuo y sin dudas condena-
ble, [la violencia] nos interpela como su-
jetos» (p. 159). La violencia nos interpela 
porque dice algo de nuestro ser social, 
de la manera en que nos relacionamos 
con los otros, del modo en que reprodu-
cimos –consciente o inconscientemente– 
prácticas autoritarias, racistas, sexistas y 
clasistas. Si la cultura de la violencia ex-
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presa un ser social, la cultura de paz y de-
rechos humanos tiene que expresar un 
ser social distinto: si el ser social violen-
to destruye los lazos cívicos, y los sujetos 
se relacionan entre sí a partir de golpes, 
humillaciones y venganzas, o bien, son 
sujetos no libres cuyos actos están seve-
ramente condicionados por las estructu-
ras sociales de desigualdad, impunidad e 
injusticia, así como por hábitos machistas, 
patriarcales y belicistas (violencia estruc-
tural y violencia cultural), el sujeto social 
pacífico, por el contrario, construye y 
mantiene lazos cívicos de interdependen-
cia, cooperación y solidaridad, lazos que 
facilitan también la comprensión social 
(¿por qué actúo violentamente?, ¿puedo 
dejar de actuar así?; ¿por qué toleramos 
la violencia?; ¿cómo es posible que siga-
mos conviviendo con la violencia?). Como 
afirma Butler (2022): 

No es simplemente que al actuar con 
violencia un individuo anule su concien-
cia o sus principios más profundos, sino 
que ciertos «lazos» necesarios para la 
vida social, es decir, la vida de un ser 
social, se ven amenazados por la vio-
lencia [...] El argumento contra la violen-
cia, [...] implica [...] una elaboración de 
esos lazos sociales o relaciones que 
requieren de la no violencia. La no 
violencia como una cuestión de moral 
individual abre paso así a una filosofía 
social de vinculos vivos y persistentes 
(pp. 22-23).

Los derechos humanos son instrumentos 
que permiten la autorrealización de las 
personas, pero lo decisivo para el progre-
so moral de una sociedad es que los de-
rechos humanos sean parte fundamental 
de una cultura política pública que esti-
mula la comprensión colectiva acerca de 
las maneras en que nos relacionamos con 
los otros. La pregunta por el estado de los 

derechos humanos en una sociedad está 
conectada con la problematización de las 
violencias históricas que ha padecido, su 
continuidad en el presente y su articula-
ción con las violencias contemporáneas. 
¿Qué pasa cuando constatamos –como 
lo ha señalado la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (2023a)– que en 
México existió una «simulación democrá-
tica» que se mantuvo por cuatro déca-
das en el periodo de la violencia política 
de Estado, es decir, entre 1951 y 1990 (pp. 
19, 22)? ¿Qué hacemos como sociedad 
con este legado? Tomando prestada una 
idea de Nicolás Casullo (2007, p. 249), es-
tas son preguntas que deben responder 
tanto los historiadores o los científicos 
sociales como la sociedad en su conjun-
to. Son problemas sociales que pueden 
abordar diferentes actores en las univer-
sidades, las escuelas, las empresas, las 
instituciones del Estado y los medios de 
comunicación. Lo que está en juego aquí 
es problematizar la historia y el presente 
en el que viven y, a partir de allí, construir 
una cultura de paz y de derechos humanos. 

Las defensoras y los defensores de dere-
chos humanos que asumen una actitud 
crítica problematizan las prácticas vio-
lentas que atentan contra los derechos 
humanos para conocer y hacer público 
la verdad de lo acontecido. Por ejemplo, 
generan informes para aclarar por qué se 
naturaliza la violencia contra las personas 
migrantes, y de qué manera se pueden 
revertir las prácticas discriminatorias y 
excluyentes contra las mujeres. Si el tra-
bajo comprometido de pensamiento y 
acción en torno a las violaciones graves 
de derechos humanos puede ilustrarse 
mediante las imágenes de la luz o el des-
tello –la verdad de lo acontecido sale a la 
luz en el espacio público en el contexto 
de la lucha por los derechos humanos, 
la imagen del pasado relampaguea en 
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el presente para mostrar las deudas pen-
dientes que tenemos con los desapareci-
dos–, la violencia, por el contrario, ocurre 
en las sombras, incluso si se manifiesta 
espectacularmente como lo hace en los 
tiempos actuales su sentido se sustrae, 
aunque no sea inaccesible. Hannah Aren-
dt (2006) estaba de acuerdo con Georges 
Sorel en que «“los problemas de la violen-
cia siguen siendo muy oscuros”» (p. 48). 
Por ello la pensadora alemana caracteri-
zó a la violencia como un acto mudo, es 
decir, una práctica que puede practicarse 
eficazmente prescindiendo de la capaci-
dad humana de dialogar en un plano de 
igualdad: «Sólo la pura violencia es muda, 
razón por la que nunca puede ser gran-
de» (Arendt, 2003, p. 40). La violencia no 
puede ser grandiosa porque no constru-
ye nada útil para la sociedad a través de 
las palabras y las acciones concertadas 
en el espacio público. Así, mientras la vio-
lencia es muda porque prescinde del in-
tercambio comunicativo para disentir o 
llegar a un consenso, la política de paz, 
por el contrario, construye solidaridades 
y refuerza el tejido social a través de ac-
ciones libres, justas e igualitarias que se 
acompañan de «grandes palabras» en el 
espacio público. Pensemos en el célebre 
discurso «Yo tengo un sueño» de Martin 
Luther King que inspiró a un montón de 
personas a defender los derechos civiles. 
O las palabras de la activista Rosario Iba-
rra de Piedra que le daban pleno sentido 
a su lucha por los derechos humanos; ella 
mostró que la violencia política de Estado 
borra las huellas de sus operaciones omi-
nosas, pero tras esa tachadura siempre 
queda un resto insuprimible. Lo que nin-
guna violencia puede aplastar para siem-
pre es la lucha transgeneracional contra 
la injusticia en favor de la igualdad y la 
justicia. Cito una parte del discurso que 
su hija Claudia Ibarra leyó cuando recibió 
en 2019 la Medalla de Honor Belisario Do-

mínguez del Senado: «Estos señores del 
poder, quisieron borrar todo rastro de su-
blevación o rebeldía, pero no pudieron. 
Siempre queda algo, siempre hay alguien 
que prosigue por la brecha para seguir 
abriendo los caminos» («El discurso ínte-
gro que envió Rosario Ibarra de Piedra», 
2019, párr. 13). También se puede citar la 
acusación que hizo el fiscal Julio César 
Strassera contra nueve integrantes de las 
Juntas Militares en el juicio que el Estado 
argentino llevó a cabo en 1985. Su alega-
to, poblado de grandes palabras, es una 
pieza histórica fundamental de la cultura 
de paz y de derechos humanos de Améri-
ca Latina. Cito uno de los fragmentos más 
conocidos: 

Los argentinos hemos tratado de 
obtener la paz fundándola en el olvido y 
fracasamos, ya hemos hablado de 
pasadas y frustradas amnistías. Hemos 
tratado de buscar la paz por vía de la 
violencia y el exterminio del adversa-
rio, y fracasamos [...] A partir de este 
juicio y de la condena que propugno, 
nos cabe la responsabilidad de fundar 
una paz basada no en el olvido sino 
en la memoria; no en la violencia sino en 
la justicia. Ésta es nuestra oportuni-
dad, y quizá sea la última. [...] Señores 
jueces, quiero renunciar expresamen-
te a toda pretensión de originalidad 
para cerrar esta requisitoria. Quiero 
utilizar una frase que no me pertene-
ce, porque pertenece ya a todo el 
pueblo argentino. Señores jueces: 
Nunca más (Canal SDHArgentina, 2018, 
5m13s-50s; 6m56s-7m14s). 

La violencia, en suma, «habla un lenguaje 
opaco [...] no busca la transparencia del in-
tercambio comunicativo ni la pedagogía 
ni el consenso» (Moraña, 2018, p. 145). Lo 
que evidencia que la violencia es críptica 
es que cuando se manifiesta nos resulta 
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«incomprensible», nos cuesta aceptarla, 
aunque también puede generar una fas-
cinación mórbida. De hecho, los medios 
de comunicación masivos «tienden a dra-
matizar y a presentar el mundo de hoy 
como una sucesión de desastres y violen-
cias imposibles de entender, y sobre los 
que nada puede hacerse» (Fisas, 1998, p. 
9). Con ello, las tecnologías concentradas 
de comunicación contribuyen a afian-
zar el desánimo generalizado y la des-
politización de la sociedad, son medios 
que minimizan o invisibilizan los esfuer-
zos colectivos encaminados a construir 
una cultura de paz y derechos humanos. 
La violencia es opaca y disuelve los lazos 
sociales que hacen posible la comunica-
ción, el debate franco y la enseñanza mu-
tua. En México, las alianzas violentas que 
hay entre los poderes legales e ilegales 
se sellan tras bambalinas, pero quedan 
al desnudo cuando se hace manifiesta la 
pérdida del Estado de derecho, sin olvidar 
que, además, los negocios que existen 
entre ambos poderes suelen ser un «se-
creto a voces». Críptica y contradictoria, la 
violencia atenta contra el sentido común 
y nos deja boquiabiertos por sus sinsen-
tidos. Es lo que se puede experimentar 
cuando leemos en la Recomendación 
General 46/2022 de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos (2022b) que al-
gunos de los torturadores de la época de 
la violencia política de Estado devinieron 
en defensores de derechos humanos en 
los años 90 (p. 103).

Es importante insistir que, a pesar de sus 
paradojas y contrasentidos, la violencia 
no es imposible de comprender, tampoco 
es una propiedad natural invariante del 
ser humano, ni un destino ineluctable que 
no pueda ser revertido por acciones socia-
les de paz. El sinsentido de que torturadores 
se conviertan en defensores de derechos 
humanos es parte de la perpetuación y 

la sofisticación de la impunidad de la vio-
lencia política de Estado. Hay que estu-
diar la violencia vinculando a los sujetos 
que la practican y la padecen con las ins-
tituciones y los contextos en que ésta se 
desarrolla. Por ello es estéril comprender 
la violencia desde la visión filosófica clási-
ca que considera «al hombre como bue-
no por naturaleza y atribuye todo aquello 
que contradice este postulado a las im-
perfecciones de la sociedad», así como 
desde la perspectiva biologicista que de-
tecta en el ser humano la existencia de 
«genes de la agresividad» (Girard, 2006, 
p. 16). Hay factores subjetivos, institucio-
nales, estructurales, históricos y cultura-
les de la desigualdad y la exclusión social 
que explican las expresiones de violencia 
en una sociedad. Es así como, por ejem-
plo, el feminicidio no tiene que ser estu-
diado en función de la conducta aislada 
de individuos patológicos, sino que debe 
ser entendido como una «forma dramá-
tica de desigualdad de relaciones entre 
lo femenino y lo masculino» (Butler, 2020, 
p. 44). El feminicidio es un hecho social, 
no un acto individual: obedece a la repro-
ducción de las estructuras masculinas de 
poder y de dominación. De la misma ma-
nera, la construcción de una cultura de 
paz depende de procesos sociales que 
promueven situaciones y experiencias en 
las que es posible –y deseable– vivir juntos.

Un ejemplo reciente puede dilucidar lo 
que estoy exponiendo sobre la necesidad 
de comprender la violencia como un he-
cho social, aunque a priori nos parezca in-
digerible e incomprensible. El 30 de mayo 
de 2023 en el municipio de Técamac, Es-
tado de México, una persona arrojó a un 
perro a una cazuela con aceite hirviendo 
y lo asesinó, después de amenazar a un 
carnicero de la colonia San Pablo Teacalco 
(Fernández, 2023). Este hecho puede ser 
considerado insignificante por su carác-
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ter local y supuestamente aislado, pues 
estamos acostumbrados a atribuirle sig-
nificancia únicamente a hechos sociales 
que tienen un carácter macroestructural. 
Tenemos que abandonar esta mirada de 
las violencias y reconocer que los actos 
microsociales también expresan el esta-
do de una sociedad y sus prácticas. Más 
aún cuando el suceso tiene una masiva 
repercusión en los noticieros y las redes 
sociales, como lo fue este caso aberrante. 
Nos parece imposible de comprenderlo: 
¿por qué ensañarse de esa manera con 
la vida de un ser vivo indefenso, con lo no 
humano que estamos obligados a cui-
dar? Superada la perplejidad inicial este 
hecho requiere ser pensado socialmen-
te: en una zona del país como el Estado 
de México donde muchísimas mujeres 
son concebidas como una propiedad de 
los hombres que se puede disponer a vo-
luntad, el asesinato de este perro visibiliza 
una extensión del poder de señorío so-
bre la vida hacia otros seres sintientes; a 
la destrucción de los cuerpos femeninos 
¿sumaremos ahora los de los animales? 
Expone la existencia de nuevas expre-
siones de la venganza, del resentimiento 
social y de la destrucción corporal en el 
contexto de la normalización de la violen-
cia y la impunidad. Utilizo expresamente 
los verbos «exponer» y «visibilizar» porque 
asimilar la violencia y reflexionar en torno 
a ella requiere renunciar a la tentación de 
sucumbir a la confusión que produce. 

Otro caso que puede citarse es el sacri-
ficio de cuatro cabras pigmeas que rea-
lizaron trabajadores del zoológico de 
Chilpancingo, Guerrero, para la cena de 
Año Nuevo de 2023. Cuatro cabras inde-
fensas, recluidas en sus celdas, fueron 
asesinadas y luego comidas en la cena 
de festejo del Año Nuevo. Lo primero que 
hay que decir es que no se trata de un 
caso aislado, pues en nuestro país existen 

redes de corrupción en las que los anima-
les son vendidos, traficados ilegalmente, 
y sacrificados para el consumo humano 
(Barragán, 2023). El señorío sobre lo vi-
viente es absoluto y es un tipo de poder 
en el que se combina lo arcaico (como si 
las cabras fueran propiedad de un señor 
feudal) con lo hipermoderno (el consu-
mismo capitalista llevado al extremo en 
un contexto de altísima impunidad y de 
nuevas expresiones de la violencia). Que 
esta forma extremadamente inhumana 
de maltrato animal se produzca en los 
espacios locales de México es motivo de 
preocupación, porque indica que se pue-
de estar imitando en los niveles más ca-
pilares de la sociedad la voracidad con la 
que las grandes empresas –legales o ilega-
les– del capitalismo extractivo arrasan con-
tra la vida de los no humanos.

La relación entre la violación de los 
derechos humanos y la violencia 
contemporánea, con un enfoque 
de centralidad de las víctimas

Las personas defensoras de los derechos 
humanos pueden combinar tres enfo-
ques para asimilar y estudiar la violencia 
contemporánea. La perspectiva reflexiva 
y multidisciplinaria que propongo puede 
ser aplicada por investigadoras e investi-
gadores de derechos humanos, personas 
defensoras de los derechos humanos, ac-
tivistas, servidoras y servidores públicos, 
etcétera. Con ello, quiero destacar que 
un estudio reflexivo y multidisciplinario 
de la violación a los derechos humanos 
y su relación con las violencias directas, 
estructurales y culturales es igualitario: 
cualquier persona puede llevarlo a cabo. 
No depende de la posesión de una capa-
cidad innata, sino que se forja y consolida 
a partir de la experiencia social y de nues-
tra común condición de sujetos políticos, 
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es decir, sujetos que son inseparables de 
los contextos sociales y que pueden pro-
blematizar una situación injusta, opresiva 
o violenta. El pensamiento y el juicio que 
pone en juego el analista de las violacio-
nes a los derechos humanos en contextos 
violentos se conjuga con la igual capaci-
dad política de visibilizar las estructuras 
de desigualdad, dominación y opresión. 

Dicho esto, los tres enfoques son los si-
guientes: 

a.	 Un análisis jurídico de los derechos 
humanos violados de las víctimas, en 
el que se señale qué normativa no ha 
sido respetada (convenciones inter-
nacionales, artículos constitucionales, 
leyes). 

b.	 Un estudio sociopolítico de las es-
tructuras violentas de desigualdad, 
exclusión y discriminación que con-
dicionan la violación de los derechos 
humanos; también un estudio de la 
misma naturaleza sobre las formas en 
que las violencias, aparentemente dis-
tintas (la legal y la criminal, por ejem-
plo), pueden mimetizarse, poniendo 
énfasis en las prácticas instituciona-
les que hacen que la violencia legal se 
vuelva indiferenciable de la violencia 
ilegal, con el peligro que ello entraña 
para la violación a los derechos humanos.

c.	 Una perspectiva de centralidad de 
las víctimas que demanda que el de-
fensor y la defensora de derechos hu-
manos no asuma «un rol burocrático 
o distante» con quienes han sufrido la 
violación de sus derechos humanos 
y, por consiguiente, procure «[e]l tra-
to correcto, la cercanía y la escucha, 
la comprensión de su experiencia y 
necesidades» (Beristain et al., 2017, p. 
129). Esto no implica darles la razón a 
las víctimas ni ponerse «de su lado», 
sino trabajar «al lado de la gente» para 

Escuchar y recabar sus testimonios reco-
nociendo sus derechos (Beristain et al., 
2017, p. 129). 

No todo acto de violencia conlleva la vio-
lación de un derecho humano; sabemos, 
por ejemplo, que la violencia criminal que 
una persona privada ejerce sobre otro in-
dividuo es un delito. Sin embargo, toda 
violación a los derechos humanos conlle-
va una violencia explícita o tácita, porque 
atentar contra la dignidad humana es vio-
lento per se. La gravedad de esa violen-
cia, medida en función de sus efectos en 
el desgarramiento del tejido social, es lo 
que puede variar. La dignidad humana es 
una institución central de la modernidad 
que las violencias directas, estructurales y 
culturales contemporáneas lesionan pro-
duciendo un sujeto precarizado. Las vio-
lencias operan vaciando «el intercambio 
humano» del «conjunto de reglas» y «va-
lores» que corresponden a una cultura de 
los derechos humanos (Dufour, 2007, p. 
221). Los valores de los derechos humanos 
tienen un peso histórico en la cultura polí-
tica de los países democráticos y no pue-
den ser tratados como mercancías; no 
tienen un valor comercial o, mejor dicho, 
no pueden ser descartados si comercial-
mente no valen nada. Cuando se lesiona 
la dignidad humana las personas quedan 
reducidas a lo que Agamben (2006) ha 
llamado nuda vida, una vida que no es 
protegida por reglas, valores y principios 
que corresponden a una cultura de paz y 
derechos humanos. 

Hay que hablar de una penetración de 
las violencias en la violación de los dere-
chos humanos, y ello se debe a que exis-
ten macroestructuras de desigualdad 
que posibilitan esta violación. También 
se forjan atmósferas de terror a nivel lo-
cal que crean un caldo de cultivo para la 
proliferación de las violencias. Por ejem-
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plo, la desigualdad entre lo femenino y lo 
masculino puede ser la causa estructural 
de prácticas discriminatorias en los ám-
bitos laborales que lesionan los derechos 
sociales de las mujeres; al mismo tiem-
po, las mujeres viven «en una atmósfera 
de daño potencial» y en «situaciones de 
terror» que las convierten en «una clase 
asesinable» (Butler, 2020, p. 48). Hay sec-
tores de la población, enormes porciones 
de ella, que viven en un contexto de vio-
lencia extrema que atenta contra el dere-
cho humano a la paz. No pensemos sólo 
en las mujeres sino también en las niñas, 
los niños y los adolescentes que son vícti-
mas de la trata de personas, sin olvidar la 
población migrante irregular que se en-
frenta cotidianamente a los peligros del 
secuestro, la extorsión y el tráfico de per-
sonas, delitos en los que participan grupos 
criminales con agentes estatales coludidos 
(Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, 2021a).

La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (2021a; 2021b) ha documenta-
do la violación de los derechos humanos 
de las personas migrantes a la vida, la li-
bertad, la legalidad, la seguridad jurídica 
y personal, la libertad de tránsito, la in-
tegridad física y emocional, así como las 
violencias criminales que padecen como 
el tráfico ilícito, la trata de personas, el se-
cuestro, la extorsión, la desaparición y el 
asesinato. Esta población es otro ejemplo 
de un grupo afectado por la combinación 
de la violación a los derechos humanos y 
las violencias que atentan contra la dig-
nidad humana. Este organismo nacional 
ha recibido múltiples quejas y ha emitido 
varias Recomendaciones por dilaciones 
en los trámites de solicitud de refugio y 
asilo en las que ha incurrido la Comisión 
Mexicana de Ayuda a Refugiados. Otros 
procesos que también se demoran inde-
finidamente son, por ejemplo, la atención 

médica en algunas estaciones migrato-
rias y las labores de investigación de gra-
ves violaciones a los derechos humanos 
cometidas contra esta población (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 
2019b; 2019c; 2020a; 2020b; 2020c; 2020e; 
2020f; 2020g; 2021c; 2021d). Se ha señala-
do que «una demora prolongada, sin jus-
tificación, puede constituir, por sí misma, 
una violación a las garantías judiciales y 
a la Constitución» (Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, 2019b, p. 52). La 
violación a las garantías de las personas 
migrantes se acompaña de una violen-
cia específica, que se caracteriza por ser 
sutil y pasiva, a diferencia de la violencia 
cruenta que los grupos criminales ejercen 
contra ellas. Se trata de la violencia buro-
crática, que consiste en «una estructura 
diseñada con el propósito de enredar a la 
víctima en un laberinto de contrarieda-
des que le hagan desistir de sus reclama-
ciones o metas» (Straehle, 2014, p. 439). 
Ciertamente, la espera indeterminada es 
una de las manifestaciones de la violen-
cia burocrática que algunas servidoras y 
servidores públicos han ejercido en per-
juicio de cientos de personas solicitantes 
de protección internacional.7 Una de las 
consecuencias de la espera burocrática 
indefinida es que las personas se cansan y 
desisten de sus trámites, pierden las ganas 
y las esperanzas, tal como puede consta-
tarse en la Recomendación No. 24/2020: 

V12 [víctima número 12] desistió de su 
solicitud de reconocimiento de la 
condición de refugiado, cuatro meses 
después de que presentó su solicitud 
«…porque ya se tardaron mucho 
tiempo para darme mi respuesta y no 
me dieron garantía de mi refugio»[...], 
por lo anterior la COMAR [Comisión 

7	  He analizado este fenómeno en Pereyra (2023). 
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Mexicana de Ayuda a Refugiados] 
con las omisiones descritas, transgre-
dió sus garantías a un debido proceso 
(Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, 2020c, p. 61). 

Los migrantes irregulares son víctimas 
de múltiples violencias: directas (mal-
trato, desprecio, discriminación, golpes); 
estructurales (pobreza, exclusión social 
y marginación); institucionales (estacio-
nes migratorias y estancias provisionales 
que no cuentan con las condiciones mí-
nimas de salud, higiene y estancia digna); 
y «atmosféricas» (entornos burocráticos 
tóxicos que hacen que servidoras y ser-
vidores públicos los traten inhumana-
mente, o bien que simulen que los están 
atendiendo cuando, en realidad, sus trá-
mites se demoran sin que haya un plazo 
determinado). Las personas en movilidad 
en México padecen un anudamiento de 
violencias físicas e institucionales, estata-
les y privadas, legales e ilegales, visibles y 
secretas, cruentas y sutiles, activas y pa-
sivas. Los tratados internacionales sus-
critos por el Estado mexicano y la Ley de 
Migración protegen los derechos huma-
nos de las personas migrantes, es decir, 
están formalmente incluidos en el dere-
cho, pero una gran cantidad de ellos con-
tinúan siendo excluidos por las múltiples 
violencias que padecen; las normas los pro-
tegen, pero no se aplican sobre sus vidas. 

En suma, la violencia irrumpe cuando se 
consolidan instituciones y estructuras de la 
desigualdad social que imponen la idea se-
gún la cual hay vidas más valiosas que otras, 
favoreciendo prácticas como el racismo, la 
discriminación, el clasismo, la xenofobia, la 
misoginia y la homofobia. Este escenario 
crea las condiciones para que los crimina-
les violenten a los migrantes, pero también 
para que las servidoras y los servidores pú-
blicos violen sus derechos humanos.

Es necesario advertir que la violencia pue-
de ser el resultado de una «igualación» 
en las conductas de los actores violen-
tos. Es decir, la violencia no sólo cunde en 
contextos en que se da una relación de 
subordinación o desigualdad entre dos 
o más personas. Esta situación en la que 
las partes se igualan, se da cuando dos o 
más individuos o grupos sociales ejercen 
una violencia mutua; no es el caso de la 
violencia unilateral que el verdugo practica 
contra la víctima. Se trata de un proceso en 
el que uno o más agentes desean y se dis-
putan un mismo objeto y, para conseguirlo, 
actúan imitándose. De tal manera que 
A desea el objeto X porque B también lo 
desea; A imita las conductas de B y am-
bos actúan violentamente para apropiar-
se de él. Esta idea es la base de la teoría 
mimética de la violencia de René Girard 
(2006; 2010). Los sujetos intercambian in-
sinuaciones pérfidas, injurias, amenazas, 
venganzas, golpes o disparos de armas 
en un conflicto por la apropiación de un 
objeto de deseo (Girard, 2006, p. 25). La 
venganza es un componente central del 
proceso de igualación de los violentos: 

Los hombres están expuestos a un 
contagio violento que desemboca a 
menudo en ciclos de venganza, de 
violencias en cadena que son todas 
semejantes, de manera evidente, 
porque se imitan unas a otras. Es por 
esto por lo que digo: el verdadero 
secreto del conflicto y de la violencia 
es la imitación deseante, el deseo mi-
mético y las rivalidades feroces que 
engendra (Girard, 2006, p. 21).

Los antagonistas miméticos tienen di-
ferencias irreconciliables, pero actúan 
uniformizándose, es decir, cada uno se 
convierte en imitador del otro que com-
bate. Por ejemplo, el Ejército y la policía 
son fuerzas regulares que se diferencian 
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de los partisanos que son combatientes 
irregulares, pero en los años sesenta Carl 
Schmitt (2013) postuló que al partisano 
se lo combate como partisano, es decir, 
si el partisano confronta irregularmente 
al Estado (no se identifica como soldado 
regular, su estrategia es la guerra de gue-
rrillas y no la guerra clásica, se «infiltra» en 
la sociedad y no actúa en un campo de 
batalla tradicional), el Ejército y la policía 
también deben actuar irregularmente 
para eliminarlo. Esta peligrosa teoría po-
lítica sirvió de justificación a masivas vio-
laciones a los derechos humanos que se 
produjeron en los años sesenta, setenta y 
ochenta en América Latina en contra de 
activistas de izquierda, estudiantes, sindi-
calistas y líderes sociales. Lo central aquí 
es que la violencia recíproca altera la rela-
ción que A mantiene con B de quien pre-
tende diferenciarse, la altera en el sentido 
de que A no sólo se convierte en lo que 
afirma no ser, sino que se apropia de las 
prácticas de B y las exacerba escalando 
a los extremos. Así, el Ejército y la policía 
se presentaban como «defensores de la 
patria», mientras que los partisanos eran 
«comunistas apátridas», según el discur-
so violento y discriminador que cundió en 
los años de la violencia política de Esta-
do de América Latina; si el partisano se-
cuestraba personas y pedía rescates, las 
fuerzas del Estado respondieron a estos 
actos secuestrando a los partisanos, pero 
en una escala mucho mayor, sin garantías 
constitucionales de ningún tipo, lo cual 
trajo consigo una sistemática violación a 
los derechos humanos. 

En México las organizaciones criminales 
enemistadas entre sí implementan estra-
tegias contenciosas parecidas –como por 
ejemplo la pelea de «plazas», los controles 
territoriales, el castigo a quienes obsta-
culizan el flujo de drogas y las amenazas 
para disciplinar a colaboradores volunta-

rios o involuntarios–, y esto hace que se 
vuelvan indiscernibles a pesar de las di-
ferencias irreconciliables que pueden 
tener. Los grupos de la delincuencia orga-
nizada se enfrentan violentamente actuan-
do miméticamente. Esto ocurre cuando 
dos o más cárteles pretenden controlar la 
misma ruta de trasiego de drogas; en tor-
no a este deseo común se desatan violen-
cias incontrolables. Los peores conflictos 
son aquellos que adquieren connota-
ciones fratricidas, en los cuales los «her-
manos», los «socios» o los «camaradas» 
se enfrentan movidos por un deseo de 
venganza que no se apacigua fácilmen-
te. Pensemos nuevamente en el caso de 
los cárteles de la droga en México: crimi-
nales que son amigos y se habían jurado 
mutua lealtad pasan rápidamente a ser 
enemigos y se enfrentan en una guerra 
punitiva indefinida.8 De la misma mane-
ra, el crimen organizado procura que las 
fuerzas del Estado imiten sus conductas 
delictivas buscando que se corrompan. 
Por eso he afirmado que la violencia no 
se asocia sólo con los factores de la des-
igualdad, sino también «con las figuras de 
la indiferenciación: los hermanos (los per-
fectamente simétricos); o los gemelos (los 
perfectamente iguales)» (Esposito, 2005, p. 
56). También ocurre que fuerzas aparente-
mente disímiles se «hermanan» para ac-
tuar criminalmente, como pasa cuando 
los actores del crimen organizado actúan 
con fuerzas de seguridad para privar de la 
libertad a las personas migrantes.9 El ne-
gocio de la violencia (secuestro, trata de 
personas, extorsión, esclavitud y prostitu-
ción) se ha perfeccionado y complejizado 
en nuestro país en contextos donde im-
pera la corrupción y la impunidad.  

8	 Expuse esta idea en Pereyra (2012).
9	 Para un ejemplo, véase Comisión Nacional de los De-

rechos Humanos (2021c). 
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En suma: la violencia del otro es un espejo 
de mi propia violencia, aun si no me re-
conozco como reproductor de ella. Ya lo 
anticipé en el apartado anterior: la violen-
cia es interpretada por los violentos como 
algo que siempre viene «de afuera» ajena 
a mí, porque mientras yo «me defiendo 
legítimamente»el otro es un violento que 
actúa sin ninguna razón. No me conside-
ro una persona violenta a pesar de haber-
la interiorizado y de ponerla en práctica. 
Construir y mantener una cultura de paz 
y derechos humanos, es una tarea muy 
compleja porque una vez que la violencia 
se convierte en una relación mutua o imi-
tativa, esta escala a los extremos y es di-
fícil frenarla o erradicarla. Máxime cuando 
el sujeto es ciego a la violencia que eje-
cuta, lo cual impide que reflexione sobre 
sus actos y reconozca que actúa agresiva-
mente. Contra esta ceguera irreflexiva te-
nemos que luchar, para militar y hacer que 
prospere una cultura de paz y derechos 
humanos. Esto caracteriza el desbalance 
constitutivo que hay entre la violencia y 
la paz: mientras la violencia es inmedia-
tamente posible y la menor negligencia 
puede hacer que escale estrepitosamen-
te destruyendo todo a su paso,10 la paz no 
es fácilmente posible y para lograrla se 
requieren múltiples acuerdos y mediacio-
nes, una construcción social abnegada y 
lenta. Parafraseando a Kant, mientras la 
maldad es «natural», la paz es «artificial».

De esta manera, la comprensión de la 
violencia no se apoya únicamente en la 
visibilización de los abusos de poder y el 
sojuzgamiento que un actor superior en 
recursos materiales y simbólicos realiza 

10	Como afirma Girard (2006): «la menor negligencia, el 
menor olvido puede perturbar de manera perdurable 
nuestras relaciones. El movimiento en sentido inverso, 
de la mala a la buena reciprocidad, exige, por el con-
trario, mucha atención y abnegación. No siempre es 
posible» (p. 24).

sobre otro sujeto inferior. La comprensión 
de la violencia se sostiene también en 
el análisis sociopolítico de las indiferen-
ciaciones entre actores en disputa, en la 
imitación violenta de sus conductas. Hay 
que mostrar que la violencia es igualita-
ria, esto es, que puede ser imitada por su-
jetos que tienen la misma capacidad de 
dañarse (Esposito, 2005, pp. 56-57). Por 
supuesto, no me refiero a una igualdad 
fundada en el respeto a los derechos hu-
manos, como la igualdad ante la ley y la 
igualdad de oportunidades. Hablo de una 
igualdad asimilable a lo que Girard (2006) 
entiende como reciprocidad mimética, 
la rivalidad «maliciosa y belicosa» mutua-
mente violenta (p. 23). Un victimario imi-
ta a otro victimario y si este proceso se 
mantiene, la violencia se expande hacia 
diversas áreas de la sociedad. Al comba-
tir la delincuencia organizada, las fuerzas 
militares o las policías pueden actuar tan 
arbitraria y cruentamente como lo hacen 
los grupos criminales.11 

La tesis del carácter igualitario de la vio-
lencia es útil para pensar la relación que 
existe entre la violación a los derechos hu-
manos y la violencia contemporánea. Los 
agentes del Estado que ponen en mar-
cha la fuerza legítima para combatir las 
amenazas al orden social pueden peligro-
samente imitar los modos de operación 
de los actores armados ilegales. Cuando 
los ejecutores de la violencia legal no res-
petan los protocolos del uso limitado de 
la fuerza, esta violencia deja de ser una 
fuerza defensiva cuyo cometido es frenar 
la violencia ilegal y se transforma en una 
violencia destructiva que colabora con la 

11	 En junio de 2023, 16 elementos del Ejército Mexicano 
fueron procesados por la justicia militar por la su-
puesta ejecución arbitraria de cinco civiles, presuntos 
integrantes del crimen organizado, un hecho que 
ocurrió en mayo del mismo año en Nuevo Laredo 
(Castillo García, 2023). 
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expansión de la inseguridad en el cuerpo 
social. En el momento en que la violen-
cia legal y la violencia ilegal se igualan, 
se abre la puerta a que se normalicen las 
violaciones a los derechos humanos. Ro-
berto Esposito (2005) advierte que el sis-
tema legal de la violencia «no es perfecto 
ni eterno» y puede «bloquearse, o hacerse 
trizas»: cuando la violencia del Estado se 
ejerce «más allá de cierto límite» se trans-
forma en «una fuerza autodestructiva di-
rectamente proporcional a la violencia» 
que pretende frenar (p. 63). Un enfoque 
reflexivo y crítico de la violencia nos per-
mite advertir que toda violencia, incluida 
la fuerza legal, puede no ser racional-
mente controlada y excederse. Por ello, 
en los complejos tiempos actuales Butler 
(2022) afirma que las distinciones dadas 
por sentadas entre violencia legal e ilegal, 
justificada e injustificada, poder coactivo 
del Estado que preserva la ley y poder le-
gal que destruye la ley, pueden colapsar 
(p. 20). El enfoque reflexivo de la violencia 
instala una duda razonable y nos llama a 
estar atentos y monitorear públicamente 
el ejercicio de la violencia estatal. De tal 
manera que una violencia que comenzó 
siendo legal puede convertirse en ilegal 
con la extensión de su radio de acción 
y con el paso del tiempo; de proteger el 
derecho humano a la seguridad puede 
volverse una amenaza contra él. Esto im-
plica criticar la definición tradicional de la 
violencia, que establece que ésta es sólo 
«un medio para lograr otro objetivo», y 
preguntarse si «es posible que la violen-
cia se limite a ser un mero instrumento o 
medio para derrotar la violencia –sus es-
tructuras, sus regímenes– y no se vuelva 
un fin en sí misma» (Butler, 2022, p. 21). 
En suma, la pensadora norteamericana 
advierte que la violencia monopólica del 
Estado puede usarse con fines distintos 
a los que se establecieron inicialmente o 
exceder la voluntad rectora de quien la rige. 

La vigencia de la paz y los derechos hu-
manos no son incompatibles con que el 
Estado conserve la prerrogativa del uso 
legítimo de la fuerza, pues de ello depen-
de el mantenimiento del orden social y la 
autoridad legal del Estado. Como afirma 
Girard (2006): «Hay que admitir que, para 
evitar la violencia, no podemos prescindir 
de una determinada violencia. Estamos 
pues obligados a pensar en términos de 
la menor violencia posible» (p. 102). Aho-
ra bien, no se trata sólo de usar la menor 
violencia posible; lo más importante para 
construir una cultura de paz y derechos 
humanos es que la fuerza del Estado no 
debe ser ni la primera ni la única opción 
para resolver los conflictos sociales, de 
la misma manera que los representan-
tes de la institución estatal tienen que 
reflexionar acerca del hecho de que los 
llamados «excesos» en el uso de la fuer-
za suelen formar parte de una cultura de 
la violencia institucional que se mantie-
ne en el tiempo. La cuestión no es tanto 
que la fuerza autorizada del Estado sea 
primero «buena» y luego se convierta en 
«mala» como resultado de la imitación 
de conductas destructivas o anómicas; lo 
que hay que advertir es que la imitación 
violenta, que termina tarde o temprano 
escalando a los extremos, configura iden-
tidades violentas duraderas y crea malos 
hábitos en las fuerzas de seguridad que 
se mantienen como parte de una cultura 
de la violencia institucional. 

Lo cierto es que, cuando el Estado violen-
ta a un grupo que atenta contra la segu-
ridad, es difícil violentar sólo a ese grupo, 
como si fuera un ente aislado de la socie-
dad; generalmente se violentan también 
sus relaciones y el entorno social en el que 
operan. Entonces, los agentes del Estado 
tienen que extremar los cuidados porque 
la violencia puede traer consigo un «efec-
to dominó» que luego no podrán detener. 
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Las Fuerzas Armadas y las corporaciones 
policiales que combaten al crimen orga-
nizado tienen que abstenerse de violen-
tar el tejido social de la comunidad; las 
personas que habitan en ella tienen que 
seguir actuando libremente, mantener 
sus proyectos de vida, gozar de un trabajo, 
poder reunirse, emprender económica-
mente, votar y ser votado, por nombrar 
sólo algunas de las prácticas sociales que 
mantienen cohesionada a una sociedad. 
Así, la violencia estatal no tiene que con-
tribuir a mantener un clima generalizado 
de violencia, razón por la cual tiene que 
ejercerse en combinación con políticas 
incluyentes que refuercen el tejido social 
a fin de generar lo que Girard (2005) lla-
ma una «atmósfera general de no-violen-
cia y apaciguamiento» (p. 28).

La violencia controlada y justificada 
puede convocar a la violencia descontro-
lada e ilegítima. Por ejemplo, el empleo 
mesurado de la violencia como medio 
justificable para alcanzar un objetivo le-
gítimo (el ataque de las fuerzas del Esta-
do para desarticular a un cártel que tiene 
aterrorizada a una población) puede ge-
nerar voluntaria o involuntariamente el 
escenario para que irrumpan violaciones 
a los derechos humanos (la violación de 
las mujeres de la comunidad por parte 
de los cuerpos armados).12 De tal mane-
ra que la violencia criminal se puede ca-
muflar en el contexto en que se ejerce la 
violencia legítima. Esto se debe, como ya 
lo expuse, a que las violencias son crípti-
cas y opacas y a que, por muy distintas 
que sean, las violencias se invocan mu-
tuamente y se entrelazan. De ahí la ne-
cesidad de impulsar un enfoque reflexivo 
de las violencias que sea capaz de detec-

12	 Sobre este fenómeno, véase Segato (2016, pp. 137-138).

tarlas, diferenciarlas y clasificarlas, pero 
que también observe sus imbricaciones, 
porque la construcción de la paz requie-
re dejar de asumir que la fuerza del Es-
tado, por el solo hecho de pertenecer al 
Estado, es a priori legítima, no falla ni se 
excede. Si el ejercicio de la violencia legí-
tima del Estado no responde a una polí-
tica general de no-violencia y de respeto 
irrestricto de los derechos humanos, si la 
fuerza pública contribuye a producir una 
atmósfera tóxica, las funciones sociales 
más elementales se vendrán abajo. 

Los comentarios que se vierten en las re-
des sociales y las opiniones de los perio-
distas de los medios de comunicación 
concentrados, suelen afirmar que las ins-
tituciones estatales de defensa de los de-
rechos humanos obstaculizan con sus 
recomendaciones el actuar de las fuerzas 
del Estado para combatir al crimen orga-
nizado, o que sólo se dedican a «defender 
a los criminales», quienes, a la vez, tienen 
«más derechos» que los militares y los po-
licías. Reacciones conservadoras de este 
tipo tienen que ser rebatidas en el espacio 
público, subrayando una y otra vez que el 
uso excesivo de la fuerza del Estado, ade-
más de violar derechos humanos, puede 
hacer que la violencia se propague, en 
vez de frenarla. El peligro de normalizar la 
violencia institucional es que los militares 
y los policías terminen convirtiéndose en 
lo mismo que combaten, esto es, sujetos 
que actúan sin apego a la ley avasallando 
la dignidad humana. 

A continuación, presento un cuadro que 
resume las principales ideas de la pers-
pectiva reflexiva y multidisciplinaria que 
orienta el análisis de las violaciones a los 
derechos humanos en contextos sociales 
de violencias entrelazadas. 
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La violación de los derechos humanos y su relación con las violencias:
enfoque reflexivo y multidisciplinario

Análisis jurídico Estudio sociopolítico Perspectiva de centralidad de 
las víctimas

¿Qué derechos humanos 
han sido violados en el 
contexto violento X? 

¿Cuál es el fundamento 
normativo de la violación 
de los derechos humanos 
en el contexto social X? 
¿Qué convenios y tratados 
internacionales, normas 
constitucionales y/o leyes no 
han sido respetados?

¿Qué violencias (directas, 
estructurales y/o culturales) 
condicionan la violación de 
los derechos humanos en el 
contexto social X?

¿Qué metodología se emplea 
para escuchar a las víctimas 
de violaciones a los derechos 
humanos en el contexto 
violento X?

¿Se emplea una metodología 
de atención a víctimas en el 
contexto X que evite tanto la 
violencia burocrática como
la sobreimplicación afectiva?

¿Cómo se vinculan los 
derechos humanos que han 
sido violados en el contexto 
violento X? 

¿Cómo se entretejen 
las violencias (directas, 
estructurales y culturales; 
legales e ilegales; públicas 
y privadas) para producir 
individuos o grupos sociales 
precarizados?

¿Qué metodología se emplea 
para entender las experiencias 
violentas de las víctimas 
y reconocer sus derechos 
humanos? 

¿Qué obstaculiza: a) el 
ejercicio de las libertades 
básicas; b) la igualdad 
de oportunidades; c) la 
distribución equitativa de
los ingresos y de la riqueza; 
d) la atención sanitaria 
básica, pública y gratuita; 
y e) la circulación de 
la información pública 
sobre asuntos de interés 
ciudadano?

¿Qué estructuras de 
desigualdad y/o de 
dominación crean una 
atmósfera de violencia que es 
propicia para las violaciones a 
los derechos humanos en el 
contexto X? 

¿Cómo perjudican a las 
víctimas las estructuras de 
desigualdad y/o dominación?

¿Qué alianzas establecen 
las personas servidoras 
públicas con actores 
privados poderosos (crimen 
organizado, empresas 
extractivas, etcétera) en el 
contexto violento X para 
producir violaciones a los 
derechos humanos?

¿Cómo se relacionan las 
violencias (legales e ilegales) 
en el contexto X en el que se 
producen violaciones a los 
derechos humanos?

¿Se superponen las violencias 
legales e ilegales en el 
contexto social X?

¿Cómo perjudican a las 
víctimas la superposición de las 
violencias (legales e ilegales) en 
el contexto social X?

Fuente: Elaboración propia.
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1
¿Qué es la cultura de paz

y derechos humanos?

ofrece «una réplica al realismo político como 
teoría de la política», réplica que consiste 
en no subsumir la política a las relaciones 
de fuerzas; pero realista, porque se trata 
de una paz que no es «quijotesca» ni sen-
timentalista, sino que está anclada a la 
realidad política e institucional de las de-
mocracias que respetan y promueven los 
principios de justicia, igualdad y libertad 
(p. 57). Esto supone «pensar la paz desde 
la paz» (Muñoz y Molina Rueda, 2010, p. 
47. ), «pensar la paz desde la paz misma» 
(Hernández Arteaga et al., 2017, p. 152), no 
la paz desde la guerra sino la paz como 
un medio y un fin en sí misma. 

El paradigma de los derechos huma-
nos entiende a la paz como un derecho 
de tercera y cuarta generación que, jun-
to con el derecho al desarrollo en armo-
nía con el medio ambiente, trasciende la 
«concepción restringida y positiva» de los 
derechos humanos (Jelin, 2020). El dere-
cho a la paz es un derecho de los pueblos 
que implica «salir del paradigma indivi-
dualista» y requiere acciones «en espacios 
diferentes al del Estado-nación» (p. 333). 
Aunque «[l]a cultura de paz tiene como 
centro a la persona» (Cornelio Landero, 
2019, p. 9), la paz no queda restringida a 
la cultura legalista cuyo concepto clave 

En su expresión clásica-moderna, 
la paz no significaba la realización 
efectiva de la justicia, la igualdad 

y la dignidad humana, sino que estaba 
fundada «sobre el poder» (Alliez y Negri, 
2022, p. 11) o, mejor dicho, sobre «un pre-
cario equilibrio de fuerzas» (Rawls, 2001, p. 
57). Por siglos la paz estuvo regida por el 
principio de la pax romana según el cual 
es necesario prepararse constantemente 
para la guerra para que haya paz. La paz 
era entendida como ausencia de guerra, 
pero, al mismo tiempo, la violencia bélica 
era constantemente invocada para diri-
mir los conflictos; se hacía la guerra para 
lograr la paz y, por ello, la paz terminaba 
siendo una ratificación de la guerra. Los 
tiempos actuales pueden ser entendidos 
como el retorno del antiquísimo escenario 
de una paz armada, pero con una capaci-
dad tecnológica destructiva mucho mayor. 

Frente a la realidad contemporánea de 
una paz que es indistinguible de la guerra, 
los defensores del paradigma de los dere-
chos humanos insisten en destrabar este 
nudo proponiendo la idea de una paz 
democrática. Para John Rawls (2001), la 
paz democrática no es el resultado de un 
equilibrio de las relaciones de poder sino 
una «utopía realista»: una utopía, porque 
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es el individuo jurídicamente abstracto. 
La cultura de paz tiene una dimensión 
popular y colectiva que los enfoques libe-
rales suelen omitir: es el pueblo el sujeto 
de derecho de la paz. La no violencia –su-
braya Butler (2022)– no es «una cuestión 
de moral individual», sino que se funda-
menta en «una filosofía social de vínculos 
vivos y persistentes» (p. 23). Son los víncu-
los sociales los que son afectados por la 
violencia; son esos vínculos, por lo tanto, 
los que recomponen la cultura de paz. En 
este sentido, la última imagen de la jo-
ven Debanhi Escobar en la que aparece 
sola en la carretera de Monterrey-Nuevo 
Laredo, es la imagen paradigmática de la 
violencia entendida como carencia de la-
zos sociales de cuidado, cooperación y se-
guridad humana. La imagen de Debanhi 
pone también en escena el hecho de que 
miles de mujeres en México no tienen el 
derecho a circular solas en lugares públi-
cos porque pueden ser brutalmente ase-
sinadas. Sumar a más personas en redes 
de interdependencia, cuidado y bienestar 
social, es fundamental para no estar mar-
ginado o excluido de la sociedad, al ace-
cho de violencias de todo tipo. 

Dicho lo anterior, la cultura de paz pone 
en el centro a las personas y sus vínculos 
sociales, a un Estado social de derecho 
presente en vez de un Estado neolibe-
ral mínimo y ausente, y, por supuesto, al 
pueblo. No hay que olvidar que el pueblo, 
además de ser «la gran mayoría», es tam-
bién «la masa de los dominados» (Lefort, 
2010, p. 568), son las clases subalternas 
que padecen con regularidad las injusti-
cias, las violencias y las violaciones a los 
derechos humanos. El derecho a la paz es 
el derecho colectivo de los pueblos a vivir 
en un mundo social justo. 

Se afirma que «una paz individual contri-
buye a la paz social», pues la construcción 

de la paz democrática no es una respon-
sabilidad exclusiva de las instituciones 
estatales, sino que atañe a todas las per-
sonas, de tal manera que: «si cambio yo, 
reflejo para que cambien los otros» (Cor-
nelio Landero, 2019, p. 22). Lo cierto es 
que el paso del plano individual al social 
no es simple ni automático. Los cambios 
que mejoran la situación de los derechos 
humanos no son individuales, sino colec-
tivos. Yo puedo cambiar positivamente 
cuando inciden en mí hábitos sociales 
igualitarios, feministas y ecologistas, to-
dos ellos asociados con el respeto a la 
dignidad humana, y esto se debe a que 
somos seres sociales e interdependientes. 
Tenemos que aceptar que los cambios en 
las conductas individuales son propicia-
dos por símbolos democráticos univer-
sales y acciones sociales que tienen una 
amplia repercusión. Demos un ejemplo: 
la sociedad argentina cambió a partir de 
1983 porque se estableció un nuevo con-
trato social que implicaba renunciar a 
usar la violencia como una herramienta 
de la contienda política. Los sujetos que 
participaban en la esfera pública acepta-
ron que la paz social no debía estar ba-
sada en el miedo –en el terrorismo del 
Estado más precisamente–, sino en el 
respeto a los derechos humanos. Los or-
ganismos de derechos humanos –en es-
pecial, las Madres y las Abuelas de Plaza 
de Mayo– jugaron un rol fundamental en 
la producción de símbolos democráticos 
con los que se identificó la ciudadanía 
que rechazaba la violencia. Para dar otro 
ejemplo, en la actualidad la aceptación 
mayoritaria de la idea según la cual la vio-
lencia contra las mujeres no es un asun-
to privado sino un problema público, será 
posible «si, y solamente siun movimiento 
de las placas tectónicas que sustentan la 
imaginación colectiva tiene lugar» (Sega-
to, 2016, p. 144). El «movimiento de las pla-
cas tectónicas» es un cambio profundo 
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del imaginario social machista que tiene 
que impactar en la mirada colectiva y en 
las instituciones de la justicia. Un cambio 
de este tipo –de gran alcance– es el que 
debe acompañar la construcción y conso-
lidación de una cultura de paz y derechos 
humanos.

La noción de cultura de paz comenzó a 
circular al final de la Guerra Fría como una 
respuesta a la proliferación mundial de 
conflictos armados de difícil gestión, a la 
«globalización neoliberal cada vez más in-
justa y depredadora», y a la existencia de 
fenómenos como la intolerancia religio-
sa, la polarización ideológica, el racismo, 
la falta de respeto hacia la diversidad cul-
tural y las violaciones a los derechos hu-
manos (Pérez Viramontes, 2018, p. 24; El 
Colegio de Guanajuato para el Desarrollo, 
s/f, p. 6). Una de las máximas principales 
de los enfoques de paz democrática es 
que en lugar «de apelar a la fuerza y a la 
violencia cuando hay conflictos, sería ne-
cesario recurrir al diálogo o a la compren-
sión de las situaciones, es decir, apelar a 
la escucha o a la resolución pacífica con 
beneficios para todos» (García González, 
2014, p. 110). 

El año 1999 fue clave para la propagación 
mundial del concepto de cultura de paz. 
En ese momento la Asamblea General 
de las Naciones Unidas aprobó la Decla-
ración y Programa de Acción sobre una 
Cultura de Paz.13 Este documento perte-

13	  Luego, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
declaró al año 2000 como el Año Internacional de la 
Cultura de la Paz y al periodo 2001-2010 como el 
Decenio Internacional de una Cultura de Paz y no Vio-
lencia para los Niños del Mundo. En 2001, este orga-
nismo declaró al día 21 de septiembre como el Día 
Internacional de la Paz (Cornelio Landero, 2019, p. 10). 
Algunos instrumentos internacionales se refirieron 
antes de 1999 –de manera explícita o implícita– al 
derecho humano a la paz, como la Carta de las Naciones 
Unidas, la Constitución de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y la 

nece a una década –los años noventa– en 
la que prevalecieron en la agenda inter-
nacional la paz y el desarrollo sustentable 
por encima de la seguridad y el estado de 
excepción, pero a partir de los atentados 
del 11 de septiembre en Estados Unidos 
estos dos últimos temas pasaron a domi-
nar la escena global. La mencionada De-
claración establece que la educación es 
el medio idóneo para promover la cultura 
de paz, a la que se define como el con-
junto de valores, actitudes, prácticas y tra-
diciones basados en la protección de los 
derechos humanos; la gestión, resolución 
y transformación pacífica de los conflic-
tos; el respeto a la soberanía, la integri-
dad territorial y la no intervención en los 
asuntos internos; el compromiso con el 
desarrollo sustentable, la protección del 
medio ambiente de las generaciones ac-
tuales y de las futuras; la igualdad entre 
los hombres y las mujeres; y el fomento 
de la libertad de opinión, la libre circula-
ción de la información y la educación para 
todos (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 1999, pp. 2-3). En definitiva, la agen-
da de la paz es «muy limitada si no se 
[atienden] a la vez los problemas de de-
sarrollo» (Izquierdo Muciño, 2007, p. 166). 

Como puede observarse, la paz está li-
gada a otros derechos, como el derecho 
al desarrollo, a la libertad de opinión, a 
la educación y a la autodeterminación 
de los pueblos, de tal manera que no se 
basta a sí misma, no se obtiene «sola», 
sino que necesariamente se articula con 

Declaración Universal de Derechos Humanos. La im-
portancia de estos instrumentos radica en que exhor-
tan a un cambio de mentalidad de la humanidad: si en 
la mente de los seres humanos se origina la guerra, en 
consecuencia, en su misma mente debe surgir la paz. 
Ahora bien, «el derecho humano a la paz solo tiene ca-
rácter obligatorio en la medida que los diferentes países, 
a través de la aprobación de sus parlamentos, incorpo-
ren este derecho en sus sistemas jurídicos» (Pérez Vira-
montes, 2018, p. 36).
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otros derechos e instancias democráticas 
como la agenda feminista y ecológica.

En América Latina la cultura de paz fue 
impulsada por la lucha por la Memoria, la 
Verdad y la Justicia que llevaron a cabo 
los colectivos de derechos humanos du-
rante los años setenta, ochenta y noventa; 
en muchos de ellos, esta lucha aún con-
tinúa librándose. Solemos omitir que este 
acontecimiento fundamental de la histo-
ria de los pueblos de la región impulsó la 
cultura de paz y derechos humanos tan-
to como lo hicieron los organismos inter-
nacionales. La historia latinoamericana, 
atravesada por décadas de ejercicio de la 
violencia política de Estado, muestra que 
la paz y la unidad nacional no se pueden 
cimentar en el olvido sino en la memoria, 
y ello se debe a que el olvido es incapaz 
de generar solidaridad social y de promo-
ver los compromisos ciudadanos que se 
requieren para fortalecer el cuerpo cívico. 
La cultura de paz y derechos humanos 
mantiene cohesionada a una sociedad; 
cohesionada significa que no está des-
truida en tanto cuerpo cívico-social, pero 
esto no quiere decir libre de conflictos de-
mocráticos porque éstos mantienen acti-
va la vida pública de un país. 

Así como hay una violencia directa existe 
una paz directa, ejemplificada en el diá-
logo respetuoso. De la misma forma, si 
hay una violencia estructural es porque 
se distingue de una paz estructural, que 
se consigue a través de reformas que pro-
mueven la igualdad entre los hombres y 
las mujeres, y de políticas de justicia re-
distributiva que benefician a los secto-
res menos favorecidos de la sociedad. Y, 
como puede inferirse, lo opuesto de la 
violencia cultural es la cultura de paz, 
que se logra cuando se educa a los niños, 
las niñas y los jóvenes, y se capacita a las 
personas servidoras públicas, en la pers-

pectiva de los derechos humanos para 
erradicar prácticas autoritarias y fomentar 
principios éticos como la responsabilidad 
y la justicia. 

Existe, por otro lado, la paz negativa –que 
se define como la ausencia de conflicto 
armado y de violencia directa–, que se 
diferencia de la paz positiva –concebida 
como el conjunto de acciones políticas y 
culturales que permiten que los seres hu-
manos desarrollen sus potencialidades, 
que mejore la justicia social y la igualdad, 
que se promueva la participación y el de-
sarrollo sustentable, y se implementen 
mecanismos alternativos de resolución 
de los conflictos– (Fisas, 2010; Gaspare-
llo, 2016; Hernández Arteaga et al., 2017; El 
Colegio de Guanajuato para el Desarrollo, 
s/f). La paz es una idea progresiva, como 
lo son los derechos humanos, que va de 
lo negativo (evitación del conflicto) a lo 
positivo (cambios estructurales y cultura-
les que permiten que la sociedad sea más 
justa e igualitaria). Su rango es muy am-
plio: incluye procesos como la mediación 
y la conciliación que requieren que los su-
jetos asuman una posición neutral, pero 
también conductas que emanan de sen-
timientos como la confianza en el otro, la 
amabilidad y el altruismo. En suma, la paz 
abarca aspectos de la vida activa y de la 
vida del espíritu. 

El suelo histórico en el que surgió la idea 
de la cultura de paz está marcado por la 
pérdida de confianza en el Estado como 
institución rectora de la sociedad. Esta 
noción cobró fuerza en el marco del as-
censo del neoliberalismo y de la prolifera-
ción de violencias de distinto tipo y origen. 
Suele formar parte de los discursos de las 
organizaciones de la sociedad civil y de 
los académicos que desconfían del Estado, 
que es percibido como la institución que 
justifica las violencias estructurales y sim-
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bólicas. Por ejemplo, Fisas (1998) opone 
al proceso de civilización realizado por el 
Estado que legitimó «estructuras profun-
damente violentas» –como la guerra, la 
represión de la protesta social y las des-
igualdades entre hombres y mujeres– el 
«fortalecimiento de la sociedad civil» y del 
«tejido social responsable»; esto implica 
pasar de una sociedad que tiene como 
centro al Estado, «único garante de la se-
guridad en un mundo peligroso», a una 
sociedad civil nacional y global liberada 
de la «cultura bélica» estatal (p. 1). Otros 
autores sostienen que: 

Construir paz en un territorio [...] con 
impunidad y violencia requiere priori-
zar las iniciativas desde la sociedad 
civil [...] La cultura de paz y solidaridad se 
construye desde la escuela, que se debe 
convertir en espacio con diversidad 
de canales de participación y comuni-
cación flexibles para formar ciudadanía 
responsable y democrática, contribu-
yendo a consolidar una cultura de la 
paz, que implica justicia y solidaridad. 
La participación de la sociedad civil es 
el fundamento de la construcción de 
cultura de paz, constituyéndose en 
garantía de transparencia del proceso 
(Hernández Arteaga et al., 2017, pp. 
158, 162). 

Las posturas pro-sociedad civil que proli-
feran en el campo de los estudios de paz 
pueden ser contradictorias, pues al mis-
mo tiempo que sostienen ideas como 
las ya expuestas, afirman que la escuela 
pública, financiada por el Estado, es una 
institución clave en el fomento de la cul-
tura de paz. Ciertamente, tenemos que 
desconfiar de las políticas estatales de 
seguridad que asumen un enfoque secu-
ritista, pero esto no implica que el Estado 
esté constitutivamente desvinculado de 
la paz, o que sea una institución exclusi-

vamente comprometida con el desarrollo 
de la cultura belicista. El Estado argentino 
fue un activo promotor de la paz y de la 
justicia cuando permitió que se desarro-
llara el Juicio a las Juntas Militares en 1985; 
pensemos también en el Estado sudafri-
cano que propulsó la creación de la Comi-
sión de la Verdad y la Reconciliación en el 
contexto post apartheid. Pensemos en la 
función que cumple la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos: es el Estado 
confrontando al mismo Estado para que 
prevenga y repare las violaciones a los 
derechos humanos en las que incurre. Lo 
cierto es que el Estado no es la institución 
rectora de la paz, es una institución más 
entre otras que tiene que articularse con 
agrupaciones de la sociedad civil nacional 
e internacional para fortalecer los procesos 
culturales de paz. «Todo mundo, incluidas 
las instituciones del estado, deben consti-
tuirse como constructores de paz, desde 
sus propias maneras de pensar y organi-
zarse» (Pérez Viramontes, 2018, p. 30).

La idea anterior nos lleva a afirmar que 
la cultura de paz tiene un sujeto político 
específico: el sujeto «todas y todos», que 
no alude a una totalidad cerrada sino a 
un nosotros amplio, igualitario y plural 
que coopera y dialoga, en el que sus inte-
grantes se reconocen mutuamente como 
semejantes. «En efecto, la paz sólo puede 
fundarse en la idea de que las relaciones 
entre los hombres son relaciones entre 
semejantes» (Lefort, 2007, p. 347). Kant 
fue el primer filósofo de la modernidad 
en sostener que la paz no sólo se alcanza 
cuando los lideres políticos le ponen fin 
a la guerra, y la concibió como un proce-
so cultural que reposa en el deseo de vivir 
juntos y de estar interconectados. «Kant 
[...] identifica precisamente un derecho 
universal [a la paz] inscrito en lo que po-
dría llamarse el desarrollo de una sociabi-
lidad a escala universal» (Lefort, 2007, p. 
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342). La paz es un asunto de todas y todos 
porque depende de que se cultive la aso-
ciación y cooperación entre las personas, 
y de fomentar el debate público amplio y 
plural. Una minoría elitista no podría en-
tonces erigirse como la constructora de la 
paz, desvinculada de las opiniones mayo-
ritarias y de los sujetos populares. 

«Todo mundo» –desde «los grandes acto-
res políticos, económicos y sociales» hasta 
«los más sencillos individuos y colectivos» 
(Pérez Viramontes, 2018, pp. 26, 30)– tiene 
que comprometerse cotidianamente con 
el respeto de la dignidad de las personas. 
La idea según la cual toda persona es res-
ponsable de construir y mantener la paz, 
es ampliamente compartida en el campo 
de estudios de la cultura de paz y dere-
chos humanos (Arango Durling, 2007, p. 
111; Hernández Arteaga et al., 2017, p. 163; 
Cornelio Landero, 2019, p. 10; García Gon-
zález, 2014, p. 107; El Colegio de Guanajua-
to para el Desarrollo, s/f, p. 15). Personas 
de distintas edades, clases sociales, razas 
y géneros, y de diferentes profesiones: 
intelectuales, artistas, educadores, abo-
gados, periodistas, trabajadores sociales 
y sanitarios, políticos y líderes religiosos, 
todas ellas se benefician de superar la 
violencia, resolver creativamente los con-
flictos y reparar con justicia las violaciones 
a los derechos humanos. Si la construc-
ción de la paz social es un movimiento 
amplio, popular, diverso y transformador 
de la realidad cuyo objetivo es que haya 
más justicia, desarrollo social e igualdad, 
en consecuencia, tiene razón Antonio 
Gramsci (1984) cuando afirmó que: «todo 
movimiento histórico innovador está ma-
duro solamente en cuanto que participan 
en él no sólo los viejos, sino los jóvenes 
y los de edad madura y las mujeres, de 
manera que incluso tiene un reflejo en la 
infancia« (p. 187). La sociedad alcanza la 
madurez civil cuando amplios sectores 

participan en la vida pública de la nación, 
y cuando las masas están económica-
mente integradas y gozan de los bene-
ficios sociales. La lección gramsciana es 
que la unidad nacional, la madurez cívi-
ca de una sociedad y la construcción de 
un proyecto de nación incluyente, no se 
logra con un reducido número de exper-
tos sino sumando a las capas populares, 
es decir, las mujeres, los niños, los jóvenes, 
las personas adultas y los ancianos. La 
paz se construye en distintos frentes: des-
de lo macrosocial a lo microsocial, desde 
lo familiar a lo escolar, desde lo estatal a 
la sociedad civil, e intervienen en ello ac-
tores públicos y privados. Por ello, hay 
que tener en cuenta la siguiente exhorta-
ción: «[es] urgente que, desde las familias, 
desde los centros educativos, que desde 
nuestras aulas, y que desde las institucio-
nes sociales y políticas del país se activen 
modelos de convivencia para conseguir 
una sociedad más justa y [...] más feliz» (El 
Colegio de Guanajuato para el Desarrollo, 
s/f, p. 4). La idea de que la paz la constru-
yen todos y todas tiene que impregnar 
especialmente en las escuelas que pa-
decen diferentes tipos de violencia. Si las 
escuelas de México quieren disminuir la 
violencia escolar, de género y criminal, sin 
olvidar el autoritarismo del personal di-
rectivo y administrativo, además de que 
el Estado implemente políticas públicas 
preventivas de carácter transversal, es 
necesario «involucrar a todos y cada uno 
de sus miembros en el rol de garantes de 
una convivencia pacífica» (Del Tronco Pa-
ganelli y Madrigal Ramírez, 2016, p. 40).

La idea de cultura de paz se afianzó cuando 
se erosionaron los discursos revolucionarios 
de la izquierda tradicional en los años no-
venta y dos mil; el sujeto pacífico «todos y 
todas» sustituyó al proletariado como clase 
universal de la historia. En consecuencia, 
la paz no es la tarea de una vanguardia 
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iluminada sino un compromiso de la so-
ciedad entera. El discurso de la paz pi-
votea entre la politización (la resistencia 
pacífica contra la violencia de colectivos 
organizados, la articulación de diferentes 
actores en favor de un proyecto de nación 
incluyente que realice la paz social y los 
derechos humanos) y la despolitización (el 
peligro de que el compromiso con la paz 
sea de «todos y todas» es que termine sien-
do responsabilidad de nadie). Algunos en-
foques de cultura de paz son más morales 
que políticos y presuponen la existencia de 
un ser humano bueno por naturaleza. Un 
ejemplo de una perspectiva de este tipo es 
la que considera que: 

El amor es un atributo de la persona 
humana e inseparable de su natura-
leza [...] es relevante la preeminencia 
que la doctrina teológica le otorga al 
ubicarlo en la cúspide de todos los 
actos humanos positivos como frutos 
del espíritu y en el sentimiento por 
excelencia del cual emanan las accio-
nes que nos califican como seres be-
nignos, solidarios y pacificadores 
(Cornelio Landero, 2019, p. 17).

Hay un sujeto pacifista que tiende a la 
despolitización, y que se apoya en las 
buenas intenciones religiosas y burgue-
sas. En los años cincuenta del siglo pa-
sado, Ernst Bloch (2006) afirmó que el 
«pacifismo burgués» es un movimiento  

lleno de buenas intenciones e impre-
ciso, insuficiente y compuesto de 
equívocos sobre sí mismo [...] Sólo un 
idealismo sentimental, chapucero, 
bellaco, puede, por eso, cultivar la 
planta de la paz en las alturas domi-
nantes de la burguesía (p. 495). 

Pero también el sujeto de la paz puede estar 
altamente politizado, y esto sucede cuando 

los colectivos organizados de derechos hu-
manos trazan una frontera política polé-
mica con «los violentos». Como ejemplo 
de ello encontramos la voz de los orga-
nismos de derechos humanos argentinos 
que les gritaban «¡genocidas!» a los dic-
tadores que exterminaron en los años 
setenta y ochenta a los grupos políticos 
disidentes. Otro ejemplo es el movimiento 
feminista Ni una menos que busca visi-
bilizar que «con feminicidios no hay paz». 
El sujeto pacifista politizado hace un uso 
contencioso del discurso de los derechos 
humanos, visibiliza las violencias existen-
tes, recurre estratégicamente a los regí-
menes legales para avanzar en las luchas 
por la justicia, resiste en el espacio públi-
co y teje redes de solidaridad con las víc-
timas. Las personas comprometidas con 
la paz se oponen de manera no violenta 
a los violentos, que puede ser el Estado, 
pero también los hombres machistas en 
sus hogares, los criminales de las redes 
delictivas transnacionales, los empresa-
rios extractivistas que depredan el medio 
ambiente y los educadores autoritarios. 

De esta manera, la sociedad que busca 
la paz no es aquella que elimina ingenua-
mente las divisiones entre los amigos 
que defienden los derechos humanos y 
los adversarios que atentan contra ellos. 
Esta división política forma parte de las 
contiendas legítimas de una sociedad de-
mocrática, y no debe confundirse con las 
situaciones de polarización social en las 
que el otro es etiquetado como un ene-
migo criminalizado. En la sociedad de-
mocrática los violentos no son excluidos, 
sino que están incluidos en los procedi-
mientos formales del Estado de derecho 
para que sean investigados y eventual-
mente juzgados por sus actos delictivos, 
respetando en todo momento el debido 
proceso. Es una sociedad que litiga estra-
tégicamente para llevar a los violadores 
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de los derechos humanos al banquillo de 
los acusados, y con ello busca recompo-
ner las fracturas del tejido social que pro-
ducen las injusticias. 

La violencia ¿garantiza la supervivencia 
humana o atenta contra ella? ¿Puede la 
violencia frenar a la violencia? Una de las 
máximas del pacifismo es que: «la paz 
debe ser preocupación de todos, por-
que ella es cuestión de vida o muerte» 
(Hernández Arteaga et al., 2017, p. 163). El 
discurso de la cultura de paz plantea en-
crucijadas decisivas: sólo la paz garanti-
za la vida y, si hay violencia, la sociedad 
no podrá sobrevivir. Hoy violencia aten-
ta conta la sobrevivencia de grupos po-
blacionales, por lo que, en este marco, 
es necesario que se dé «forzosamente 
la renuncia a las escaladas violentas [...] 
como la condición sine qua non de la su-
pervivencia» (Girard, 2006, p. 34). Es una 
cuestión de sobrevivencia básica, pero, 
al mismo tiempo, la cultura de paz no se 
reduce a garantizar la supervivencia de 
las personas porque la paz positiva crea 
las condiciones sociales, políticas y eco-
nómicas para que se desarrolle una for-
ma social de vida igualitaria y justa, en 
la que se garantice el respeto, la justicia 
social, la solidaridad y el entendimiento 
mutuo. «La paz nos permite sobrevivir, 
reconocernos como congéneres y esta-
blecer vínculos de afecto, apoyo mutuo 
y ser cooperativos entre nosotros» (Mu-
ñoz y Molina Rueda, 2010, p. 50). Hay que 
buscar otros medios distintos a los violen-
tos que logren «potenciar la vida» (García 
González, 2014, p. 110).

Algunas posturas sostienen que, en dosis 
medidas y controladas, la fuerza legítima 
del Estado puede combatir eficazmen-
te a la violencia anómica. Para otras 
posiciones, toda violencia –incluida la es-
tatal– tenderá a salirse de cauce y será 

imposible controlarla racionalmente en 
todas las etapas de su ejecución. En cual-
quier caso, sólo el respeto a los derechos 
humanos y a los principios de justicia 
social, pueden mantener estable a una 
sociedad democrática. La violencia no 
asegura la supervivencia humana porque 
destruye los lazos de interdependencia 
recíproca: sobrevivimos gracias a los vín-
culos de solidaridad y de cooperación que 
establecemos con otros seres humanos. 
Relaciones solidarias que se formalizan 
como derechos exigibles cuando el Esta-
do asume el rol de garante de la justicia 
social, al servicio del pueblo. 
 
Si no hay justicia, si prima la cultura de 
la violencia por sobre la cultura de paz, si 
las víctimas no obtienen sus justas repa-
raciones, surge la pregunta de sies posi-
ble, en este escenario desolador, construir 
una cultura de paz. La respuesta a ello es 
un franco rechazo al nihilismo que esta-
blece que la batalla cultural está perdida 
de antemano porque la cultura de la vio-
lencia se impone en las sociedades «apo-
calípticas» contemporáneas a la cultura 
de paz. Gracias a que emprendemos ba-
tallas culturales, la cultura de paz y dere-
chos humanos le va «ganando» espacios 
a la cultura de la violencia. En el marco de 
esa lucha hay que advertir que el odio y 
las respuestas violentas de los sectores 
anti-derechos, se pueden radicalizar en la 
medida en que se consolidan las conquis-
tas de derechos humanos ganadas pacífi-
camente. Afirma Butler (2020): 

los mismos países latinoamericanos 
que han ido avanzando hacia la igual-
dad de derechos, hacia una mayor di-
versidad, y mayores libertades legales 
para las personas LGBTTTIQA+ son el 
objetivo de la violencia reaccionaria [...] 
son [...] el blanco de odio de aquellos 
que temen sus progresos (pp. 46-47).
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El odio de los sectores conservadores re-
calcitrantes y ultraderechistas es un odio 
a los colectivos LGBTTTIQA+ y a los dere-
chos humanos, en suma, es un odio a la 
organización política de las luchas no vio-
lentas. Los sectores reaccionarios expre-
san rabiosamente sus antipatías contra 
del pueblo organizado –sea el colectivo 
que sea– que tiene derecho a vivir en paz. 
Estos sectores también odian a las institu-
ciones igualitarias del Estado que hacen 
realidad las demandas populares por la 
ampliación de los derechos humanos. De 
esta manera, la cultura de paz y de dere-
chos humanos es efectiva cuando puede 
neutralizar el odio. Esto se logra con actos 
no violentos significativos que pueden ser 
imitados por otras personas y que cons-
truyen, a partir de allí, el camino hacia la 
paz; es lo que hizo Nelson Mandela cuan-
do se acercó a los bóeres para dialogar 
con ellos, es lo que hicieron las Madres de 
Plaza de Mayo cuando reprimieron el odio 
hacia los militares para demandar justicia 
legal. He afirmado que la violencia cons-
truye órdenes sociales desigualitarios 
e injustos, pero también he subrayado 
que la violencia es una forma de desins-
titucionalización y desimbolización, de 
destrucción del tejido social responsa-
ble, institucional y discursivo, porque los 
actos y las palabras no violentas les dan 
sentido a las relaciones sociales. Es im-
portante que los derechos humanos y la 
paz adquieran un estatus simbólico e ins-
titucional potente a través de actos, ges-
tos, símbolos y relatos que construyen 
otro mundo posible paralelo al mundo de 
la violencia, para irlo suprimiendo paula-
tinamente. Frente al avance de la cultu-
ra de los derechos humanos, se activan 
resentimientos que polarizan a la socie-
dad. Si el odio no se acaba, si la violencia 
no se interrumpe: ¿esto implica que las 
defensoras y los defensores de derechos 
humanos tienen que quedarse de brazos 

cruzados? Todo lo contrario: hay que asu-
mir que se deberá resistir con tenacidad, 
paciencia, coraje y determinación los em-
bates de quienes contribuyen a mante-
ner una cultura anti-derechos. Habrá que 
resistir pacíficamente las agresiones que 
ponen trabas a la construcción y el man-
tenimiento de una cultura de paz y dere-
chos humanos. 

Los derechos humanos y la paz, además 
de ser objeto de políticas públicas, tie-
nen un estatus simbólico: son símbolos 
que nuclean creencias, deseos y prácti-
cas igualitarias que acompañan la cons-
trucción de un mundo más justo. Claude 
Lefort (2011) afirmó que en las socieda-
des democráticas la ley tiene la «función 
simbólica» de ubicarse por encima de las 
partes en conflicto; esta función pone 
en evidencia que en una democracia no 
sólo hay «inocentes y culpables» (violen-
tos y violentados, víctimas y victimarios) 
sino que, además, «hay terceros, es decir, 
garantes de la justicia, jueces, que se ha-
cen representantes de la ley, y que tornan 
sensible el punto de referencia de una di-
mensión trascendente en el interior mis-
mo de la sociedad» (pp. 82-83). La idea de 
un tercero imparcial es fundamental para 
consolidar una cultura de la no-violencia, 
ya que «los hombres sólo son capaces 
de reconciliarse a través de un tercero» 
(Girard, 2005, p. 269). Roberto Esposito 
(2005) comenta que el «tercer actor –el 
juez, el tribunal, el Estado–» tiene la po-
testad de ubicarse «en un espacio asi-
métrico respecto de la posición de quien 
recibe la pena y, por ende, fuera del alcan-
ce de quienes quisieran vengarlo» (p. 61). 
La violencia se nutre de la desigualdad, la 
venganza y la impunidad, mientras que 
la democracia se fundamenta en la igual-
dad, la justicia y la equidad. Esto quiere 
decir que las personas violentas y pode-
rosas se oponen a que haya instituciones 
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democráticas que estén simbólicamente 
por encima de las partes en conflicto y a 
que la ley se separe de los poderes fác-
ticos. El tercer actor tiene la función de 
resolver los conflictos y de repararlos con 
justicia. No hay que pensar únicamente 
en la figura clásica del juez, sino también 
en los mediadores: cuando los tribunales 
civiles y penales están congestionados 
se puede recurrir, para resolver determi-
nadas controversias, a mecanismos alter-
nativos de resolución participativa de los 
conflictos.14 Estos mecanismos favorecen 
la convivencia, recomponen los lazos so-
ciales rotos por la violencia, restablecen 
los vínculos entre las partes enfrentadas 
y permiten que los sujetos se empoderen 
para resolver sus propios problemas (Ta-
pias Saldaña, 2017, p. 14). La función sim-
bólica que encarna el tercero imparcial 
(juez o mediador) le permite a la sociedad 
trascender lo dado –la violencia, la agre-
sión y la injusticia– que los representantes 
del statu quo naturalizan como si fuera 
algo inmodificable. De este modo, la vio-
lencia no es un destino trágico que no se 
puede torcer y, para que esta idea no se 
instale, es necesario potenciar la cultura 
no violenta de la legalidad, la participa-
ción y la resolución de conflictos median-
te mecanismos alternativos. El derecho 
tiene que «considerar los actos humanos 
en sus matices y variabilidad contextual» 
(Segato, 2016, p. 136), por lo que la cultu-
ra no violenta de la legalidad no se res-
tringe al derecho positivista clásico, sino 
que contempla el pluralismo jurídico y los 
usos contrahegemónicos del derecho. Si 
una sociedad se queda estancada en el 
hecho de que sólo hay violentos y violen-
tados y no busca solucionar de manera 

14	México cuenta con la Ley Nacional de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias en Materia 
Penal, que fue publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de diciembre de 2014.

legal, pacífica y participativa los conflic-
tos, entonces no habrá paz, no podrá re-
construir el tejido social y no progresará 
éticamente. 

Por si hace falta subrayarlo, aunque sea 
materia conocida, en México la solución 
al problema del crimen organizado y sus 
violencias no ha sido aún resuelto por-
que el marco judicial es muy deficiente, 
las autoridades suelen ser incompeten-
tes para presentar pruebas ante el juez 
contra los cárteles, y las instituciones es-
tán infiltradas y corrompidas por éstos. 
El funcionariado público está amenaza-
do por los grupos criminales y no puede 
actuar profesionalmente, lo cual impide 
que se constituya como un tercero impar-
cial ubicado fuera del contexto de los po-
deres fácticos. Para construir la paz social 
se necesita reforzar la capacidad que tiene 
el poder judicial de resolver los conflictos 
violentos que aquejan a la sociedad mexi-
cana desde hace varios años. 

Además de potenciar las dimensiones 
simbólico-culturales de la ley, la paz y los 
derechos humanos, es necesario aceptar 
el «principio de realidad» y adaptarse a las 
circunstancias negativas imperantes, de 
tal manera que la paz no es lo que vie-
ne «después» de que se erradiquen las 
violencias, se resuelven los conflictos y se 
reparan todas las injusticias, sino que los 
esfuerzos de construcción de paz convi-
ven simultáneamente con este escena-
rio. Como afirma John Rawls (2001): «La 
posibilidad de la paz democrática no es 
incompatible con las democracias reales, 
marcadas como están por injusticias, ten-
dencias oligárquicas e intereses monopo-
lísticos» (p. 61). Un ejemplo que podemos 
dar son las resistencias autonómicas in-
dígenas. La comunidad de Cherán en el 
estado de Michoacán ha logrado frenar 
la depredación de los recursos naturales 
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de los bosques que llevaban a cabo gru-
pos criminales (paz negativa) y, al mismo 
tiempo, ha construido exitosamente pro-
cesos deliberativos de resolución de con-
flictos, mecanismos de justicia local para 
delitos menores y acciones colectivas 
de solidaridad y cooperación (paz positi-
va). No obstante, dado que se enfrentan 
a grupos muy poderosos y violentos, los 
integrantes de esta comunidad «se expo-
nen a la muerte individual para proteger 
la vida colectiva y común» (Calveiro, 2021, 
p. 206). La paz social que se ha logrado 
construir en Cherán es una paz imperfec-
ta, no integral, pero la gente de la comu-
nidad no ha dejado de actuar por ello, al 
contrario, es un aliciente para continuar 
luchando. 

La educación con perspectiva de dere-
chos humanos es un proceso de mediano 
a largo plazo en la construcción de la cul-
tura de paz, por lo que sus frutos no son 
inmediatos. Sin embargo, la lección de la 
comunidad de Cherán es que no hay que 
demorar la actuación: es preciso interve-
nir donde se pueda, con las herramientas 
que se dispone, para frenar la violencia 
siendo conscientes de que la paz no es un 
estado idílico que surge luego de que se 
interrumpen todas las violencias. Los es-
cenarios pacíficos conviven con expresio-
nes de la violencia que son persistentes y 
difíciles de erradicar, pero esta situación, 
lejos de menguar el deseo y los esfuerzos 
por construir la paz, es parte de ella. En 
palabras de García González (2014): «los 
anhelos de alcanzar [la] paz no menguan 
ante las agresiones cotidianas, ante la 
violencia generalizada y frente a los ase-
sinatos deliberados de inocentes» (pp. 
105-106). La pacificación es un proceso en 
permanente construcción en el que se 
producen avances y retrocesos; es crea-
tivo, dinámico y participativo, y requiere 
que se promueva en todo momento el 

diálogo, se solucionen los conflictos a tra-
vés de la cooperación social y se cumplan 
los compromisos acordados para poner 
fin a la violencia y garantizar el desarro-
llo y la justicia (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 1999, p. 3; Fisas, 2010, 
p. 11; García González, 2014, p. 117; Gaspa-
rello, 2016, p. 87; Hernández Arteaga et 
al., 2017, pp. 160-161; Butler, 2022; El Cole-
gio de Guanajuato para el Desarrollo, s/f, 
p. 5). Fisas (2010) destaca que la idea de 
«proceso» que es propia de los procesos 
de paz «no es un momento puntual, sino 
un conjunto de fases o etapas repartidas 
en el tiempo, en las que intervienen todos 
los actores afectados»; estas etapas son la 
negociación y la mediación, el estableci-
miento de acuerdos, el compromiso de 
cumplir lo acordado para detener la vio-
lencia (paz negativa) y avanzar en la cons-
trucción de escenarios de «prosperidad, 
armonía, desarrollo humano, crecimien-
to personal y justicia social» (paz positiva) 
(pp. 11-12). Las conquistas que se hacen 
en el terreno de los derechos humanos 
no están garantizadas para siempre. Los 
consensos a los que una sociedad llega 
para evitar la violencia pueden romperse, 
los acuerdos de paz pueden no cumplir-
se y esto puede desatar nuevas olas de 
violencia y producir más víctimas, como 
lo revela la experiencia centroamericana 
(Fisas, 2010).

En consecuencia, la paz integral que su-
pera todo tipo de violencias (directa, es-
tructural y cultural) es «una aspiración 
más que una realidad», aunque esta 
constatación no impide que los acuerdos 
parciales de paz que se logran en espa-
cios y tiempos acotados se encaminen, 
con sus logros y sus limitaciones, «hacia 
el establecimiento del horizonte integral» 
(Gasparello, 2016, p. 87). La paz integral se 
corresponde con «la paz como un modo 
de vida», es la realización de la no-violencia 
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veo andar en libertad». Estas estrofas reú-
nen imágenes potentes de la cultura po-
pular que apuntalaron la construcción de 
la cultura de paz y derechos humanos en 
la Argentina de los años ochenta. Estas 
canciones, con sus letras rebeldes y amo-
rosas, anunciaban una nueva época de 
gozo colectivo y de ejercicio de libertades 
individuales y públicas en la transición de-
mocrática argentina, el florecimiento de 
una democracia viva y llena de promesas. 

La razón de por qué se requiere la imagi-
nación para resolver los conflictos es que 
la cultura de la violencia está fuertemen-
te instalada en nuestras sociedades: tan 
arraigados están los prejuicios violentos 
que se hace necesario imaginar nuevas 
maneras de enfrentarlos para transfor-
mar la realidad. «El vacío de imagina-
ción supone la cancelación de los sueños 
anulando la posibilidad de paz y justicia» 
(García González, 2014, p. 119). Violenta es 
la persona que no puede imaginar otra 
solución a un conflicto que no sea la vio-
lencia. Los recursos de la invención y la 
creatividad son herramientas políticas 
que apuntalan la solución de los conflic-
tos. Esto implica asumir que la imagi-
nación no es una actividad puramente 
mental, pues, como subraya Agamben 
(2007): «la imaginación es naturalmen-
te ya una praxis» (p. 15). A la pregunta de 
cómo se transforma una sociedad vio-
lenta, los enfoques de cultura de paz res-
ponden que se logra a través del diálogo 
continuo, la negociación, la formación en 
derechos humanos y la cooperación mu-
tua, sin olvidar la construcción de institu-
ciones de justicia distributiva y desarrollo 
sustentable. Ahora bien, si no hay imagi-
nación política, si no hay imágenes utó-
picas que movilicen las luchas populares 
por la paz y los derechos humanos, esos 
hechos y esas instituciones no tendrán 
eficacia simbólica. Las imágenes utópi-

en la vida individual y social, y es «el resul-
tado de un modo de ver cotidiano de las 
personas y las sociedades» (Hernández 
Arteaga et al., 2017, p. 166). En la literatu-
ra contemporánea sobre la cultura de paz 
se habla de una paz imperfecta (Muñoz y 
Molina Rueda, 2010, p. 51; Hernández Ar-
teaga et al., 2017, p. 154; Pérez Viramontes, 
2018, pp. 31-32), lo cual quiere decir que 
las sociedades violentas construyen una 
paz realista en el marco de las condicio-
nes existentes.

Ahora bien, no hay que actuar únicamen-
te con base en el principio de realidad, 
asumiendo que los cambios orientados 
a construir la paz son lentos y están su-
jetos a múltiples mediaciones. También 
es necesario activar la imaginación que 
permite «ver más allá» de la inmediatez 
de la realidad violenta. La imaginación 
es «un acto de creación» porque «su ca-
racterística propia es la de trascender lo 
dado» (García González, 2014, p. 119). Se 
requiere un fuerte empujón para dar los 
primeros pasos en el camino hacia la paz, 
y ese impulso no lo provee la razón sino 
la imaginación. Hace falta proyectar una 
utopía pacifista que entusiasme a la gen-
te, no sólo nuevas y mejores leyes de de-
rechos humanos; o bien, en todo caso, 
el entramado normativo que respalda la 
construcción de la paz tiene que estar 
apuntalado por el entusiasmo de imagi-
nar una sociedad mejor. En 1985, a dos 
años de haber recuperado la democracia 
luego de que la sociedad argentina pade-
ciera la dictadura más sangrienta de su 
historia, el grupo de rock Los abuelos de 
la nada cantó en el Teatro Ópera de Bue-
nos Aires la canción «Lunes por la ma-
drugada»,, que termina con esta estrofa: 
«Más allá de toda pena, siento que la vida 
es buena». Y cuando sonó el monumental 
«Himno de mi corazón» la multitud escu-
chaba: «Nada hay que nada prohíba, ya te 
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cas son anticipadoras de un porvenir li-
berado y potencian su construcción en el 
presente; imaginar una realidad libre de 
violencias es ya una manera de vivir en 
ella. Las imágenes de un futuro libre de 
violencias y opresiones suelen estar ins-
piradas en imágenes utópicas del pasa-
do. Es lo que hizo el zapatismo en México 
en los años noventa: en 1994 los indíge-
nas dieron un «salto de tigre al pasado» 
para liberar las energías explosivas del 
movimiento de Emiliano Zapata y arran-
car el ideario de la Revolución mexicana 
del conformismo de la política oficial; hi-
cieron volar por los aires la continuidad 
histórica entre la Revolución mexicana de 
1911-1917 y el régimen priista de los años 
noventa; y actualizaron la ideología zapa-
tista de liberación y reclamo de la tierra 
en las llamadas «sociedades de la infor-
mación», donde la comunicación a través 
de Internet es un recurso fundamental de 
la lucha de los pueblos. La comunidad in-
dígena chiapaneca organizada en las zo-
nas autonómicas ha sabido construir una 
cultura política de paz y derechos huma-

nos llena de imágenes utópicas; una de 
las más importantes es la imagen del pro-
pio Zapata «que representa la liberación 
de los y de las mejicanos/as ante los espa-
ñoles/as, ante los amos de la tierra» (Raj-
chenberg y Héau-Lambert, 1996, párr. 3).15

* * *

Expongo a continuación un resumen de 
las principales prácticas que componen 
una cultura de paz y derechos humanos. 

15	 Agregan los autores citados: «Así pues, el EZLN lleva a 
cabo una recuperación de unos símbolos visuales 
como el caballo, la tierra, etc., y, a la vez, convierte ex-
periencias históricas en símbolos. La convocatoria de 
la Convención Nacional Democrática en un ejido 
llamado Aguascalientes, guarda directa relación con 
la Soberana Convención Revolucionaria de 1914 que 
tuvo lugar en la ciudad de Aguascalientes» (Rajchen-
berg y Héau-Lambert, 1996, párr. 4).
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Hábitos, costumbres, actitudes, acciones y políticas de una cultura de paz
y derechos humanos

•	 Reconocer la existencia de los conflictos, no negarlos; más aún: no porfiar en no 
querer ver la catástrofe. 

•	 Cortar de cuajo la escalada a los extremos de la violencia: no responder a la 
violencia con más violencia. 

•	 No imitar a los violentos para diferenciarse claramente de ellos. 

•	 Poner límites desde el Estado y la sociedad civil a la avidez de los poderosos 
haciendo valer la igualdad de oportunidades y la justicia social. 

•	 Aceptar y practicar los principios de justicia política y social en todos los ámbitos 
de la vida.  

•	 Sustituir el pacifismo como asunto sentimental por el pacifismo como práctica 
política. 

•	 Reemplazar la actitud calma y pasiva por el «pacifismo militante». 

•	 Combatir la violencia ilegitimándola en los espacios públicos y privados. 

•	 Militar la progresividad de los derechos humanos como respuesta a la militancia 
antiderechos que hacen los sectores conservadores.  

•	 Tejer alianzas en el espacio público entre las instituciones estatales de defensa 
y promoción de los derechos humanos y los movimientos sociales de lucha por 
los derechos humanos, para que, juntos, se pronuncien en contra de la violencia, 
ofrezcan diagnósticos de su historia y evolución, y brinden soluciones. Esto 
permitirá reforzar su autoridad moral.  

•	 Formar redes colectivas de protección de las víctimas potenciales y reales, en las 
que participen actores e instituciones estatales y de la sociedad civil. 

•	 Concebir la educación en derechos humanos en las escuelas y la capacitación en 
este tema a servidoras y servidores públicos como una herramienta de reflexión 
crítica orientada a producir un cambio cultural profundo, una transformación 
que haga cimbrar a la sociedad a la manera de lo que Rita Segato (2016) ha 
llamado un «movimiento de las placas tectónicas que sustentan la imaginación 
colectiva» (p. 144). El combate al machismo, el racismo, la xenofobia, el clasismo, 
el autoritarismo, la violencia burocrática e institucional y la «cultura de la 
simulación», entre otras cuestiones, tiene que estar orientada por el impulso 
de mover las «placas tectónicas» de una sociedad. Esto se distingue de un 
reacomodo de las fuerzas en el que algunas cosas cambian, para que nada 
cambie.  

•	 Desmontar el mandato de masculinidad. 

•	 Estimular el desarrollo de un orgullo patriótico hacia las normas de derechos 
humanos contempladas en la Reforma Constitucional de 2011, que permita 
encarar afectivamente la protección, el respeto, la promoción y la difusión de los 
derechos humanos. En suma, militar la Reforma Constitucional en materia de 
derechos humanos; militarla quiere decir usarla como un símbolo que impulse 
acciones de defensa de los derechos humanos que hagan cimbrar los pactos de 
impunidad.

Fuente: Elaboración propia. 
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2
La construcción de la paz

claramente establecidos. El desafío es 
instrumentar políticas y estrategias que 
sean eficaces para alcanzar este objeti-
vo. La pregunta que busco responder es: 
¿en qué consiste la eficacia práctica de la 
no-violencia? La cultura de paz crea lími-
tes simbólicos sin los cuales la sociedad 
no sobrevive, permite diferenciar algo so-
cialmente pernicioso de lo que no lo es, 
pone frenos a la avidez de los poderosos y 
a la competitividad feroz y, en suma, limi-
ta la violencia que destruye los diques de 
seguridad humana. Como afirma René 
Girard (2006):

La cultura humana consiste esencial-
mente en un esfuerzo por impedir 
que la violencia se desencadene sepa-
rando y «diferenciando» todos los as-
pectos de la vida pública y privada 
que, si son abandonados a su recipro-
cidad natural, amenazan con hundirse 
en una violencia irremediable (p. 25).

Del autocontrol como práctica de renun-
cia a responder a la violencia con más vio-
lencia, paso luego a exponer la dimensión 
afirmativa de la política pacifista: no se 
trata sólo de abstenerse de actuar de ma-
nera agresiva, es necesario también ac-
tuar políticamente. Aquí, el pacifismo no 
aparece como una actitud moral o sen-

La paz se construye a través del cam-
bio social creativo, la educación que 
motive el aprendizaje autónomo, las 

negociaciones y los acuerdos que pro-
vean soluciones a un conflicto y la me-
diación de actores que tienen autoridad 
moral. También se logra impulsando 
prácticas de la vida cotidiana como el 
respeto, la amabilidad, el cuidado del otro 
y la solidaridad. Es fácil que estas afirma-
ciones se conviertan en una receta repeti-
da o una fórmula abstracta, que no tiene 
una clara orientación o un anclaje social 
concreto. Con la intención de evitar ello, en 
este capítulo me propongo analizar las ac-
ciones individuales y colectivas, los hábitos, 
las costumbres, las políticas institucionales 
y las prácticas populares de resistencia no 
violenta que permiten construir una cul-
tura de paz y derechos humanos, contex-
tualizando todo ello y desmenuzando sus 
implicaciones. 

Clasificaré las acciones y los procesos 
de paz en tres grupos. Forman parte del 
primero de ellos las acciones de un in-
dividuo, un grupo o una institución que 
frenan la violencia o retardan lo más que 
se puede su irrupción. Consiste, básica-
mente, en prácticas de autocontrol, de 
renuncia a utilizar la violencia, o bien, si 
ésta se aplica, que se haga con límites 
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timentalista, sino como una política de 
contrapoder, en la que la negociación no 
es la expresión de una voluntad de domi-
nio del amigo sobre el enemigo sino una 
política que crea escenarios públicos de 
diálogo, en los que intervienen profesiona-
les y sectores populares organizados, para 
ponerle límites a la expansión de la violen-
cia; una política que es al mismo tiempo 
institucional, profesional y popular. 

La segunda forma de actuación orienta-
da a construir una cultura de paz consis-
te en un proceso de aprendizaje moral 
que apuntala la construcción y la conso-
lidación de instituciones de la libertad, 
la igualdad y la justicia social que le con-
fieren estabilidad a una sociedad demo-
crática. Esta propuesta nace de la teoría 
liberal progresista. 

En el último grupo identifico acciones po-
líticas de lucha no violenta que involucran 
a sujetos colectivos (estatales o no esta-
tales, o ambos actuando articuladamen-
te) que resisten la violencia en el espacio 
público y propulsan la emancipación so-
cial. Estas expresiones pertenecen al pa-
radigma de la democracia radical, una 
democracia que tiene un fuerte sentido 
popular y combativo. 

¿Cómo diferenciarse de los
violentos? La eficacia práctica de 
la no-violencia y la construcción
política de la paz

En la primera parte de este trabajo expu-
se las características de la violencia con-
temporánea. Vimos que la violencia se 
define por ser inorgánica y proliferante, 
por escalar a los extremos y aumentar 
aceleradamente en frecuencia e intensi-
dad. Si esto es así, en consecuencia, la vio-
lencia tiene que interrumpirse de cuajo, 

en las etapas más tempranas de su ges-
tación. Es fundamental comportarse de 
manera distinta a como actúa una perso-
na violenta. Diferenciarse del violento im-
plica no responder a su violencia con más 
violencia. Aplazar lo más que se pueda la 
respuesta violenta permite, literalmente, 
diferir la violencia, demorar su aparición 
hasta el extremo posible de su extinción. 
Girard (2006) retoma el doble sentido que 
Jacques Derrida le imprime a la palabra 
francesa différance (diferencia, diferir) 
para explicar el «interés vital en la pre-
servación de la paz» (p. 34): por un lado, 
«diferenciación de lo mismo» (diferenciar-
se de la persona violenta) y, por el otro, 
«no-coincidencia en el tiempo, el diferir 
[...] de lo simultáneo» (no replicar inmedia-
tamente con más violencia a la violencia, 
o bien, abandonar una escena violen-
ta para protegerse y no caer en la pro-
vocación de responder con golpes a los 
golpes) (p. 27). Ser diferente del violento, 
entonces, tiene que ver con interrumpir la 
escalada de agresión a la que una perso-
na puede contribuir imitando la conducta 
agresiva del otro. No se trata sólo de huir 
de un contexto violento. Se trata de abrir 
un tiempo de pausa para conversar públi-
camente acerca de qué violencia acepta-
mos y cuál rechazamos, de qué manera 
se usa la fuerza del Estado y si ésta debe 
o no seguir utilizándose en el contexto de 
un conflicto, por cuánto tiempo y en qué 
lugares tiene que aplicarse. Estas accio-
nes reflexivas forman parte de una cul-
tura política de paz y derechos humanos. 
No hay que concebir esto como un diálo-
go infinitamente ocioso, sino como un es-
pacio de pensamiento y acción colectiva 
que aporte diagnósticos y soluciones a las 
escaladas de violencia.

A continuación, analizo algunas acciones 
que permiten detener la violencia y cons-
truir la paz.
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Es necesario parar la violencia antes de 
que sea demasiado tarde y la escalada se 
torne inmanejable (Girard, 2006; 2010). Di-
ferir la violencia consiste en gestionar los 
tiempos y los espacios en los que ésta se 
ejerce: si no se frena a tiempo la respues-
ta violenta o si no se tiene control del es-
pacio en el que se lleva a cabo, la violencia 
se esparcirá. Evitar que la violencia se des-
encadene ya mismo guarda relación con 
frenar sus escaladas futuras. El presente 
y el futuro no pueden entenderse como 
tiempos desconectados: es irresponsable 
hacer arder todo para aplastar un conflic-
to, sin pensar que en el futuro inmedia-
to puede crearse una atmósfera tóxica 
de terror. Tiene sentido que Ernest Bloch 
(2006) haya planteado que: «el pacifismo 
no consiste en terminar a todo precio las 
guerras en curso, sino en impedir en sus 
causas guerras futuras» (p. 498). La vio-
lencia es un fenómeno inseparable de la 
temporalidad y el espacio; es por ello que 
la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (2006) ha recomendado que:

Los operativos [de seguridad pública] 
deben ser planeados antes de llevarse 
a cabo y tomar las medidas necesarias 
para salvaguardar la seguridad de las 
personas ajenas a los hechos (p. 23).

Planear los operativos con el debido 
tiempo permite, por un lado, conocer el 
territorio donde se actuará y, por el otro, 
anticiparse a imprevistos para solucionar-
los a través de la inteligencia y no de la 
fuerza. Se puede objetar a ello que, si las 
fuerzas del Estado no actúan inmedia-
tamente ante un conflicto que pone en 
riesgo la seguridad de la ciudadanía, ocu-
rrirá lo peor. Esto es cierto, pero no lo es 
en todas las circunstancias. Elevar la ac-
tuación violenta inmediata del Estado a 
ley general impide construir una cultura 
de paz y derechos humanos. Es necesa-

rio someter a crítica la puesta en práctica 
en los dispositivos de seguridad contem-
poráneos de la fuerza sin mediaciones ni 
previsiones.

Así como es fundamental interrumpir la 
violencia desde el primer momento en 
que se manifiesta, de la misma manera 
hay que promover el diálogo durante «las 
primeras manifestaciones» de un con-
flicto para disminuir su grado intensidad 
y «reforzar» la «capacidad de actuación» 
de las partes que intervienen en él (Fisas, 
1998, p. 16).

Hay que tener claro que la violencia legí-
tima y legal que se utiliza para combatir 
la violencia criminal puede en cualquier 
momento de las etapas de su aplicación 
pasar de ser un medio legítimo (destina-
do a lograr la seguridad) a convertirse en 
un fin en sí mismo sobre el que no se ten-
drá ningún control. 

Los sujetos tienen que pensar en qué 
medida contribuyen a aumentar las con-
ductas agresivas mediante acciones ne-
gativas y malas prácticas –conductas 
pasivo-agresivas, insinuaciones pérdidas, 
actitudes avasallantes– que su narcicismo 
les impide advertir.

No es lo mismo agredir y violentar que 
ejercer legítimamente la autoridad: la 
autoridad se basa en el consenso de los 
gobernados, mantiene cohesionado a un 
grupo y fortalece el lazo civil; por el con-
trario, violencia física y verbal destruye 
las relaciones de gobierno y el lazo civil, y 
crea atmósferas tóxicas en las que impera 
el desorden y la arbitrariedad. El ejercicio 
de la autoridad es compatible con la cul-
tura de paz y derechos humanos: 

el orden patriarcal identifica autoridad 
y poder, con la violencia intrínseca que 
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eso conlleva. El ejercicio de la autori-
dad, en cambio, equivale al ejercicio 
del respeto y no está reñido con la 
vida, el amor o la gratitud, y [...] posibi-
lita la resolución de los conflictos en la 
medida que implica una práctica 
constante de negociación y diálogo 
(Fisas, 1998, p. 4).

Hay que desconfiar del «pacifismo in-
condicional» que rechaza tajantemente 
cualquier forma de la violencia y no estra-
tegiza el uso de la fuerza legítima del Es-
tado, lo cual implica enfrentarse a peligros 
mayúsculos para «defender la sociedad» 
haciendo un uso limitado de la fuerza. A 
la violencia ilegal el Estado debe respon-
der con «la contra-violencia mesurada [...], 
justificada, legítima» (Girard, 2006, p. 32). 
La violencia legítima es la que inmoviliza 
a la agresión ilegítima. Cuando la violen-
cia legal, lejos de inmovilizar a los sujetos 
violentos, los alienta a seguir dañándose 
unos a otros, a responder a la violencia 
que padecen con más violencia, la socie-
dad se desmorona. Por lo tanto, militares 
y policías –ambos servidores públicos– no 
pueden ser ciegos a la violencia que (re)
producen; ellos también –no sólo los cri-
minales– generan violencia destructiva 
cuando redoblan o multiplican la violen-
cia que sus antagonistas ejercen contra 
ellos. El pensamiento crítico es una herra-
mienta que nos permite dudar de nues-
tros actos y nos lleva a preguntarnos: 
¿estamos alimentando la violencia? En 
tanto ejecutores de la fuerza del Estado: 
¿estamos apagando el fuego de la violen-
cia, o lo estamos animando? 

Es común entender el acto de renunciar 
a la violencia como la expresión de una 
«utopía pacifista manifiestamente in-
genua [...] condenable por ser inútilmen-
te servil, quejumbrosa y probablemente 
masoquista» (Girard, 2006, p. 34). Sin em-

bargo, la no violencia no se ejerce bajo 
cualquier circunstancia y tiene un obje-
tivo preciso: no hay que responder agre-
sivamente a personas o grupos que sólo 
desean «exasperarnos, para arrastrarnos 
con ellos a un proceso de escalada vio-
lenta« (p. Girard, 2006, p. 34). La no vio-
lencia no es la renuncia a la violencia, es 
una estrategia que busca cortar de cua-
jo las exasperaciones y las polarizaciones 
que fracturan a una sociedad. Hay gen-
te que sólo busca sulfurarnos y no quiere 
discutir realmente con nosotros para ha-
cer que del conflicto surja algo nuevo que 
beneficie a la sociedad. Sólo quieren que 
respondamos con violencia a la violen-
cia que ejercen contra nosotros para que 
tengan motivos de seguir siendo agresi-
vos. De esta manera:

Es necesario desobedecer siempre a 
los violentos, no sólo porque nos 
empujan al mal sino porque nuestra 
desobediencia puede, ella sola, atajar 
esta empresa colectiva que es 
siempre la peor violencia, la que se 
expande contagiosamente» (Girard, 
2006, p. 34). 

La paz, de esta manera, no es una acción 
pasiva de armonización de intereses, sino 
una estrategia política de desobediencia: 
desobedecer a los violentos, no respon-
der a su violencia corrosiva y contagiosa 
con más agresiones, es el primer acto de 
construcción de paz. La estrategia pacifis-
ta de frenar el contagio de la violencia no 
es incompatible con el derecho a la legíti-
ma defensa. En efecto, la guerra justa es 
aquella que sirve para «defender la liber-
tad» y «oponerse a aquellos que preten-
den dominarlos» (Rawls, 2001, p. 61). No se 
trata de renunciar a defenderse, sino, más 
bien, de no contribuir a la discordia y a la 
agresión, una decisión que cada vez me-
nos personas están dispuestas a adoptar 
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en un mundo cada vez más violento. Dis-
tingo la discordia, que destruye la demo-
cracia, del desacuerdo que contribuye a 
reforzar los valores cívicos de la cultura 
política democrática. El desacuerdo es un 
pilar de la paz porque permite que exista 
una pluralidad de miradas en torno a un 
conflicto, y mientras más opiniones haya 
en torno a él, más factible será solucionar-
lo. No hay que responder con violencia a 
quien busca desquiciarnos porque en ese 
caso no hay una lucha agonística franca 
para darle sentido a un objeto social co-
múnmente disputado. En las democracias 
contemporáneas cada vez más sectores 
políticos insultan a otros grupos con co-
mentarios insensibles, e intercambian in-
jurias y hasta amenazas. La cultura de la 
discordia está fagocitando la cultura del 
desacuerdo. La vida política pacífica es 
aquella en la que el desacuerdo demo-
crático –incluso el más enérgico y con-
tundente– ocurre en una atmósfera de 
concordia civil. La concordia es un bien 
público que garantiza la estabilidad de las 
instituciones de la libertad y la igualdad. 
Por lo tanto, el pacifismo no implica dejar 
de disentir democráticamente en el es-
pacio público y renunciar a defender con 
vigor los derechos humanos, sino que 
consiste en no escalar la agresión con 
personas o grupos cuyo único objetivo 
es frustrarnos y hacernos enojar. Cuando 
esto sucede se instala un conflicto infér-
til del que no resultará nada bueno para 
la vida democrática. Recordemos que el 
mayor peligro para la vida republicana es 
la rivalidad violenta que surge entre dis-
tintas facciones (Lefort, 2010, p. 573). En 
México, el antagonismo entre bandos se 
manifiesta crudamente en los grupos del 
crimen organizado que libran guerras de 
castigo y de exterminio. Hay que pensar 
maneras de mediar entre estas facciones 
más allá de las estrategias militarizadas 
de seguridad. 

Así como la cultura de paz no está reñi-
da con el derecho a la legítima defensa, 
de la misma manera el pacifismo no es 
partidario del desarme total porque las 
armas defensivas que tienen «determina-
das condiciones de alcance y poder des-
tructivo» son necesarias para garantizar 
la seguridad (Hueso García, 2000, p. 151). 
Tampoco es razonable el desarme unila-
teral en un contexto en que el enemigo 
incrementa su poderío violento (Deleu-
ze, 2008, p. 205). Desarmarse cuando el 
enemigo aumenta sus armas en medio 
de un conflicto –da lo mismo si es formal 
o informal– es un acto suicida. Ésta sería 
la acción propia de un pacifismo ingenuo. 
Gilles Deleuze (2008) califica a los defen-
sores del desarme total o unilateral como 
«tontos» porque «piensan que el “ejem-
plo” bastaría para persuadir al enemigo 
de que haga lo mismo» (204). La idea de 
que se puede construir la paz «predican-
do con el ejemplo» es sentimentalista y 
carece de eficacia práctica. Hay que dar 
el salto del sentimentalismo a la política: 
ciertamente, «[e]l pacifismo es una po-
lítica» y, por consiguiente, requiere «ne-
gociaciones parciales o globales» entre 
las partes que participan en un conflicto; 
por ser una política, la paz «no pide ne-
gociaciones exclusivamente técnicas» (p. 
204). Esto implica que la paz se constru-
ye siempre políticamente: no se obtiene 
desarmándose total o unilateralmente 
sino activando negociaciones para fre-
nar la carrera armamentística, atenuar 
el poder violento del enemigo y usar la 
violencia del Estado de manera contro-
lada sin destruir el tejido social. La nego-
ciación política es un medio más eficaz 
para «desestabilizar» a un enemigo que 
la «carrera de armamentos», porque esta 
última hace que el enemigo refuerce su 
sistema de seguridad y su organización 
militar y, en consecuencia, estará menos 
dispuesto a dejarse persuadir para miti-
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gar sus actos agresivos (Deleuze, 2008, p. 
205). La política pacifista se entiende, así, 
como una estrategia para evitar que la 
violencia escale incontroladamente. 

El derecho a la paz depende de la exis-
tencia de una cultura política que pro-
mueve el desarme paulatino, el freno de 
las escaladas violentas, la no imitación 
de las conductas agresivas del enemigo 
y la negociación con él en un plano de 
igualdad. Más que un poder, el pacifis-
mo es un «contrapoder» (Deleuze, 2008, 
p. 204); literalmente, el contrapoder no 
es un poder, sino un poder contra el po-
der. Es lo que está implícito en la expre-
sión «combate contra la guerra», es decir, 
una lucha no violenta contra la violencia. 
La construcción de la paz requiere de la 
existencia de actos de contrapoder que 
sean capaces de redefinir radicalmente 
un estado de la situación: el contrapoder 
imagina otro contexto, otra relación entre 
las fuerzas en disputa, otra manera de re-
solver el conflicto distinta a las soluciones 
ineficaces que ya se han dado, y no sólo 
lo imagina, sino que lo hace realidad. Es lo 
que hizo el ex primer ministro israelí Isaac 
Rabin:

cuando reconoció a la OLP [Organización 
para la Liberación de Palestina] como 
el representante legítimo de los pa-
lestinos, y por tanto el único interlo-
cutor válido en las negociaciones. 
Cuando Rabin anunció el giro de la 
política israelí de «no negociación con 
la OLP, una organización terrorista», y 
pronunció las simples palabras: «Aca-
bemos con esta farsa de negociaciones 
con palestinos sin vínculos públicos 
con la OLP y comencemos a hablar con 
nuestros interlocutores reales», la situa-
ción de Oriente Próximo cambió de la 
noche a la mañana. En ello reside el 
efecto de un acto político real: hace de 

lo impensable algo pensable (Žižek, 
2009, p. 152).

El pacifismo político –no moralista– es 
una política institucional conducida por lí-
deres políticos dispuestos a negociar con 
el enemigo, haciendo «de lo impensable 
algo pensable», pero también es un movi-
miento popular en el que participan múl-
tiples actores sociales que les confieren 
legitimidad a las negociaciones y apor-
tan ideas creativas. Deleuze (2008) carac-
teriza al pacifismo como un movimiento 
popular: «En cuanto movimiento popular, 
el pacifismo no puede ni quiere separar 
los problemas técnicos (cuantitativos) de 
las modificaciones políticas» (p. 204). Hay 
que tomar en cuenta que no se trata úni-
camente «de conseguir un acuerdo políti-
co en el nivel más alto» sino que, además, 
se requiere promover «los saberes que 
utilizan las personas en la vida diaria para 
resolver sus diferencias, recuperar la ima-
ginación, la palabra, los afectos y las for-
mas como se deliberan los asuntos en las 
comunidades locales» (Pérez Viramontes, 
2018, p. 56). En otros términos: «el contex-
to local es imprescindible para favorecer 
la paz desde los grupos de base» (Cruz y 
Fontán, 2014, p. 139). La dimensión popu-
lar del pacifismo, su constitución como 
un movimiento social que se nutre de las 
discusiones y soluciones que aportan «to-
das y todos» en el espacio público, hace 
posible desligar la construcción de la paz 
de visiones puramente tecnicistas, inclu-
so elitistas. Pero esto no implica partici-
par en el proceso de construcción de paz 
siendo aficionados porque es necesario 
«profesionalizarnos como constructores 
de paz [...] Tenemos que convertirnos en 
expertos que saben de formatos, reglas, 
métodos y procedimientos con los que 
se hace la paz» (Pérez Viramontes, 2018, 
p. 30). La idea según la cual tenemos que 
devenir expertos en construcción de paz, 
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no quiere decir que tengamos que ser de 
antemano expertos: la experticia es una 
habilidad socialmente adquirida a la que 
cualquiera puede aspirar. En ello radica la 
faceta igualitaria y popular de un proceso 
de construcción de paz. 

En suma, pacifista en un sentido político, 
popular y profesional, no sentimentalista, 
moralista ni tecnicista, es aquella perso-
na, grupo o institución que:16 

	• No asume posiciones ingenuas, en 
las que el «buen ejemplo» (pongamos 
por caso: desarmarse) bastará por sí 
mismo para persuadir al enemigo a 
que siga por el «buen camino».

	• No separa los problemas técnicos (el 
control de la producción, del suminis-
tro y del almacenamiento de las armas) 
de los asuntos políticos (las negocia-
ciones, los compromisos para cumplir 
los acuerdos y el seguimiento de los 
acuerdos para lograr su cumplimiento).

	• Se apoya en bases y manifiestos polí-
ticos, que pueden ser planes de la Or-
ganización Nacional de las Naciones 
Unidas y/o iniciativas de instituciones 
de derechos humanos y de movi-
mientos populares de víctimas.

	• Renuncia a la idea de que sólo una las 
partes que participa en una negocia-
ción defiende una posición pacifista y 
la otra es violenta; la política pacifista 
tiene que ejercerse en todos los ámbi-
tos, por todos los actores involucrados 
en el conflicto. 

	• Estimula prácticas de «contrapoder», 
que la pueden ejercer los políticos, los 
observadores que participan en una 
negociación y las organizaciones po-
pulares que presionan y demandan la 
paz en el espacio público. Puede su-

16	  Sigo e interpreto a continuación los planteos pacifis-
tas de Deleuze (2008), aunque no me ciño sólo a ellos.

ceder que las agencias de paz y las 
organizaciones no gubernamentales 
que ofician como observadores dejen 
de ser instancias de contrapoder y se 
conviertan en poderes fácticos que, a 
partir de intereses particulares o cor-
porativos, propician modelos de paz 
no adecuados a las necesidades rea-
les de la comunidad. 

	• No reduce la política pacifista al acuer-
do en el que sólo intervienen repre-
sentantes de la cúspide del poder, y 
la entiende como parte de un movi-
miento popular que pone el foco en 
«lo local de la paz», es decir, «la paz 
desde abajo» que «se configura en 
el día a día« y «se crea en las mismas 
familias y personas» (Cruz y Fontán, 
2014, p. 136). Los autores citados plan-
tean que, para evitar malas prácticas 
de construcción de paz, es necesario 
que se instalen procesos de «concien-
tización colectiva». Los integrantes 
de la comunidad en la que se ha de-
sarrollado o se desarrolla un conflicto 
violento tienen que participar en la 
confección de la agenda de los con-
flictos que se tienen que resolver y de 
las demandas populares que se de-
ben atender, con la finalidad de que 
el proceso se ajuste a las necesidades 
propias de la comunidad. 

	• Participa en negociaciones en las 
que se tratan tanto asuntos técnicos 
como políticos. El equilibrio al que lle-
gan dos o más partes que antagoni-
zan en un conflicto no es un equilibrio 
entre el poder de las armas que cada 
una posee, sino un equilibrio político 
que es «inestable y dinámico que los 
seres vivos asumen y gestionan [...] 
la imperfección de la Cultura de paz 
está determinada por la complejidad 
y los equilibrios dinámicos que dentro 
de ella son posibles» (Muñoz y Molina 
Rueda, 2010, pp. 47, 51). La cultura de 
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paz no promueve la igualdad guerrera 
(la igual capacidad de disuadir al otro 
por medio de las armas), sino que más 
bien provee a los sujetos de las herra-
mientas reflexivas y políticas que son 
necesarias para crear y mantener un 
espacio igualitario de negociación, no 
desbalanceado, en el que las partes 
puedan conversar construyendo equi-
librios dinámicos. La política pacifista 
profesional y popular soluciona más 
eficazmente un conflicto que el uso 
de las armas empleadas como herra-
mientas disuasivas.

Gerardo Pérez Viramontes (2018) plan-
tea que: «el costo de paz es siempre me-
nor que el costo de la guerra [...] la idea 
de una cultura de paz no encaja adecua-
damente con las pretensiones que persi-
guen las culturas de defensa» (p. 25). La 
cultura de defensa es aquella que, bajo 
la fachada del argumento de la legítima 
defensa, justifica la violencia excesiva del 
Estado. La cultura de paz y derechos hu-
manos tiene que ilegitimar esta cultura 
fuertemente arraigadaa las estrategias de 
seguridad contemporáneas. El problema, 
en consecuencia, no es el derecho a la au-
todefensa, sino la desvirtuación de la legí-
tima autodefensa que hacen las culturas 
de defensa que propician la violación de 
los derechos humanos, la criminalización 
de la protesta social –la calificación como 
«violentas» a personas desarmadas que 
luchan en la esfera pública por sus dere-
chos–, o la aplicación ilegal de la fuerza 
en el combate al crimen organizado. Ma-
nifestarse colectivamente y exigir dere-
chos para defender la libertad no pone 
en riesgo la seguridad de una sociedad, 
al contrario, permite que esa sociedad 
avance democráticamente y refuerce 
sus lazos cívicos. El asesinato de crimina-
les mediante el uso ilegítimo de la fuerza 
se deriva de las políticas de «mano dura» 

que se justifican invocando el respaldo de 
«la gente». Estas políticas forman parte de 
una cultura de la violencia institucional in-
ternalizada en los cuerpos de seguridad. 
No es cuestión de matar como un fusila-
dor, sino de actuar como un agente de se-
guridad que se rige por protocolos de uso 
de la fuerza, normas y leyes. Aquí aparece 
la violencia como destructora del lazo so-
cial, como avasallamiento de los protoco-
los, las normas y las leyes que mantienen 
la cohesión social y el Estado de derecho. 
El peligro que traen consigo las culturas 
de defensa es normalizar el crimen: si los 
criminales despliegan una violencia bar-
bárica, las fuerzas del Estado no deben 
imitar sus conductas, porque ese esce-
nario, lejos de producir seguridad, genera 
inseguridad humana; en altas dosis, el ex-
ceso de protección genera vulnerabilidad. 

Hace años, la Comisión de los Derechos 
Humanos (2006) advirtió que en algunos 
operativos de seguridad pública 

funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, [...] golpean brutalmen-
te a los detenidos, ocasionándoles le-
siones, y hasta la muerte; se introdu-
cen a establecimientos comerciales 
sin órdenes escritas de autoridades 
competentes; cometen detenciones 
ilegales; maltratos físicos; confisca-
ción ilegal de bienes (p. 23).

Como observa este organismo autóno-
mo, quienes están obligados a hacer 
cumplir la ley son los que violan la ley. Los 
partidarios de las culturas de defensa se 
valen de discursos de defensa de la ley 
que, en la práctica, violan la ley. Esto ocu-
rre cuando 

la ley es entendida expresamente como 
un instrumento, un dispositivo de 
poder que puede aplicarse y suspen-
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derse a voluntad. La soberanía consiste. 
hoy por hoy, en la aplicación variable de 
la ley, en su tergiversación y en su sus-
pensión (Butler, 2006, p. 114).

Las culturas de defensa se entrelazan con 
«los paradigmas belicistas» que «están 
asentados en nuestras sociedades, en las 
estructuras y también en nuestros imagi-
narios colectivos» (García González, 2014, 
p. 104). En México, la cultura belicista pene-
tra tanto en los grupos criminales organiza-
dos, donde los cárteles libran una guerra de 
exterminio, como en los espacios estatales 
en los que se producen graves violaciones 
a los derechos humanos, principalmen-
te en situaciones en que los funcionarios 
que participan en operativos de seguridad 
han llegado al extremo de confiscar ilegal-
mente bienes e «incendiar las propiedades 
y hasta de efectuar ejecuciones suma-
rias» (Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, 2006, p. 23). Para deshacer la 
cultura de defensa y belicista que se ex-
pande el día de hoy, hay que reforzar la 
cultura no violenta de la legalidad, evi-
tando que se suspenda arbitrariamente 
la ley, pero hace falta también desmontar,

con la colaboración de los hombres, el 
mandato de masculinidad, es decir, 
[desmontar] el patriarcado, pues es la 
pedagogía de la masculinidad lo que 
hace posible la guerra y sin una paz 
de género no podrá haber ninguna 
paz verdadera (Segato, 2016, p. 23).

El mandato de masculinidad se basa en la 
idea según la cual la posición masculina se 
alcanza suspendiendo la emocionalidad y 
ejerciendo una o más formas de domina-
ción conjugadas (sexual, bélica, intelectual, 
política, económica y moral) (Segato, 2016, 
p. 142). En las escaladas de la violencia rige 
«la ley del más fuerte» y la «mística de la 
masculinidad», cuyos valores son «la du-

reza y la represión de la sensibilidad», «el 
afán de dominio», «y la competitividad ex-
trema», los cuales condicionan a los hom-
bres a ponderar «por encima de todo la 
victoria y la gloria» (Fisas, 1998, pp. 4, 17). 
Sólo desmontando el mandato de mas-
culinidad se podrá frenar la reproducción 
de la estructura social de dominación be-
licista. El reto cultural de nuestro tiempo, 
«el más importante, de la cultura de paz» 
(Fisas, 1998, p. 4), es acabar con dos ideas 
que se alimentan mutuamente: que los 
Estados se refuerzan mediante las armas 
en vez de hacerlo a través del respeto y fo-
mento de las libertades públicas, y que el 
género masculino encarna naturalmente 
el poder de destruir. 

Aceptar y practicar los principios 
de justicia política y social 

Presentaré ahora la opción liberal-pro-
gresista de la construcción de paz. En el 
centro de esta variante se encuentra el 
concepto de «paz democrática» de John 
Rawls. Para el filósofo norteamericano 
(2001), este tipo de paz puede hacerse rea-
lidad a través de un «aprendizaje moral» 
en virtud del cual «los ciudadanos desa-
rrollan un sentido de justicia a medida que 
crecen y participan en su justo mundo so-
cial» (p. 57). La atención de Rawls no está 
puesta en los Estados sino en los pueblos, 
porque éstos, a diferencia de aquéllos, 
«tienen una definida naturaleza moral» (p. 
58). El pueblo puede aprender moralmen-
te, tiene orgullo e integridad, una historia 
que lo respalda y un bienestar social que 
tiene que asegurarse, mientras que el Es-
tado es la organización administrativa de la 
sociedad que tiene que generar las condi-
ciones políticas, sociales y económicas que 
hacen que el pueblo esté satisfecho. Los 
ciudadanos pueden aceptar y poner en 
práctica los principios de justicia, igualdad 



comisión nacional de los derechos humanos	 76

y libertad, y los pueblos pueden aprender 
de su historia, en un ejercicio colectivo de 
memoria, para no volver a cometer injus-
ticias. Los pueblos desarrollan una «con-
fianza recíproca» si respetan el derecho 
internacional de los derechos humanos 
«durante cierto tiempo, con la evidente in-
tención de cumplirlo, y estas intenciones 
son mutuamente reconocidas» (Rawls, 
2001, p. 57). La cultura de paz y derechos 
humanos de un pueblo se construye en el 
marco de un proceso histórico-social de 
aprendizaje moral. A diferencia de los re-
alistas políticos, que son pesimistas, Rawls 
plantea que la ciudadanía puede actuar 
moralmente y modificar sus malas prácti-
cas, de la misma manera que Kant (1998), 
en la primera sección de Sobre la paz per-
petua, argumentó que mientras se libra 
una guerra debe existir la confianza en la 
buena disposición de las partes belige-
rantes, de lo contrario las hostilidades se 
encaminarán hacia una guerra de exter-
minio. El término «confianza»  forma parte 
del léxico de la cultura de paz: la búsque-
da de la paz supone «tener confianza en el 
ser humano» y «certeza de que las cosas 
podrían ser de otra manera» (García Gon-
zález, 2014, p. 111). La paz se promueve me-
diante «acciones contundentes» que crean 
«condiciones de confianza, legitimación, 
respeto y armonía de todo ser humano 
consigo mismo y con los demás», lo cual 
contribuye a producir «cambios de men-
talidad» (Cornelio Landero, 2019, p. 10; véa-
se también El Colegio de Guanajuato para 
el Desarrollo, s/f, p. 7).

Sin dudas, los promotores de la cultura de 
paz depositan sus esperanzas en la hu-
manidad. Esta confianza puede acotarse 
a las acciones de la ciudadanía y de los 
políticos que permiten modificar las ins-
tituciones democráticas para hacer efec-
tivas la justicia social, la igualdad política 
y socioeconómica y las libertades indivi-

duales y públicas. La confianza no recae 
en un orden pacífico estático, sino en la 
política democrática y en las capacidades 
transformadoras de la ciudadanía y de 
los sujetos populares organizados. La paz 
democrática se logra cuando los pueblos 
aceptan «de buen grado» y ponen «en 
práctica» los principios de justicia política 
y social (Rawls, 2001, p. 57). La mera acep-
tación de los principios de justicia que 
realizan los pueblos «no es suficiente» y 
éstos tienen que «desarrollar nuevas ins-
tituciones y prácticas [...] Entre estas nue-
vas prácticas debe estar la promoción de 
los derechos humanos» (Rawls, 2001, p. 
61). La paz depende, en suma, de prac-
ticar de manera efectiva los principios 
de justicia y de renovar periódicamente 
las instituciones democráticas. Esta idea 
está en el centro de la noción de paz de-
mocrática:

entre las miserias inalterables de la 
vida, como las plagas y epidemias, y 
las causas remotas e inmodificables, 
como el destino y la voluntad de Dios, 
existen instituciones políticas y socia-
les que la gente puede cambiar [...] 
Como decía Saint-Just: «la felicidad es 
una idea nueva en Europa». Quería 
decir que el orden social ya no se consi-
deraba estático: las instituciones polí-
ticas y sociales podían ser revisadas y 
reformadas con el propósito de hacer 
felices a los pueblos (…) las instituciones 
pueden ser revisadas para hacer feliz al 
pueblo a través de la democracia (Rawls, 
2001, p. 59). 

La paz democrática, que realiza la felici-
dad popular, no es un estado idílico que 
armoniza intereses, ni un delicado equili-
brio de fuerzas, sino el estado social propio 
de una forma de vida política dinámica y 
participativa, en la que el pueblo se orga-
niza para cambiar las instituciones con la 
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finalidad de hacerlas más justas, libres e 
igualitarias. La paz democrática no es la 
paz de los cementerios; es la paz del pue-
blo inquieto, que revisa sus instituciones 
y las modifica para «tocar intereses», por-
que la justicia social no se realiza si no se 
altera el statu quo. El pueblo puede cam-
biar las instituciones para hacerlas más 
justas e igualitarias porque la vida demo-
crática es maleable y no hay, por consi-
guiente, un destino trágico. Decir que la 
vida democrática es maleable significa 
afirmar que la paz democrática es igual-
mente dinámica, pues requiere la activa par-
ticipación de la ciudadanía para construirla. 

Impulsar políticamente y respaldar social-
mente en el espacio público las políticas 
democráticas transformadoras permi-
te superar el cinismo, el derrotismo y el 
escepticismo propio de una cultura po-
lítica conservadora que entiende que la 
violencia es una fatalidad y no se puede 
hacer nada para evitarla. Más que aban-
donar el concepto de humanidad, que 
tiene raíces metafísicas, se puede hacer 
una interpretación política de él como lo 
hace Ernesto Laclau (1993). El pensador 
argentino consideraba que el proyecto 
de una «democracia radicalizada» puede 
realizar los objetivos del «movimiento por 
la paz», de tal suerte que, en la lucha de-
mocrática por la paz que llevan a cabo los 
sujetos políticos de derechos humanos, 
«la “humanidad” no es vista como fun-
damento sino como proyecto» (p. 238). 
Un proyecto, es decir, una construcción 
social no concluida, que puede abarcar 
una multiplicidad de formas de vida, y no 
un fundamento normativo basado en un 
tipo particular de ser humano –el hom-
bre burgués, propietario, blanco y hetero-
sexual–. Una idea similar propone Claude 
Lefort (2007) cuando entiende a la huma-
nidad que busca realizar la paz como un 
«espacio simbólico», es decir, «un campo 

material y espiritual, nunca actualizable» 
que se diferencia de un «cuerpo total, 
como individuo superior que engloba a 
los Estados» (p. 344). Lo mismo se puede 
decir de la idea de paz: así como la huma-
nidad es un proyecto inacabado, en cons-
tante reelaboración, de la misma manera 
la cultura de paz es un proceso en perma-
nente construcción, que requiere la parti-
cipación de todas y todos. Se trata de un 
humanismo político, no de un humanis-
mo esencialista. 

Hay un nihilismo político-cultural que sir-
ve de excusa para afirmar que en México 
las instituciones de procuración de justi-
cia y las policías estatales y locales están 
corrompidas y que esta situación es im-
posible de modificar. El nihilismo convive 
con otro discurso, el de la Realpolitik, que 
sostiene que no queda otra opción que 
cometer «excesos» en el uso de la violen-
cia estatal porque las fuerzas militares y 
policiales se enfrentan a grupos crimina-
les tentaculares y sumamente poderosos. 
El nihilismo y el realismo político de los 
sectores conservadores –dos formas de 
expresión distintas, pero solidarias, del ci-
nismo político– no tienen en cuenta que 
la democracia puede estar llena de fallas, 
pero no son, citando a Rawls, «miserias 
inalterables de la vida». Sólo dentro del 
marco democrático se podrán profundi-
zar los cambios de las instituciones mili-
tares y policiales para arraigar en ellas la 
idea según la cual su principal misión no 
es abatir enemigos sino defender los de-
rechos humanos. Sólo así se podrá afian-
zar en nuestro país la cultura de paz y 
derechos humanos. 

Rawls (2001) consideraba que el éxito de 
los pueblos:

no se refiere al valor militar o a la falta 
de él, sino al logro de justicia social y 
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política para todos los ciudadanos, a 
la garantía de las libertades funda-
mentales, a la plenitud y expresividad 
de la cultura cívica y al bienestar eco-
nómico del pueblo (p. 58).

Una idea similar propone Lefort (2010), 
quien afirma que un «Estado poderoso 
es un Estado en el que los ciudadanos 
son capaces de movilizarse para defen-
der sus derechos a participar en los asun-
tos públicos» (pp. 574-575); en un Estado 
de ese tipo «los imperativos militares» la 
defensa de una agresión interna o exter-
na– «se conjugan, pues, siempre» con «los 
imperativos políticos» del respeto a los 
derechos humanos, la justicia, el debido 
proceso, las garantías constitucionales, 
las libertades fundamentales y la adhe-
sión ciudadana (p. 574). La estabilidad y 
el progreso de una sociedad no depen-
den de su fuerza militar o de la efecti-
vidad de la violencia legal para brindar 
seguridad, sino de cuánto se respetan los 
derechos humanos. En consecuencia, en 
una democracia las Fuerzas Armadas es-
tán compelidas a cumplir la misión social 
de realizar la justicia política y social para 
todas las personas, y a contribuir al desa-
rrollo de la cultura cívica. El «ciclo de agre-
sividad y de guerra» se perpetúa cuando 
el Estado se fortalece exclusivamente a 
través del «poder militar», en vez de ha-
cerlo respaldando las instituciones de la 
justicia política y social (Rawls, 2001, p. 59). 

No hay que depender únicamente del 
Ejército y de las policías para garantizar 
el derecho a la seguridad, porque las de-
pendencias exclusivas pueden volverse 
patológicas, como lo es, por ejemplo, la 
dependencia que tienen las poblaciones 
colonizadas con el colonizador (Butler, 
2022, p. 52). La misión cívica y social del 
Ejército no atañe sólo a la cuestión ins-
trumental del uso moderado de la fuerza, 

tampoco tiene que ver con el asunto pu-
ramente normativo de apegarse a la ley; 
es un asunto existencial, porque la violen-
cia legítima, cuando cruza cierto umbral, 
puede volverse autoinmume y destruir lo 
mismo que busca proteger. Por este moti-
vo, el éxito del pueblo y la estabilidad social 
dependen de que se refuercen los lazos cívi-
cos que garantizan el desarrollo de las liber-
tades y la cultura de los derechos humanos.

Hay «verdadera paz» cuando el pueblo 
tiene sus necesidades básicas satisfe-
chas (Rawls, 2001, p. 59). En ello coincide 
Dora Elvira García González (2014): «sin la 
realización de [las] necesidades [básicas] 
difícilmente tenemos autonomía o liber-
tad. Así, llevar a cabo los planes de vida 
implica la satisfacción de esas necesida-
des básicas» (p. 116). Giovanna Gasparello 
(2016) considera que la paz positiva per-
mite que la colectividad pueda «desarro-
llar sus potencialidades y sus vidas, en un 
contexto de justicia social que garantice 
las necesidades básicas y una vida dig-
na» (p. 86). Butler (2022) afirma que, para 
tener «la posibilidad de vivir y prosperar» 
es necesaria «la organización social de la 
sanidad, la alimentación, el techo, el em-
pleo, la educación, la vida sexual, la vida 
social y cívica» (p. 57). En síntesis: no hay 
paz democrática sin políticas estatales 
de bienestar colectivo. La ausencia de 
estas políticas profundiza la violencia es-
tructural de la desigualdad social. La paz 
democrática consiste en la organización 
solidaria de la vida social para que exista 
asistencia sanitaria universal, educación 
pública y pleno empleo garantizado. El 
primer requisito fundamental que se tie-
ne que cumplir para construir la paz de-
mocrática es la justa distribución de los 
ingresos y de la riqueza, porque si no hay 
justicia social «quienes poseen el ingreso 
y la riqueza tienden a dominar a los des-
poseídos y a controlar el poder político en 
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su favor» (Rawls, 2001, p. 62). El segundo 
requisito es la constitución de «[l]a socie-
dad como empleador de último recurso» 
(Rawls, 2001, p. 62). En un contexto global 
neoliberal en el que el trabajo ha dejado 
de ser un eje articulador de la vida social 
y aquello sobre lo cual reposa la produc-
ción de valor, en un mundo en el que el 
derecho humano al trabajo se ha trans-
formado en la adquisición de empleos 
temporales, es necesario advertir que: 

La carencia de un sentimiento de segu-
ridad a largo plazo y de oportunidades 
laborales significativas no sólo des-
truye la autoestima de los ciudadanos 
sino también su conciencia de que 
forman parte de la sociedad y que no 
están atrapados dentro de ella (Rawls, 
2001, p. 62).

Una persona que no tiene un trabajo dig-
no y estable es alguien que ha sido mar-
ginado o excluido de la sociedad, o, peor 
aún, está atrapada dentro de la sociedad 
como si fuera una cárcel. Esto de ninguna 
manera contribuye a que las personas ten-
gan paz y tranquilidad. La violencia estruc-
tural que está en la base de la violación del 
derecho humano al acceso al trabajo con-
vierte a las personas en parias. El derecho 
al trabajo hace posible la integración social 
pacífica. Esto habla de la dimensión social, 
no sólo jurídico-formal, de la paz y los de-
rechos humanos: para que haya paz social, 
las personas tienen que estar integradas 
a la sociedad por medio del trabajo dig-
no. En las primeras décadas del siglo XX, 
la filósofa Simone Weil postuló el valor éti-
co del trabajo y afirmó que la cultura del 
trabajo contribuye en la construcción de 
la paz social, una idea que los neoliberales 
de nuestro tiempo desprecian. 

Sólo el trabajo es pacificador [...] el tra-
bajador reconoce a su semejante y se 

siente reconocido. Sólo los trabajado-
res forman una república. Y por eso es 
el trabajo, y no la religión, ni el amor, 
lo que fundamentará, y fundamenta 
la paz (Weil, 2007, pp. 39-40).

El trabajo colaborativo permite que ex-
perimentemos nuestro valor como seres 
humanos; es el trabajo «que incluye el 
espacio, tiempo, esfuerzo y contempla-
ción del hombre, toda su corporalidad, 
toda su racionalidad, en definitiva, todo 
su ser» (Solís Nova, 2017, párr. 66). En el 
trabajo no masificado, percibo que tanto 
mi compañero como yo contribuimos a 
la creación de un producto. Así, el traba-
jo es la base de la igualdad social: al re-
unirnos a trabajar cooperativamente, no 
para competir entre nosotros, formamos 
una república pacífica y libre. La dimen-
sión social del trabajo es el fundamento 
del estar-juntos. Weil consideraba que el 
amor a la familia, la religión o a un parti-
do, no son los motores de la paz sino la 
amistad entre los iguales, y los iguales 
por excelencia son los trabajadores. La 
sociedad neoliberal fragmenta los víncu-
los sociales, incluyendo los laborales, nos 
convierte en competidores con nuestros 
semejantes, e impide que seamos traba-
jadores unidos por la igualdad, la amistad 
y la cooperación. Un compañerismo que 
Weil calificaba como una «amistad ruda»: 
«La religión hace aparecer el amor, pero el 
trabajo hace aparecer el derecho, el res-
peto a la persona humana, la igualdad; y 
por eso la cooperación hace aparecer una 
amistad ruda a la que nada reemplaza» 
(Weil, 2007, p. 40). Una amistad ruda, es 
decir, no un vínculo sentimentalista in-
genuo. No hay relaciones cándidas en los 
ambientes laborales sino relaciones ru-
das a partir de las cuales los trabajadores 
no siempre están de acuerdo y discuten 
en un plano de igualdad para producir el 
mejor resultado. El trabajo es constructor 
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de paz porque cuando lo perdemos es-
tamos intranquilos. Tenemos derecho a 
la seguridad que genera tener un trabajo 
digno. Tenemos derecho a no tener mie-
do de ser expulsados de la sociedad por 
estar desempleados, o bien porque tene-
mos empleo, pero es indigno.

* * *

Vale la pena aplicar las ideas expuestas 
en este apartado para pensar la construc-
ción de una cultura de paz y derechos hu-
manos en México. Vimos que una de las 
ideas centrales de la paz democrática es 
la necesidad de que la ciudadanía acepte 
y ponga en práctica los principios de jus-
ticia. Teóricamente es obvio que lo que le 
sigue a la acepción de una norma es su 
puesta en práctica; sin embargo, si esto 
se analiza desde una perspectiva de cul-
tura política, el paso de un plano a otro no 
es evidente ni automático. Cuesta mucho 
poner en práctica los compromisos éticos 
con la paz y los derechos humanos que 
se aceptan discusivamente. En la prime-
ra parte de este trabajo expuse la brecha 
que separa lo ideal de lo real en el mundo 
de las personas migrantes en México, la 
manera en que conviven en ese mundo, 
por un lado, el progreso que hubo en las 
normas de derechos humanos que pro-
tegen sus actividades y, por el otro, las 
violencias legales e ilegales y las violacio-
nes a los derechos humanos más elemen-
tales que sufre esta población. Nuestro país 
cuenta con una universalidad jurídica sóli-
damente construida en el marco de la refor-
ma constitucional en materia de derechos 
humanos aprobada en 2011. Alán Arias 
Marín (2016) entendía la Reforma de 2011 
como un «conjunto práctico» que consti-
tuye «una masa crítica» para hacer frente 
al exceso de violencia en México (p. 138). 
Claramente no basta con consensuar las 
reformas de derechos humanos y aceptar 

sus normas, hay que hacer que su man-
dato se vuelva costumbre y se concrete 
en la vida práctica de las instituciones 
públicas y privadas. Nicolás Maquiavelo 
(2000) era consciente hace siglos de que 
las leyes y la libertad no podrán hacerse 
realidad en una república si no hay «pure-
za de las costumbres» (pp. 88-89). Cuan-
do no hay buenas costumbres cívicas, las 
mejores leyes no se aplican ni se aprove-
chan, o peor aún, la sociedad simula que 
las pone en práctica. Uno de los mayores 
retos para afianzar la cultura de paz y de-
rechos humanos en México, es superar la 
cultura de la «doble moral» y la «simula-
ción»: desde hace años el país se presen-
ta internacionalmente con una imagen 
renovada gracias a la reforma constitu-
cional de 2011, pero si se tiene en cuenta 
la realidad empírica de los derechos hu-
manos, se podría calificar esa imagen de 
respeto, promoción y divulgación de los 
derechos humanos como «una gran si-
mulación y una total y grave catástrofe» 
(Huertas Díaz et al., 2015, p. 289). La simu-
lación rompe la secuencia de la acepta-
ción y puesta en práctica de los principios 
de justicia y los derechos humanos. Esta 
problemática es central en nuestro país.

¿Qué hay que hacer para que la cultura 
de paz y derechos humanos sustituya 
gradualmente a la cultura de la simula-
ción que alienta y legitima las violencias 
burocráticas que imperan en muchas ins-
tituciones públicas y privadas? En la pri-
mera parte de este trabajo di una primera 
solución: si se quieren cambiar las prácti-
cas y, en general, la cultura institucional 
de una determinada institución se tiene 
que identificar y comprender la cultura 
de la violencia que se ha instalado en ella. 
La primera parte de la solución al proble-
ma es acompañar el análisis jurídico de 
los derechos humanos que han sido vio-
lados con un análisis sociopolítico de las 
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violencias que rodean a dicha violación, 
para detectar la cultura de violencia que 
está operando y, luego, poder cambiarla. 

Pero se tiene que hacer algo más. Me pre-
gunto: ¿las personas servidoras públicas 
actúan con malas prácticas en nuestro 
país porque no conocen las normas de 
derechos humanos? Me animo a hipote-
tizar que no es un problema de falta co-
nocimiento, sino más bien un asunto que 
atañe a la cultura política pública: es proba-
ble que muchas de esas personas sepan 
que están incurriendo en malas prácticas y, 
aún así, actúan mal. Entiéndaseme bien: 
puede haber servidores públicos que 
desconozcan estándares internacionales, 
leyes constitucionales de derechos hu-
manos y leyes generales. No lo niego. No 
obstante, pienso que el problema es más 
profundo y, por lo tanto, más complejo. 
La recurrente violencia burocrática que 
padecen los migrantes es un acto que es 
propio de una cultura de la simulación. 
Recordemos la problemática que expu-
se en el capítulo primero: en los últimos 
años, un montón de migrantes que han 
solicitado ayuda humanitaria o refugio 
han sido atendidos por las instituciones 
encargadas de hacerlo, pero sus trámites 
se prolongan indefinidamente. Se podría 
resumir el conflicto y la violación a los de-
rechos humanos al debido proceso y la 
seguridad jurídica que esta población pa-
dece de la siguiente manera: te atiendo, 
pero en realidad no te estoy atendiendo; 
te incluyo en un proceso administrativo 
–la solicitud de petición de persona re-
fugiada– que te va a terminar excluyen-
do, porque la respuesta se demorará y la 
persona desistirá de su petición. Es lo que 
Giorgio Agamben (2006) llama la inclu-
sión excluyente de la vida en el derecho, 
una inclusión que, en realidad, opera por 
exclusión, y que lleva a cabo el poder so-
berano productor de nuda vida. 

En México hay un desapego afectivo ge-
neralizado hacia las normas de derechos 
humanos. No son normas que sean inma-
nentes a las prácticas: son normas que se 
imponen externamente a las personas 
servidoras públicas y, como son externas 
a sus prácticas, no son acatadas. Es im-
portante no sólo conocer las normas: hay 
que tener, como ya lo anticipé en el capí-
tulo primero, una lealtad patriótica hacia 
ellas. Esto requiere que los sujetos militen 
las normas de derechos humanos, para 
hacerlas normas de vida. ¿Cómo se logra 
eso? Tenemos un dilema: un servidor pú-
blico que finge atender a una víctima y 
viola el debido proceso es potencialmen-
te alguien que también puede fingir una 
lealtad afectivo-patriótica hacia las normas 
de derechos humanos. Esta situación nos 
lleva al nihilismo. Y el nihilismo, como ya 
lo dije, no puede ser aceptado y hay que 
buscar una salida. Hay una salida al nihi-
lismo que se puede resumir del siguiente 
modo: si aprendiste a ser simulador, tam-
bién puedes aprender a actuar diferente. 
Esto nos conduce al optimismo que está 
en la base del aprendizaje moral, un opti-
mismo cauto, no ingenuo, planteado des-
de las coordenadas de un enfoque crítico 
de la educación para la paz y los derechos 
humanos. Hay que capacitar a los servi-
dores públicos que reproducen la cultura 
de la simulación, pero, a la par, cada ins-
titución tiene que reflexionar en torno al 
dispositivo de la capacitación que instru-
menta y transformarlo para que sea po-
lítica y culturalmente más efectivo de lo 
que es. Esto debido a que los funciona-
rios se capacitan, pero en muchos casos 
siguen actuando igual y simulan cambiar. 
Por algo se siguen violando los derechos 
humanos en nuestro país, a pesar de que 
desde hace décadas se capacita en dere-
chos humanos al servicio público. Prima 
la cultura de la simulación. No obstante, si 
ésta es la realidad, hay que revisar y refor-
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mar el dispositivo de la capacitación para 
inscribirlo en un horizonte de pensamien-
to crítico. 

En este sentido, la institución capacitan-
te y la institución capacitadora tienen 
que reflexionar críticamente y dialogar 
para definir la eficacia práctica y simbóli-
ca de la capacitación: hay que establecer 
no sólo qué se va a impartir (conocimien-
to), sino, además, cómo se va a interpelar 
ética, política y críticamente a los servi-
dores públicos capacitados. Siguiendo a 
Ana María Rodino (2006), la capacitación 
profesional tiene que ser entendida como 
una actividad destinada a formar «en el 
compromiso activo por modificar los as-
pectos de la realidad –de orden individual 
o social– que impiden la realización efec-
tiva de los derechos humanos» (p. 104). Y 
agrega que,

en instituciones especializadas (aca-
demias militares y policiales, escuela 
judicial, escuela diplomática, institu-
tos pedagógicos, etc.), la EDH [educa-
ción en derechos humanos] debe 
formar parte de los programas de 
estudio de esas instituciones (p. 116).

Los especialistas en violencia institucional 
han advertido que la formación en dere-
chos humanos se vuelve efectiva cuan-
do logra que las personas reflexionen en 
torno a «formas concretas que tienen los/
as integrantes de cada organización de 
“pensar” y “hacer” la institución, como for-
mas concretas de relación, de interacción, 
de asignación de espacios para la partici-
pación, la expresión y las disidencias» (Ar-
mida et al., s/f, p. 29). De esta manera, si el 
sujeto no reflexiona sobre lo que hace en 
la propia institución que trabaja, cualquier 
cambio técnico, procesual o administra-
tivo, será insuficiente. Hace falta que las 
personas recapaciten en lo que hacen y 

en lo que han venido haciendo durante 
años, para que practiquen realmente el 
juicio crítico y transiten desde el mecani-
cismo burocrático –el mejor aliado de la 
«banalidad del mal»– hacia la militancia 
ética, política y crítica de los derechos hu-
manos. El verdadero sujeto militante de 
los derechos humanos es un sujeto crítico 
y reflexivo. Hay que convertirse radical o 
gradualmente, según cada caso particu-
lar, en un militante de los derechos huma-
nos, un sujeto político, activo y crítico que 
destierre los tipos sociales del burócrata 
y del gerente de los derechos humanos. 
Sin esta subjetivación política, que hace 
emerger a un sujeto militante que es fiel 
al acontecimiento disruptivo de los de-
rechos humanos, ninguna capacitación 
cambiará las prácticas y las mentalidades 
de la gente, que es el objetivo central de 
una cultura de paz y derechos humanos. 

El «pacifismo militante», la «paz 
ingobernable» y la «paz
problematizadora»

La crítica que se le puede efectuar a la 
propuesta liberal de Rawls es que la paz 
no se construye únicamente aceptando 
y practicando los principios de justicia 
en el marco de un proceso de aprendiza-
je moral, como si practicar la paz tuviera 
que ver sólo con madurar moralmente y 
volverse un sujeto razonable. Las institu-
ciones de la paz se construyen muchas 
veces resistiendo poderes que son bra-
zos ejecutores de violencias directas, es-
tructurales y culturales. En determinadas 
circunstancias, la paz puede depender 
más de la lucha que del consenso, y la 
lucha también forma parte del aprendi-
zaje moral de los pueblos: la gente orga-
nizada aprende a estrategizar y negociar, 
y se asimilan los errores sobre la base de 
comprender que los avances en la cons-
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trucción de la paz no son lineales. El desa-
rrollo de nuevas instituciones y prácticas 
de promoción de los derechos humanos, 
que resulta de la reforma de las institucio-
nes existentes, se logra mediante la pre-
sión social de los sujetos colectivos que 
reclaman en el espacio público la erradi-
cación de las violencias y transformación 
democrática de la sociedad. Los colecti-
vos exigen que haya paz con la palabra, 
los gestos y las acciones no violentas, «me-
diante redes, acampadas y asambleas, 
con el fin de redefinir a las personas como 
dignas de valor» (Butler, 2022, p. 31). Son 
acciones –siguiendo a Judith Butler– que 
visibilizan la desigualdad que existe en-
tre las vidas valiosas y las que no lo son, las 
vidas violentadas y las que no son dignas 
de protegerse. Y no puede haber paz so-
cial si la sociedad está fracturada por esa 
desigualdad. La gente se une protestan-
do contra las violencias que fracturan el 
cuerpo social: esa unión es ya un indica-
dor de cohesión social. Eric Alliez y Anto-
nio Negri (2022) se refieren a la necesidad 
de practicar en el mundo contemporáneo 
del estado de excepción permanente una 
paz «re-inventada», entendida como «re-
sistencia común que une», pues «la coo-
peración constituyente de las multitudes 
singulares» es aquello «que crea la existen-
cia común del mundo» (pp. 16-17).

A partir de lo anterior, se puede identificar 
en el pensamiento crítico contemporá-
neo un «pacifismo militante», «una opo-
sición activa, enérgica y no violenta a la 
violencia», que no consiste en «cultivar el 
alma hasta alcanzar un estado virtuoso, 
y tampoco de abstenerse de toda acción 
como una forma de minimizar la posibili-
dad de causar daño» (Butler, 2020, p. 58). 
En otro trabajo, Butler (2022) afirma que: 

la no violencia no emerge necesaria-
mente de la zona pacífica o tranquila 

del alma. Con mucha frecuencia es 
una expresión de ira, de indignación y 
de agresión (…) Una práctica de la no 
violencia agresiva no es, por lo tanto, 
una contradicción en los términos (p. 28).

La paz militante no es «pacífica» –entendien-
do aquí lo «pacífico» como sinónimo de mo-
deración, pasividad y tranquilidad– y esto 
no es un sinsentido, sino todo lo contrario: 
la paz puede perseguirse por medios no 
violentos de manera vigorosa, firme e, in-
cluso, con acciones iracundas. 

Perseguir agresivamente la paz es una 
práctica que le da sentido a la realidad po-
lítica porque mediante ella no se destru-
yen los lazos cívicos, sino que, al contrario, 
éstos se refuerzan cuando se develan las 
mentiras del poder y los colectivos visibi-
lizan la verdad que pretende mantener 
oculta la estructura de impunidad. És-
tas son acciones propias de una cultura 
de paz y derechos humanos crítica, pro-
blematizadora y democrático-radical que 
reconoce públicamente las vidas desvalo-
rizadas y milita contra la injusticia. Se bus-
ca superar, de ser posible, ese momento 
inicial de reacción indignada e irascible 
frente a la violencia, para pasar luego a 
una etapa de análisis político y moviliza-
ción continuada; en esta fase se produce 
una comprensión de las violencias y de la 
manera en que se entrelazan en las so-
ciedades contemporáneas. La no violen-
cia es una práctica política e intelectual, y 
se concibe como «una lucha activa y con-
tinuada» porque «los humanos no [dejan] 
de ir a una guerra tras otra» (Butler, 2020, 
p. 58). Dicho de otra manera: como la vio-
lencia es continua, y se transmite cultu-
ralmente, la militancia pacifista también 
se concibe como una práctica permanen-
te de ilegitimación de las violencias y de 
construcción de una cultura democrática 
radical de los derechos humanos. 
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La resistencia no violenta indignada, ra-
biosa, decidida y firme, entiende El pa-
cifismo como un «combate contra la 
guerra» (Alliez y Negri, 2022). Eric Alliez y 
Antonio Negri apelan a la distinción que 
hizo Gilles Deleuze entre combate y gue-
rra: mientras la guerra es la puesta en 
marcha de una «voluntad de dominación» 
para justificar la destrucción, el combate, 
por el contrario, «moviliza las fuerzas contra 
los poderes de la dominación» (p. 14). Querer 
vivir, decía Deleuze, es una lucha y has-
ta la práctica más amistosa de abrazarse 
conlleva un combate implícito: «El alma 
como vida de los flujos es querer-vivir, lu-
cha y combate. No sólo la disyunción, sino 
la conjunción de los flujos también es lu-
cha y combate, abrazo» (Deleuze, 1996, 
p. 76). El pensador francés agrega que 
mientras la lucha es una acción del alma 
(de lo más vivo que hay en nosotros, por 
decirlo de alguna manera), la guerra es un 
producto del yo narcisista y autocentra-
do: «La parte inalienable del alma apare-
ce cuando se ha dejado de ser un yo: hay 
que conquistar esta parte eminentemen-
te fluida, vibrante, combatiente» (Deleuze, 
1996, p. 76). La lucha no está disociada del 
abrazo: abrazarse con el otro, una acción 
que se orienta al querer-vivir juntos, impli-
ca abrirse paso, romper filas y desentonar, 
más que armonizar y empatizar como so-
lemos pensar. Recordemos los besos y los 
abrazos que repartía el poeta Javier Sici-
lia, uno de los fundadores del Movimiento 
por la Paz con Justicia y Dignidad, a los 
políticos en las manifestaciones públicas 
que tuvo este colectivo en 2011 en contra 
de la llamada «guerra contra el narcotrá-
fico».17 A muchas personas, tanto de dere-
chas como de izquierdas, les molestaban 
los abrazos del poeta y les parecían inen-

17	 Luego Sicilia afirmó, en marzo de 2023, que: «Con 
abrazos no se garantiza la seguridad del país» (Toledo, 
2023).

tendibles. Sus actos, más allá de estar de 
acuerdo o no con ellos, incomodaban y 
eran tirantes, y esto generaban los abra-
zos en un contexto social del país inunda-
do de violencia. Es como si Sicilia hubiese 
tenido que abrazar y besar para abrirse 
paso en la lucha por la paz y la justicia en 
el país en las etapas más tempranas de 
la crítica a la estrategia de combate mili-
tarizado del crimen organizado. No eran 
abrazos sentimentalistas sino actos políti-
cos. El pacifista sentimentalista confunde 
la lucha con la guerra, cuando son cosas 
distintas, y piensa que la generación de 
atmósferas tensas es incompatible con la 
búsqueda de la paz; el pacifista militante 
sabe diferenciar la lucha de la guerra y no 
reduce las acciones de paz a la armoniza-
ción de los desacuerdos. 

El pacifismo crítico pone en marcha un 
«[t]rabajo largo, complejo, militante: la paz 
es tanto intuición como la obra abierta; la 
paz [...] es captación de las fuerzas en un 
devenir que enriquece eso de lo que se 
adueña (lo contrario de una pacificación 
forzada)» (Alliez y Negri, 2022, 16). Nótese 
que los autores hablan de fuerzas, no de 
violencias, porque son fenómenos distin-
tos: una fuerza siempre está en relación 
con otra fuerza para influirla, persuadirla 
o aminorarla, y este proceso presupone la 
existencia de un sujeto libre; en contras-
te, la violencia es una relación en la que 
el otro es invadido, conquistado o apro-
piado con el fin de someterlo o destruirlo 
(Foucault, 1988). Las fuerzas del pacifis-
mo militante son «fuerzas de vida» que 
se distinguen de las violencias que agre-
den y matan. El pacifismo militante arti-
cula fuerzas que combaten y no buenas 
intenciones, porque es la vida –individual 
y colectiva– y no la moral lo que está en 
juego en la lucha por la paz. En lugar de 
las nobles intenciones de un hombre bue-
no, el foco del pacifismo militante está 
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puesto en las fuerzas sociales que resisten 
los poderes violentos que surgen en todos 
lados y a cada rato en las sociedades con-
temporáneas. Deleuze (1987) creía que «la 
resistencia al poder ya invoca la vida y la 
vuelve contra el poder [...] no hay ningu-
na necesidad de invocar al hombre para 
resistir» (p. 121). Se puede prescindir del 
concepto de hombre bueno para resis-
tir pacíficamente a la violencia porque 
el combate contra la guerra «no puede 
conducir a la “tranquilidad del alma” del 
estoico», sino que implica, antes bien, la 
«construcción colectiva del ser» en medio 
del «caos de los hombres» (Alliez y Negri, 
2022, p. 16). Nuevamente se plantea aquí 
la idea según la cual la base de las prácti-
cas militantes de lucha por la paz no es el 
altruismo, el estoicismo y la tranquilidad 
sino la organización colectiva democrá-
tica como forma de enfrentar la articula-
ción de los poderes violentos. En el centro 
del pacifismo crítico-militante no está la 
idea moral del hombre, sino las multiplici-
dades populares que se organizan para lu-
char contra la expansión de la violencia y 
construir una cultura de paz alternativa, en 
la que su principal motor son las fuerzas vi-
tales que resisten. 

El combate colectivo contra la violencia 
se desarrolla y prospera en el marco de 
una democracia radical, no en el contexto 
de una sociedad conservadora en la que 
la paz social es el resultado del dominio 
de una clase sobre otra o de un equilibrio 
de fuerzas. Ernesto Laclau (1993) propu-
so que «el concepto de «‘democracia ra-
dicalizada» caracteriza adecuadamente al 
movimiento por la paz» (p. 239), y con ello 
quiso subrayar que la búsqueda de la paz 
no es el objetivo de las elites profesiona-
les sino la acción propia de un movimien-
to popular democrático. En sintonía con 
ello, Slavoj Žižek (1993) advirtió que «la 
serie feminismo-democracia-movimien-

to por la paz-ecologismo» conforma una 
cadena política de equivalencias en el 
seno de una democracia radical y plural, 
de tal manera que «no hay verdadera paz 
sin radical democratización» (p. 258). Esto 
implica que la paz no depende únicamen-
te de que se concreten pactos exitosos de 
no agresión mutua, sino que también se 
deben disminuir y erradicar las desigual-
dades que nutren a las violencias estructu-
rales y culturales; si no hay igualdad entre 
las razas, los géneros y las clases, se corre 
el riesgo de que la paz sea el estado social 
que legitima el statu quo. La sociedad de-
mocrático-radical en la que el pueblo lu-
cha por la paz y los derechos humanos es 
una sociedad en estado de efervescencia. 

Quiero detenerme ahora en la manera en 
que el republicanismo cívico ha pensado 
la construcción de la paz. Esta tradición 
de hondas raíces en la cultura política oc-
cidental tiene parecidos de familia con la 
propuesta democrático-radical. Los repu-
blicanos consideran que la paz se logra 
cuando hay «buena educación, buenas 
leyes y buenas costumbres» (Lefort, 2010, 
p. 575). Las virtudes republicanas se de-
sarrollan 

en una sociedad efervescente en la 
que la definición del bien, de la justi-
cia, de la legitimidad, está siempre en 
cuestión y en la que los imperativos de 
la conservación se combinan con los 
de la innovación (Lefort, 2010, p. 575).

El modelo histórico de la sociedad virtuo-
sa, pero a la vez efervescente y conflictiva, 
es la antigua república romana: Roma fue 
la institución más estable, pacífica y du-
radera del mundo antiguo gracias a que 
institucionalizó el conflicto entre quienes 
mandan y quienes obedecen, entre la 
clase dominante y el pueblo, un conflicto 
suscitado por el deseo de este último de 
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ser libre, que es uno de los requisitos in-
dispensables de la paz social. La paz repu-
blicana no se realiza a través de la (falsa) 
protección que brinda el poder soberano 
absoluto, que pacifica a la sociedad a tra-
vés del miedo paralizante de las armas, 
sino mediante el aumento constante de 
las libertades públicas, lo que hoy llama-
ríamos la progresividad de los derechos 
humanos. 

Tenemos así dos términos que son clave 
de la cultura de paz crítica, republicana y 
democrático-radical, dos conceptos que 
se mimetizan: el pueblo reivindicativo y la 
sociedad efervescente. El pueblo desea la 
libertad «no porque éste sea bueno», sino 
más bien porque sólo siendo libre el pue-
blo está en condiciones de ponerle frenos 
a la avidez de los poderosos (Lefort, 2010, 
p. 575). Dicho de otra manera: la paz social 
en una república es el estado que permite 
que el pueblo sea libre, y sólo un pueblo 
libre puede demandar políticamente que 
los poderosos respeten las libertades. La 
gente tiene que organizarse y participar 
en los asuntos comunes si quiere hacer 
valer su derecho a la paz. Lo cual implica 
que la paz requiere el desarrollo de redes 
de relaciones sociales sobre los seres hu-
manos. El desarrollo de redes de cuidado, 
cooperación y solidaridad es la base para 
que el pueblo pueda demandar la paz y 
hacerla efectiva. El «deseo del pueblo» es 
«ejercer una coerción» sobre los que opri-
men, y «donde el pueblo es fuerte, reivin-
dicativo, sólo allí, el deseo de los Grandes 
puede ser contenido –al menos en una 
república–» (Lefort, 2010, p. 569). Hay una 
fuerza –mejor dicho, una «coerción»– que 
ejerce el pueblo contra los dominadores; 
pero es una fuerza no violenta, es la fuer-
za política que impulsa la reivindicación 
de los derechos y las libertades, la resis-
tencia popular a partir de la cual se pue-
den modificar las leyes establecidas o 

crear nuevas instituciones justas e igua-
litarias. La fuerza popular de la reivindica-
ción, que es falsamente calificada como 
violencia desestabilizadora por el bloque 
de poder que oprime al pueblo, es la que 
permite que se promulguen buenas leyes 
y se goce de las libertades públicas.

El pueblo mexicano reivindicó en 2014 el 
derecho a conocer la verdad en el caso 
Ayotzinapa. Demandó también otros de-
rechos entrelazados con el derecho a la 
verdad: el derecho a que se haga justicia 
con los jóvenes estudiantes desapareci-
dos y sus familiares; el derecho a que los 
familiares de los muchachos obtengan, 
aunque sea, un poco de paz cuando se 
sepa la verdad y se haga justicia; el dere-
cho a que la sociedad mexicana tenga la 
seguridad de que el caso será adecuada-
mente investigado y no se ocultarán las 
pruebas. Y lo hizo a través de protestas 
pacíficas que se concentraron en la capi-
tal de la República, en medio de un clima 
social efervescente. Pasado cierto tiempo, 
el clamor popular se calmó en las calles, 
sin embargo, las protestas por la desa-
parición forzada de los 43 estudiantes se 
reanudan periódicamente. El pueblo se 
manifestó y dejó clara su postura en el 
espacio público. Las demandas populares 
por la verdad, la memoria y la justicia en 
el caso Ayotzinapa forman parte de la his-
toria mexicana reciente y han contribuido 
a forjar una cultura de paz y derechos hu-
manos en el país. 

El pueblo republicano no es bueno por 
naturaleza, más bien desea ser libre. No 
es un enfoque moral de la paz social, pero 
tampoco es una perspectiva amoral por-
que a los republicanos les preocupa la 
corrupción de las élites, la desigualdad 
social o la falta de libertad. El pueblo ac-
túa libre y pacíficamente cuando hay una 
fuerte cultura cívica. La avidez de los po-
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derosos puede ser moderada por las ins-
tituciones republicanas. De esta manera, 
en el marco de una sociedad cívicamen-
te inquieta que resiste la violencia, la paz 
no es el estado propio de un ser humano 
bueno por naturaleza, sino una deman-
da popular que emana del deseo colec-
tivo de ser libre. La demanda popular de 
paz es el primer paso para construirla, y 
el combate contra la violencia no es pura 
negatividad; es una práctica social cons-
tructiva. La resistencia no violenta cons-
truye redes de cooperación y solidaridad 
que protegen a las personas vulnerables 
y permiten realizar sus fines. Butler (2020) 
afirma que: «El colectivo protege al indi-
viduo de un destino violento, el colecti-
vo exige un mundo en el que esa lucha 
contra la muerte violenta se libre –o así 
debería ser– por todos los sectores de 
la sociedad» (p. 51). Las redes colectivas 
pueden ser formas político-sociales de 
protección eficaz de grupos sociales (mu-
jeres, personas LGBTTTQIA+, migrantes, 
periodistas, líderes sociales, etcétera) en 
contextos de violencia extrema. 

El asunto es que, en México, las víctimas 
indirectas que emprenden actividades co-
lectivas de búsqueda de sus familiares des-
aparecidos –como lo hacen las «madres 
buscadoras»– y crean para tal fin redes de 
protección y cooperación –como las redes 
nacionales de víctimas– pueden conver-
tirse en víctimas de los poderes criminales 
legales y/o ilegales que actúan violenta-
mente contra ellas para acallarlas (Fracchia 
y Ameglio, 2019, p. 20). Esto sucede tam-
bién con otros grupos que defienden los 
derechos humanos, como los periodistas, 
los líderes sociales y los activistas del me-
dio ambiente. Las víctimas saben que es-
tán desprotegidas y que pueden ser un 
blanco fácil de los grupos criminales que 
reaccionan para frenar sus actos de resis-
tencia no violenta y, aun sabiendo esto, 

actúan para recomponer el tejido social 
a través de acciones solidarias y coope-
rativas. Además, las víctimas que bus-
can a sus familiares desaparecidos son 
actores de paz que les enseñan a la so-
ciedad a comprender las características 
que tienen hoy las guerras de exterminio 
en México o la producción de las bajas 
humanas «a partir de una toma de con-
ciencia» (Fracchia y Ameglio, 2019, p. 19). 
En estas redes circulan saberes prácticos, 
tácticas y estrategias, diagnósticos y solu-
ciones a la expansión de las violencias. Lo 
que las víctimas aprenden pueden luego 
enseñárselo a otras personas. ¿De quién 
podemos aprender sino de las víctimas 
organizadas que tienen un contacto di-
recto con las atmósferas de terror y los 
contextos sociales en los que se produ-
cen las desapariciones y los exterminios 
masivos de personas? Podemos apren-
der de ellas cómo la violencia configura 
ciertos tipos de subjetividad, qué clase de 
sociedad se ha configurado en un deter-
minado periodo de tiempo como resulta-
do de las olas de violencia (sus ascensos y 
posteriores caídas), qué tipo de violencias 
circulan y cómo se entrelazan y reconfi-
guran. Los diagnósticos que efectúan las 
víctimas nos ponen ante una disyuntiva: 
¿somos capaces de reconocer las violen-
cias que nos constituyen socialmente o, 
por el contrario, las negamos? Como lo 
expuse en el capítulo primero, la com-
prensión social de las violencias y la ma-
nera en que éstas nos interpelan como 
sujetos es el primer paso en la construc-
ción de la paz social. Al mismo tiempo, las 
víctimas se convierten en actores de paz 
cuando le comunican a la sociedad sus 
diagnósticos y soluciones a los conflictos. 
 
Decía antes que en una democracia ra-
dical la paz comienza a construirse en el 
momento en que el deseo de libertad del 
pueblo choca contra el deseo de domina-
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ción de los poderosos y, como resultado 
de esa confrontación, se crean, refuerzan 
o reforman las instituciones de la igual-
dad, la libertad y la justicia. El deseo es 
aquí un factor clave: deseo de no ser do-
minado, de ser libre, de vivir tranquila-
mente, de no ser víctima de la violencia y 
de la voracidad de los poderosos, de rei-
vindicar los derechos humanos, de poner 
un freno al avance de las violencias. En 
este marco, la paz puede ser entendida 
como un estado social que permite que 
florezcan y se realicen los deseos huma-
nos en la vida cotidiana. Y los deseos son, 
por definición, ingobernables. Esto quiere 
decir que dejamos de ser libres en el mo-
mento en que el deseo deja de ser per-
seguido para dejarnos gobernar por un 
poder social que normaliza nuestra vida. 
En ese momento no sólo dejamos de ser 
libres, dejamos también de vivir en paz 
porque vivimos una vida inauténtica, go-
bernada por poderes que controlan nues-
tra vida.  
  
Giorgio Agamben (2021) ha propuesto 
recientemente la idea de una «paz ingo-
bernable» (ingovernabile pace), que va 
contra el sentido común. ¿La paz es com-
patible con «lo ingobernable»? Lo ingo-
bernable no es el caos que disuelve los 
lazos sociales y destruye la vida comu-
nitaria; ingobernable es una vida que no 
se deja capturar por los dispositivos de 
poder y que resiste a ellos. La paz ingo-
bernable es la única realmente compati-
ble con el desarrollo de la vida humana 
en comunidad, en la que la comunidad 
es el lugar donde acontece la apertura al 
otro. El estado de paz ingobernable deja 
de ser una rareza para adquirir pleno sen-
tido cuando se contrapone al estado de 
guerra permanente en que vivimos. Es 
también un mundo en el que ya es una 
realidad lo que Deleuze llamó «la socie-
dad de control», una sociedad en la que 

el individuo se autocensura y se auto-
gobierna, sin necesidad que lo haga un 
poder externo a él; en la que la empresa 
neoliberal de servicios sustituye a la fábri-
ca y todos los individuos están obligados 
a convertirse en «emprendedores creati-
vos».  La humanidad ha olvidado que la 
paz es el estado que permite que la vida 
fluya, y que las ocupaciones y las respon-
sabilidades no sean un peso que carga-
mos en nuestras espaldas sino algo que 
se cumple libremente, sin que tengamos 
que ceder a nuestros deseos. Cuando 
hay paz ingobernable la vida deja de es-
tar administrada y rompe los diques de 
contención, sin que esto implique poner 
en riesgo la convivencia social. Hoy la paz 
ha quedado reducida a dos alternativas 
igualmente perniciosas que atentan con-
tra la libertad humana: la paz militarista 
impuesta por las armas, o la paz liberal 
que gestiona los conflictos, pero a partir 
de «una mirada administradora y univer-
salista donde la paz es sólo un”remedio
mecánico para el conflicto”» (Cruz y Fon-
tán, 2014, p. 142). La humanidad ha aban-
donado la idea de que la paz es lo que 
permite realizar libremente los deseos y 
las ocupaciones. 

La vida pacífica ingobernable no es la 
vida «apaciguada» por el poder sobera-
no que mata impunemente en el estado 
de excepción permanente, o por los po-
deres económicos que capturan todos 
nuestros actos y hasta los gestos más 
mínimos en las instituciones neolibera-
les del «emprendedorismo», sino que es 
una vida que se sale de los límites esta-
blecidos para derramarse libremente sin 
que esto implique dañar a nadie. La paz 
es una forma-de-vida comunitaria que 
se libera del control gubernamental para 
dar rienda suelta a los deseos, los pensa-
mientos y las ocupaciones. Aquí los sinó-
nimos de la paz son la fiesta, la alegría y 
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el entusiasmo. Así, la imagen central de 
la paz no es el cementerio (la «paz de los 
cementerios»), sino el día de la conme-
moración, que coincide con los días de 
fiesta en los que se interrumpe el tiem-
po homogéneo y vacío. Walter Benjamin 
identificó el tiempo pleno y feliz, lleno de 
posibilidades y promesas de liberación, 
con los días de fiesta en los que se reme-
mora un acto revolucionario del pasado. 
Son los días de la conciencia histórica, del 
compromiso con las gestas emancipa-
torias de los tiempos que se fueron, que 
pertenecen al tiempo de los calendarios 
que se diferencia del tiempo de los relojes 
homogéneo y vacío, mecánico y lineal. El 
pensador alemán sostuvo que las revolu-
ciones producen un nuevo tiempo que se 
materializa cuando se crea un nuevo ca-
lendario, es decir, una nueva manera de 
medir el tiempo y de relacionarnos con el 
pasado para pensar críticamente el pre-
sente y proyectarnos hacia el futuro. 

La conciencia de hacer saltar el conti-
nuum de la historia es propia de las 
clases revolucionarias en el instante 
de su acción. La Gran Revolución in-
trodujo un nuevo calendario. El día 
con el que comienza un calendario 
actúa como un acelerador histórico. Y 
es en el fondo el mismo día que 
vuelve siempre en la figura de los días 
festivos, que son días de rememora-
ción. Los calendarios miden el tiempo, 
pero no como los relojes. Son monu-
mentos de una conciencia histórica 
(Benjamin, 2008b, p. 52). 

Si la paz ingobernable es la fiesta que se 
sustrae al tiempo homogéneo y vacío, la 
paz es también el estado en el que es po-
sible recordar el pasado feliz en que acon-
teció un hecho revolucionario que liberó a 
nuestros antepasados del poder del ene-
migo. Es por ello que la paz es otra ma-

nera de nombrar la memoria: la memoria 
de los antepasados oprimidos construye 
la paz en el presente porque les asigna 
un lugar en la historia después de haber 
sido desaparecidos por los asesinos; a 
su vez, los días festivos, los días de la re-
memoración, pertenecen a los tiempos 
de paz. Una paz rebelde e ingobernable 
que no se deja capturar por las violencias 
contemporáneas y por las violencias del 
pasado que aún están activas. La paz fes-
tiva e ingobernable se contrapone a las 
amarguras de la guerra, al fatalismo de 
la guerra en la que los hechos violentos 
se precipitan como si fueran el resultado 
de una necesidad inexorable, como parte 
de un continuum catastrófico que no se 
interrumpe. La fiesta que transcurre en 
paz, la fiesta como activación de los senti-
dos corporales y como remanso del alma, 
aunque pueda planearse con antelación, 
es siempre un acontecimiento sorpren-
dente y está colmada de emociones.
 
Según Agamben (2021), una de las imáge-
nes más antiguas de la paz ingobernable 
se encuentra en un fresco del siglo XIV 
de Ambrogio Lorenzetti titulado «El buen 
gobierno» –también traducido como 
«Efectos del buen gobierno en la ciudad» 
o «Alegoría del buen gobierno»–, que está 
ubicado en el Palacio Público de Siena, 
Italia. Agamben pone este ejemplo para 
mostrar que la paz ingobernable no es 
un concepto posmoderno de moda, sino 
una realidad que es inherente a la vida 
humana, pero que los hombres «impru-
dentemente han abandonado» (párr. 4). 
En la ciudad del mural de Lorenzetti los 
habitantes transitan libremente, se mue-
ven con libertad «según sus ocupaciones 
y placeres», y la paz se materializa en «los 
pequeños acontecimientos cotidianos de 
la vida común y los deseos de cada indivi-
duo» (Agamben, 2021, p. 1). Deseo y traba-
jo no son antónimos en el estado de paz 
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ingobernable: cada persona desempeña 
la ocupación que desea y tiene derecho 
a realizar. Se podría decir que la paz ingo-
bernable es un proceso social de produc-
ción deseante: no es un ideal abstracto, 
una meta que se alcanzará después de 
mucho dolor y sacrificio, cuando se termi-
ne la guerra o se erradiquen todas las for-
mas de la violencia, sino que más bien el 
dictum político de nuestro tiempo es rea-
lizar la paz en el tiempo-ahora, ya mismo, 
sin postergarla más, en la vida cotidiana 
en la que las «simples criaturas» –como las 
llama Agamben (2021, párr. 1)– llevan a cabo 
sus ocupaciones y disfrutan de sus placeres.

Los enfoques decoloniales de la paz plan-
tean la necesidad de «desaprender la 
idea de que la construcción de paz es un 
proceso complejo en el que se necesita 
la ayuda de externos. La paz se realiza en 
la cotidianeidad y la simpleza de lo que 
es y se tiene» (Cruz y Fontán, 2014, p. 137). 
Esta idea se parece a la realización de la 
paz ingobernable en los actos cotidianos 
de las «simples criaturas». Dicho de otra 
manera, la paz no se construye importan-
do modelos externos y formalistas de paz 
liberal, sino reconociendo que hay «dife-
rentes, múltiples y heterogéneas paces 
que se nutren de lo local [...] descolonizar 
es el proceso de mirar desde abajo los 
campos y las paces que ya existen y que 
ya son posibles» ((Cruz y Fontán, 2014, p. 
143). ¿Y si resultara que la paz ya existe 
en algunas comunidades indígenas de 
nuestro país, pero está invisibilizada por 
los prejuicios racistas, clasistas o machis-
tas? ¿Y si se practica la paz en las comuni-
dades locales y no estamos dispuestos a 
aprender de estas prácticas. O, peor aún, 
¿ni siquiera nos damos cuenta de que 
existen? Antes de iniciar un proceso de 
construcción de paz es necesario revisar y 
aprender de lo que ya existe localmente. 
Me referiré más adelante a algunas expe-

riencias autonómicas indígenas de Méxi-
co que han construido un «muro de paz» 
en medio de la expansión y del cruce de 
las violencias legales e ilegales. Si las com-
prendemos, podremos aprender de ellas.  

Propongo el concepto de paz problema-
tizadora para dar cuenta de dos procesos 
fundamentales que forman parte de una 
cultura de paz crítica. El primero, el reflexi-
vo, atañe a la comprensión, la asimilación 
y la discusión de las violencias directas, 
estructurales y culturales, sin omitir sus 
mecanismos de reproducción social; el se-
gundo, el educativo, tiene que ver con el 
aprendizaje y la internalización de prácticas 
de lucha por los derechos humanos en un 
marco de convivencia cívico-democrática. 

La búsqueda de la paz impulsa un proce-
so de autorreflexión y de autocuestiona-
miento, que se acompaña de la creación 
de múltiples focos de discusión en el es-
pacio público para comprender colecti-
vamente las violencias que se ejercen en 
la sociedad. Permite reflexionar acerca de 
las adhesiones tácitas o explícitas que es-
tas violencias generan, la manera en que se 
heredan y se reproducen socialmente. No 
hay paz sin la generación de un proceso 
de discusión pública sobre las violencias 
viejas y nuevas y la relación que hay entre 
ellas, entre las violencias heredadas y las 
que desconciertan por su carácter inno-
vador. 

La verdadera paz no se impone por la 
fuerza; dicho sucintamente, la paz es la 
apertura al otro que ha sido violentado 
y que lucha por los derechos humanos. 
La paz es la apertura al otro porque uno 
aprende a convivir pacíficamente imitan-
do las buenas prácticas de los sujetos éti-
co-políticos que desnudan las miserias del 
poder y promueven los derechos huma-
nos. La llamada «educación para la paz» 
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permite que los sujetos tengan en cuenta 
que los conflictos son complejos y diver-
sos, y que no se deben «hacer formulacio-
nes y estrategias únicas, universales, poco 
adaptadas a las circunstancias de cada 
país y de cada sociedad» (Fisas, 1998, p. 
10). Propongo darle otro sentido a la edu-
cación para la paz, sin descartar la idea 
anterior: la paz se aprende de otros en el 
sentido de que los sujetos que resisten 
y han resistido la violencia, que luchan y 
han luchado por los derechos humanos, 
pueden enseñarle a otras personas pau-
tas de convivencia democrática, que son 
contrarias a las costumbres que emanan 
de la cultura de la violencia. Esta forma 
de enseñanza es crítica, política y ética, y 
es una práctica consustancial a la cultu-
ra de paz y derechos humanos. Podemos 
aprender de las comunidades autonómi-
cas indígenas cómo lograron construir 
instituciones de paz positiva y democrá-
tica en contextos de violencia extrema. 
Podemos aprender de las Madres y de las 
Abuelas de Plaza de Mayo de Argentina a 
luchar pacíficamente por el derecho a la 
justicia legal, sin necesidad de odiar a los 
violentos ni de vengarse de ellos. 
 
La búsqueda de paz plantea interrogan-
tes sobre nuestro ser social, los legados 
violentos que aún se conservan, el oculta-
miento de la verdad en los casos de gra-
ves violaciones a los derechos humanos, 
la fabricación de una falsa «verdad histó-
rica» y las nuevas formas de la violencia 
que surgen y ponen en riesgo la sobrevi-
vencia. Se necesita generar un proceso de 
discusión de las violencias históricas y/o 
contemporáneas que aquejan a grupos 
y comunidades como paso fundamental 
en la construcción de una cultura de paz 
reflexiva. La pacificación entendida como 
un asunto que atañe a la sociedad en su 
conjunto es inseparable de un proceso de 
problematización y de búsqueda de solu-

ciones a los conflictos violentos. Sin este 
proceso reflexivo la gestión del conflicto y 
la reparación de los daños de las víctimas 
corre el riesgo de convertirse en un reme-
dio burocrático que impide que haya un 
aprendizaje moral efectivo y colectivo, un 
cambio en las mentalidades y en las ma-
neras de relacionarse con los otros. 

Para elaborar el concepto de paz proble-
matizadora, me baso en el concepto de 
«problematización» de Michel Foucault 
(1999): según el filósofo francés, la proble-
matización es «el trabajo de la reflexión 
filosófica e histórica» que consiste en la 
«transformación de un conjunto de obs-
táculos y de dificultades en problemas a 
los que las diversas soluciones buscarán 
aportar una respuesta» (p. 360). Estas so-
luciones «se desprenden de una forma 
específica de problematización» (Fou-
cault, 1999, p. 360), es decir, la respuesta 
a un problema (que aquí llamaré «proble-
ma-conflicto») depende de cómo éste se 
encara y elabora, a partir de un determi-
nado marco teórico-histórico. Dado que 
la problematización es un trabajo de re-
flexión histórica, se trata de analizar ge-
nealógicamente cómo se ha construido 
un problema-conflicto y qué respuestas 
se le han dado en las diversas fases de su 
desarrollo. Las nuevas soluciones que se 
le dan a un problema-conflicto se añaden 
a las respuestas que se ofrecieron antes 
y esto genera un fondo de experiencias 
compartidas; las nuevas soluciones pue-
den desplazar a las que ya se dieron antes 
por haberse vuelto obsoletas. En cual-
quier caso, las nuevas soluciones que se 
plantean a un problema-conflicto surgen 
de «la problematización actual» (Foucault, 
1999, p. 360), que modificará total o par-
cialmente los diagnósticos ya realizados. 
Las soluciones a un problema-conflicto 
cambian a lo largo del tiempo porque la 
manera en que éste es interrogado tam-
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bién cambia. Las soluciones no son de-
finitivas porque las problematizaciones 
se renuevan constantemente, y esto se 
debe a que los sujetos críticos empeña-
dos en materializar la paz social dialogan 
con las fuentes del pasado y los actores 
del presente, para proyectar un porvenir 
más democrático, justo e igualitario. 

A medida que varían las soluciones a un pro-
blema-conflicto, va mutando el «nosotros» 
que lo formula y ofrece arreglos. Foucault 
(1999) define al nosotros problematiza-
dor como una «comunidad de acción» (p. 
357), una colectividad que no es estable 
ni preexiste a los problemas-conflictos a 
los que se enfrenta, sino que, en la medida 
en que interviene en ellos para gestionar-
los y resolverlos, se va constituyendo como 
colectividad. La comunidad de acción es 
una comunidad abierta, viva y dinámica 
a la que pueden sumarse nuevas voces 
críticas, que no actúa siempre de la mis-
ma manera porque los problemas-con-
flictos no tienen una única definición y 
solución, y tampoco hay un solo modo 
de abordarlos. Es el problema-conflicto 
el que nuclea a un conjunto de personas 
en la comunidad de acción, y no al revés: 
cuando problematizamos, a medida que 
lo hacemos, va tomando cuerpo el noso-
tros problematizador. 

En suma, problematizar es interrogar las 
dificultades y los dilemas que aquejan a 
una sociedad para buscar soluciones, las 
cuales se pueden renovar conforme va 
cambiando la mirada social sobre los con-
flictos. El cambio de mirada puede estar 
motivado por la utilización de otro enfo-
que político, ético, o normativo. La pro-
blematización hace que un conflicto sea 
definido como un asunto fundamental de 
la comunidad, un problema de interés ge-
neral, un obstáculo a la realización de los 
fines que mantienen cohesionada a una 

sociedad. Cuando una comunidad de ac-
ción problematiza, el conflicto se define, 
se visibiliza y se constituye como un pro-
blema social que tiene que ser solucionado. 

La problematización de un conflicto y la 
respuesta que se deriva de ella es una 
práctica del pensamiento crítico que tie-
ne relación con lo que en el campo de 
conocimiento de la cultura de paz se de-
nomina «transformación». Así, la cons-
trucción de la paz depende de

nuestra capacidad y habilidad para 
transformar los conflictos, para que 
en vez de tener una expresión violen-
ta y destructiva, las situaciones de 
conflicto puedan ser oportunidades 
creativas, de encuentro, comunica-
ción, cambio, adaptación e intercam-
bio (Fisas, 1998, p. 1).

El conflicto se transforma positivamen-
te cuando la comunidad de acción que 
lo problematiza deja de verlo como un 
obstáculo y lo concibe como una opor-
tunidad para cambiar las reglas sociales 
del juego; en lugar de actuar conforme a 
reglas que legitiman la violencia, se ac-
túa con base en reglas que respetan y 
promueven los derechos humanos. Es lo 
que sucedió en 1985 cuando el Estado ar-
gentino impulsó el Juicio a las Juntas Mi-
litares: los funcionarios públicos –fiscales, 
jueces, policías, etcétera– no eran muy 
diferentes en 1985 a los que habían ocu-
pado puestos estatales en la dictadura 
cívico-militar (1976-1983), sin embargo, lo 
que cambió con el retorno de la demo-
cracia en 1983, fueron las reglas del juego 
político y social; ya no predominaban las 
reglas del terrorismo de Estado, sino las 
reglas de la democracia. Así lo afirma el 
exfiscal adjunto del Juicio a las Juntas Mi-
litares, Luis Moreno Ocampo: 
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hay que rediscutir lo que nos pasó 
para aprender. Porque los argentinos 
que vivimos en la Argentina del 76, 
éramos los mismos del 85. Pero las 
reglas eran otras. Las reglas son cues-
tión de vida o muerte. Yo aprendí eso. 
Si a vos te llevaban a una comisaría y 
no te anotaban en el registro, te 
podían eliminar. Si te anotaban en el 
registro, no. Entonces, reglas básicas 
hacían cuestiones de vida o muerte 
(Canal La Nación, 2022, 14:53-15:15). 

La transformación positiva del conflicto 
abre la posibilidad de cambiar las reglas 
de la convivencia social y la percepción 
en torno a las violencias arraigadas, y 
cuestionar los prejuicios y las acciones 
violentas para sustituirlas por ideas de-
mocráticas y prácticas respetuosas de 
los derechos humanos; permite también 
actuarde manera solidaria y transformar 
democráticamente las instituciones pú-
blicas. En efecto, la «construcción de cul-
tura de paz» implica «transformar desde 
la educación las concepciones, cambiar 
las percepciones y asumir compromisos» 
(Hernández Arteaga et al., 2017, p. 152). 
La búsqueda de la convivencia pacífica 
impulsa el cambio social, orienta «trans-
formaciones estratégicas, no menos ur-
gentes pero que tienen un plazo más 
largo de maduración. Por eso se vuelve al 
mismo tiempo un objetivo y un camino» 
(El Colegio de Guanajuato para el Desa-
rrollo, s/f, p. 29). 

Quiero subrayar que la construcción de 
la paz no depende exclusivamente de 
un cambio en las reglas formales (nor-
mas constitucionales, leyes, protocolos, 
etcétera), sino que, en todo caso, el cam-
bio de las reglas formales se correspon-
de con una transformación profunda de 
las formas de vida social. Por ello la Re-
forma constitucional que en materia de 

derechos humanos se realizó en 2011 no 
puede, por sí sola, erradicar las graves vio-
laciones a los derechos humanos que to-
davía hoy se cometen en nuestro país. El 
cambio normativo tiene que estar sopor-
tado por una modificación en las formas 
de vida social: el respeto a los derechos 
humanos tiene que volverse una costum-
bre. De ahí la necesidad de afianzar una 
cultura de paz y derechos humanos, pero 
no entendida como una cultura juridicis-
ta que plantea que la (única) solución al 
avance de las violencias es que haya más 
y mejores leyes, sino como una cultura 
política crítica que permita cambiar las 
mentalidades burocráticas y leguleyas 
de las personas servidoras públicas que 
defienden y promueven los derechos hu-
manos, una mentalidad que impide que 
pongan a las víctimas «en el centro», y 
erradicar las prácticas de «simulación de-
mocrática». Implica también cambiar la 
cultura de la capacitación en derechos 
humanos para que el adiestramiento en 
cuestiones técnicas sea complementado 
con una formación política, social e histó-
rica amplia, que les permita a las personas 
hacer análisis políticos de la realidad. Esto 
implica devenir en un sujeto problemati-
zador de la realidad social, que cuestione 
las soluciones que ya se han dado a los 
problemas-conflictos y que han sido insu-
ficientes; un sujeto crítico que –como ya 
lo expuse antes– sea al mismo tiempo un 
sujeto militante de los derechos huma-
nos, afectivamente comprometido con su 
defensa, promoción y divulgación. 

Propongo que la problematización sea 
una herramienta crítica fundamental de 
construcción de la paz social: para gestio-
nar y solucionar un conflicto, para reparar 
una injusticia, hay que problematizar la 
historia del conflicto y las injusticias, revi-
sar qué soluciones se le dieron antes para 
modificarlas si fuera necesario; y, si no 
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hubo respuestas, preguntarse por qué no 
las hubo y qué salidas se le pueden dar 
al problema-conflicto en la actualidad. La 
problematización crítica de un conflicto 
es un paso fundamental hacia su trans-
formación positiva. 

Aunque se afirme que «[l]a paz positiva 
no quiere decir renunciar a los desacuer-
dos presentes, por el contrario, demanda 
el encuentro de compromisos en la reso-
lución de conflictos» (Hernández Arteaga 
et al., 2017, p. 154), la mayoría de los en-
foques de cultura de paz sostienen que 
el objetivo de la paz es que haya armonía 
social (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 1999; Fisas, 2010, p. 12; Muñoz y 
Molina Rueda, 2010, p. 49; Hernández Ar-
teaga et al., 2017, p. 153, 164; Cornelio Lan-
dero, 2019, p. 10; El Colegio de Guanajuato 
para el Desarrollo, s/f, p. 5). Desde un en-
foque crítico y democrático-radical de la 
cultura de paz, coincido con Lefort (2010) 
cuando plantea que: «La república no po-
dría asegurar la armonía de la sociedad, 
pues la sociedad está siempre dividida, 
y no puede más que estarlo, entre domi-
nantes y dominados» (p 574). La división 
entre dominantes y dominados es ilegí-
tima porque opera «sobre el fondo de la 
igualdad», lo cual quiere decir que, si bien 
no es posible lograr la armonía social por-
que las relaciones de poder y de subor-
dinación son constitutivas de cualquier 
sociedad, en una república radicalmente 
democrática el pueblo «goza de la posibi-
lidad [...] de hacer valer sus reivindicacio-
nes y de conquistar un sitio en el sistema 
político» (Lefort, 2010, p. 574). La paz que 
no es la realización de la armonía social, 
sino que, por un lado, es la evitación, re-
ducción o eliminación de la violencia que 
destruye el tejido social, y, por el otro, es 
la potenciación del conflicto democrático 
entre dominantes y dominados, violentos 
y violentados, a partir del cual la sociedad 

se moviliza para demandar que haya jus-
ticia, igualdad, libertad y respeto a los de-
rechos humanos, sin los cuales no puede 
haber una verdadera paz social. Esto per-
mite que se visibilice en el espacio públi-
co las conductas que los dominadores y 
los violentos quieren mantener en secre-
to. Las organizaciones populares latinoa-
mericanas de derechos humanos han 
llevado a cabo durante muchos años una 
lucha pacífica por la memoria, la verdad 
y la justicia, sin recurrir a la venganza ni 
proferir discursos de odio, pero al mismo 
tiempo han activado conflictos con los 
exdictadores y sus cómplices civiles guia-
dos por la consigna «Ni olvido, ni perdón». 
De ese conflicto democrático han nacido 
buenas leyes y costumbres. 

La cultura de paz problematizadora se 
orienta a resolver de manera no violenta 
los conflictos para reconstruir el tejido so-
cial roto y reparar las heridas de las vícti-
mas. Es una actividad problematizadora 
porque a la par que se hace lo anterior, 
se abren frentes de conflicto democráti-
co con los violentos que producen y re-
producen las estructuras de desigualdad, 
impunidad y corrupción. Lo primero –re-
solver un conflicto, recomponer lo vio-
lentado y reparar a las víctimas– se ha 
concretado a través de actos públicos de 
perdón realizados por representantes de 
gobiernos democráticos con el objetivo 
de destrabar los nudos violentos del pa-
sado. La facultad de perdonar, como lo ha 
señalado Hannah Arendt (1998), permite 
tramitar «la desgracia de la irreversibili-
dad» y «sirve para deshacer lo que se ha 
hecho» (p. 106). Como ejemplo se puede 
citar el discurso que pronunció Néstor 
Kirchner en marzo de 2004 en la Escue-
la Superior de Mecánica de la Armada 
(ESMA), una institución militar que operó 
como un centro clandestino de detención 
durante la última dictadura cívico-militar 
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argentina y que luego se convirtió en un 
museo y sitio de la memoria. En palabras 
del expresidente argentino: 

Las cosas, hay que llamarlas por su 
nombre. Y acá si ustedes me permi-
ten, [hablo] no como compañero de 
tantos compañeros y hermanos que 
compartimos aquel tiempo, sino 
como presidente de la Nación Argen-
tina. Vengo a pedir perdón en nombre 
del Estado por la vergüenza de haber 
callado tantas atrocidades durante 
veinte años. Y hablemos claro: no es 
rencor ni odio lo que nos guía y me 
guía, es justicia y lucha contra la im-
punidad. Y a los que hicieron este 
hecho tenebroso y macabro, tantos 
campos de concentración como fue 
la ESMA, tienen un solo nombre: son 
asesinos repudiados por el pueblo ar-
gentino (Canal Casa Rosada - Repú-
blica Argentina, 2010, 1:34-2:55).

Después de este hecho, se reactivaron 
en el país los juicios civiles contra los ge-
nocidas, de tal suerte que, en este caso, 
el perdón fue acompañado de actos de 
reparación realizados por la justicia. Es 
un perdón que construye la paz porque 
neutraliza el rencor y la venganza apo-
yándose en el deseo de justicia legal y su 
efectiva realización, que puso fin a años 
de impunidad. 

Podemos referir también la investigación 
que llevó a cabo el Grupo Interdiscipli-
nario de Expertos Independientes (GIEI) 
sobre el caso Ayotzinapa. Su estudio ile-
gitimó la llamada «verdad histórica» que 
impuso el Estado mexicano en la primera 
investigación que se llevó a cabo. En una 
de las presentaciones de los Informes I y 
II que realizó el Grupo, «uno de los papás 
dijo públicamente: “ustedes nos ven más 
alegres, no lo estamos porque no sabe-

mos dónde están los muchachos, pero 
se nos ha quitado un peso de encima, el 
peso de la mentira”» (Beristain et al., 2017, 
p. 148). Sacarse «de encima» «el peso de 
la mentira» es un acto de construcción de 
paz porque las víctimas indirectas se sien-
ten reparadas, al menos de forma parcial, 
y esto se logró exponiendo una verdad 
científicamente respaldada que choca de 
manera polémica contra la «verdad his-
tórica». Esto muestra que la construcción 
de la paz no elimina los conflictos, sino 
que, más bien, los utiliza como recursos 
legítimos para visibilizar y discutir menti-
ras y omisiones institucionales graves. 

Siguiendo el hilo de la reflexión anterior, 
quiero aludir ahora a la Recomendación 
General 46/2022 que emitió la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos 
(2022b) sobre las violaciones graves a los 
derechos humanos cometidas por el Es-
tado mexicano entre 1951 y 1965. Una de 
las ideas centrales de la Recomendación 
es que la violencia política de Estado no 
comenzó en los años sesenta para repri-
mir el «movimiento guerrillero de 1965» o 
el «movimiento estudiantil de 1968», sino 
que ya en la década de los cincuenta exis-
tieron acciones represivas de gran mag-
nitud dirigidas al movimiento henriquista 
(Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, 2022b, p. 17). El documento criti-
ca la Recomendación 26/2001 que emitió 
este mismo organismo autónomo hace 
un poco más de veinte años, para inves-
tigar las graves violaciones a los derechos 
humanos cometidas en el contexto de 
la llamada «guerra sucia». Las limitacio-
nes que tuvo esta investigación según la 
Recomendación General 46/2022 son 
dos: en primer lugar, omitió indagar en 
«acontecimientos anteriores al periodo 
1970s-1980s», y, en segundo lugar, el docu-
mento en «diversas ocasiones planteó que 
el Estado empleó medidas drásticas para 
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responder a grupos guerrilleros» (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 
2022b, p. 14). 

Analicemos los pormenores de estas dos 
críticas. En primer lugar: la Recomenda-
ción General 46/2022 cuestiona las deli-
mitaciones históricas dadas por sentadas 
por el sentido común historiográfico y 
plantea que la violencia política de Esta-
do no comenzó en los años sesenta, sino 
en la década de 1950 con la cruenta re-
presión del movimiento henriquista. El ol-
vido institucional y social de la represión 
estatal al henriquismo es un acto de in-
justicia, y sin justicia no hay paz para las 
víctimas y para la sociedad mexicana en 
su conjunto. En consecuencia, la cons-
trucción de la paz se basa en un trabajo 
político-intelectual de revisión y puesta 
en cuestión de interpretaciones históricas 
ya hechas, que es igualmente un trabajo 
de memoria y de reparación de lo violen-
tado. La afirmación según la cual la vio-
lencia política de Estado comenzó en los 
años cincuenta, tiene el objetivo de afian-
zar el rigor historiográfico en torno a la 
evidencia disponible sobre la maquinaria 
de la violencia política de Estado en Mé-
xico, pero, además, se procura hacer jus-
ticia a los militantes del henriquismo que 
fueron desaparecidos «físicamente, pero 
también política e históricamente» (Dia-
rio Oficial de la Federación, 2022, p. 2). La 
problematización del pasado que realiza 
la Recomendación General 46/2022 es 
un paso hacia la construcción de la paz 
en la medida en que visibiliza las arbitra-
riedades, las injusticias y las imprecisiones 
conceptuales e historiográficas que han 
obstaculizado la reparación íntegra de las 
víctimas. Sin verdad no hay memoria ni 
justicia. Y tampoco paz.

Segunda cuestión: la Recomendación 
General 46/2022 cuestiona el enfoque 

instrumental de la violencia que adop-
tó la Recomendación 26/2001, en la que 
ésta es entendida como un instrumento 
que puede ser mal utilizado a partir de las 
«medidas drásticas» que tomó el Estado 
en el periodo de la guerra sucia. Hay un 
choque de perspectivas entre las dos Re-
comendaciones, una diferencia de pro-
blematizaciones de la violencia de Estado, 
que responde a dos maneras distintas de 
caracterizar la actuación del Estado mexi-
cano en el pasado reciente: en la Reco-
mendación General 46/2022 el Estado es 
definido como un aparato represivo siste-
mático, mientras que la Recomendación 
26/2001 lo entiende como una institución 
que se excedió drásticamente en el uso 
de la fuerza. Es el contraste entre la vio-
lencia como aparato represivo y la violen-
cia como sistema defensivo aquejado de 
algunos excesos «drásticos». De ahí que la 
Recomendación General 46/2022 plan-
tee una solución al problema de la vio-
lencia política distinta a la ofrecida en la 
Recomendación 26/2001: si a lo largo de 
cuatro décadas (1951-1990) lo que hubo 
en México fue una violencia política sis-
temática que no actuó como respuesta 
legítima a la disidencia sino como violen-
cia primera y fundamental contra ella, en 
consecuencia, es necesario identificar «a 
los responsables de tales violaciones» por 
la gravedad de los hechos (Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, 2022b, 
p. 14). Y como la afectada es la sociedad 
mexicana, se formula un conjunto de re-
paraciones para reforzar la cultura cívica 
y la paz social en México, entre las que se 
encuentran: renombrar avenidas y calles, 
rescatar cronistas locales, construir sitios 
de la memoria en diversos estados del 
país, promover la educación en las escue-
las con enfoque de derechos humanos y 
visibilizar los orígenes olvidados de la vio-
lencia política de Estado. Lo que está en 
juego aquí es la problematización de la 
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historia mexicana y sus interpretaciones, 
del sentido común historiográfico y los 
legados. Se busca desentrañar el sistema 
interrelacionado de la represión y recor-
dar luchas y nombres, como las que lle-
varon a cabo:

Manuel Reyes Miranda, Rafael Maldo-
nado, Eloy Castro, Enrique Ayala, 
Enedino Bailón, Camacho, Ramiro 
Mena, Margarito Navarrete, María de 
la O y sus hermanos, entre otros. 
Todos ellos activistas y luchadores 
bajo las banderas del henriquismo y 
la FPPM [Federación de Partidos del 
Pueblo Mexicano], protagonistas del 
fallido levantamiento del 15 de enero 
de 1954, en Tenexpa (Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, 2022b, 
p. 18).

El último ejemplo de construcción de 
paz problematizadora que analizaré es la 
resistencia no violenta de la comunidad 
autonómica de Cherán, ubicada en el 
estado de Michoacán. Antes de abordar 
puntualmente este caso, conviene subra-
yar que,  en general, los procesos comu-
nitarios de autonomía en México pueden 
ser catalogados «como verdaderos pro-
cesos de paz», porque permiten que las 
colectividades indígenas puedan «vivir en 
ausencia de violencia y desarrollar sus po-
tencialidades y sus vidas, en un contexto 
de justicia social que garantice las nece-
sidades básicas y una vida digna, y que 
implica la cooperación para beneficios 
mutuos e igualitarios» (Gasparello, 2016, 
pp. 86-87). Estas luchas problematizan 
la universalidad del derecho occidental, 
desafían la política de miedo, hostiga-
miento y control territorial y poblacional 
que llevan a cabo los poderes fácticos le-
gales e ilegales, pero no entablan con el 
Estado mexicano un conflicto divisivo e 
irresoluble. En lugar de enredarse en una 

discordia interminable con las autorida-
des federales o estatales, los integran-
tes de la comunidad que han ganado la 
autonomía actúan constructivamente 
desarrollando formas alternativas de re-
solución de conflictos, de justicia y de se-
guridad. Las comunidades autonómicas 
no se oponen al Estado mexicano en su 
totalidad, sino a las prácticas violentas de 
ciertos actores estatales e ilegales que ac-
túan coludidos. Contra el poder social de 
matar ampliamente extendido en algu-
nas regiones del país, se levanta el poder 
comunitario de resistir, defenderse, cola-
borar y ser solidarios. Contra las violencias 
legales e ilegales, se construye la paz pro-
blematizadora de las comunidades autó-
nomas. 

Antes del levantamiento popular de 2011, 
el municipio de Cherán sufría la depreda-
ción de los bosques a manos de lo que 
los cheranenses han llamado «los malos» 
–criminales, talamontes y secuestrado-
res–, que «eran, y son, en su gran mayo-
ría, originarios del municipio» (Gasparello, 
2018, p. 82). Forman parte de ese poder 
violento una mixtura de grupos crimina-
les y legales que controlan los territorios 
y la población sobre la base de una polí-
tica del terror. Los problemas que enfren-
tan las comunidades en México son la 
ocupación y devastación de los bosques 
y territorios, cometidas por el crimen or-
ganizado y las mineras; en estos «territo-
rios de muerte» la violencia se materializa 
en la «amenaza a la vida natural, humana, 
social y cultural» (Calveiro, 2019, p. 204). A 
partir de que los cheranenses –en parti-
cular, las mujeres– se levantaron contra 
las violencias legales e ilegales que per-
turbaban el trabajo de la gente, se cons-
tituyó un «nosotros» político y crítico que 
actuó para frenar el avance del crimen 
organizado en la comunidad y atender la 
demanda popular de mayor seguridad. 
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La solución al problema de la violencia 
llegó cuando los cheranenses ganaron 
la autonomía comunitaria, que permitió 
transformar la estructura del gobierno 
local y elegir a las autoridades por «usos 
y costumbres». Lo que le dio forma a la 
comunidad de acción cheranense (cons-
truida en función de la frontera la comu-
nidad/los malos) fue la definición de las 
violencias –los secuestros, las extorsiones 
y la tala indiscriminada– como un proble-
ma que afectaba a toda la sociedad, y no 
a unos cuantos; el levantamiento de 2011 
fue la primera acción que formó parte 
del paquete de medidas que se tomaron 
para frenar la violencia (paz negativa), lo-
grar la autonomía y regirse políticamente 
por sus usos y costumbres. Problematizar 
las violencias –oponerse a ellas y definir-
las como un problema común– y actuar 
colectivamente para dar una solución al 
conflicto le permitió a la comunidad in-
dígena de Cherán constituirse como un 
nosotros que, tras la expulsión de los po-
líticos corruptos e ineficientes y de los 
criminales que aterrorizaban a la gente, 
pudo construir la paz con un enfoque 
de seguridad humana. Los procesos co-
munitarios de deliberación y consulta 
popular se establecieron como espacios 
públicos para revisar, redefinir y actualizar 
las soluciones al conflicto. En Cherán, la 
paz negativa y la paz positiva son el re-
sultado de la lucha popular, de la poten-
ciación de un conflicto democrático en 
contra de las violencias legales e ilegales. 

En la resistencia no violenta de Cherán 
se pueden identificar los principales 
componentes de lo que he llamado una 
«paz problematizadora» 

a.	La construcción del conflicto como un 
problema general de la sociedad que 
obstaculiza la paz social. Es decir, el 

conflicto se construye problematizan-
do aquello que destruye el lazo social.

•	 Las violencias que atentaron con-
tra la seguridad de la población 
cheranense estaban afectando 
negativamente la vida cotidiana 
del pueblo y ya no podían ser to-
leradas.  

b.	Al mismo tiempo que se cuestiona el 
conflicto violento que erosiona el lazo 
social, se genera un conflicto democrá-
tico que refuerza el lazo cívico-comu-
nitario y se materializa en protestas no 
violentas que demandan la paz social.

•	 El levantamiento de abril de 2011 
fue la respuesta contenciosa del 
pueblo de Cherán a las violencias 
criminales, es decir, el levanta-
miento fue parte de la producción 
de un conflicto democrático con-
tra las violencias de los talamon-
tes. La lucha social –el conflicto 
democrático– es un medio para 
frenar la violencia.   

c.	El surgimiento de una comunidad de 
acción derivada del acto problemati-
zador.

•	 La construcción de la comunidad 
de acción redefinió al municipio 
cheranense: después del levan-
tamiento, el pueblo ya no fue el 
mismo. La nueva comunidad se 
construyó sobre la base de la divi-
sión polémica «Cherán versus “los 
malos”». 

d.	La búsqueda de soluciones al proble-
ma-conflicto que realiza la comunidad 
de acción.

e.	Las acciones que se implementaron 
en Cherán para solucionar el conflic-
to violento fueron el levantamiento 
popular de 2011 y la posterior obten-
ción de la autonomía política, que le 
permitió a la población consensuar su 
propia política de seguridad huma-
na, más eficiente y respetuosa de los 
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derechos humanos que la estrategia 
estatal de combate al crimen organi-
zado. 

f.	 La redefinición constante del proble-
ma-conflicto a partir de instancias de 
discusión y acuerdo.

•	 En el proceso de resistencia auto-
nómica de Cherán se legitimaron 
nuevas prácticas deliberativas y 
de justicia local para delitos me-
nores, con la finalidad de buscar 
soluciones a los conflictos que se 
van presentando. 

g.	La evolución de la comunidad de ac-
ción, en función de cómo va encaran-
do y solucionando democráticamente 
el problema-conflicto a lo largo del 
tiempo

•	 En Cherán se recuperaron prácticas 
ancestrales que se habían perdido, 
se consolidaron los procesos de au-
togobierno y se desarrollaron formas 
alternativas de seguridad y justicia

h.	La construcción paulatina, no lineal y 
valerosa de una cultura de paz y de-
rechos humanos, en la que se van 
afianzando la concientización colecti-
va y la madurez democrática, las ca-
pacidades reflexivas de las personas y 
las habilidades para discutir y llegar a 
acuerdos. 

•	 Hoy en Cherán las violencias crimi-
nales siguen estando latentes, las 
amenazas no han sido erradicadas 
y algunos líderes sociales fueron 
asesinados; no obstante, hay una 
democracia más sólida que la que 
había antes de 2011, más paz y se-
guridad humana.

* * *

Las reflexiones en torno a la idea de paz 
problematizadora se pueden sintetizar en 
el siguiente cuadro:
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Componentes de la paz 
problematizadora

Proceso de construcción de 
la paz problematizadora

•	 El conflicto es construido como un 
problema general de la sociedad que 
impide la realización de la paz social. Se 
problematizan las violencias destructivas.

•	 Se buscan soluciones a un conflicto profun-
damente divisivo y violento a la par que se 
genera un conflicto democrático y legítimo 
que refuerza el lazo cívico-comunitario (de-
mandas, protestas, asambleas, etcétera).

•	 La comunidad de acción que problematiza 
las violencias surge como efecto del 
mismo acto problematizador; sus límites 
no están dados y se amplían o retraen 
constantemente.

•	 La comunidad de acción busca alternativas 
al problema-conflicto.

•	 El marco de la problematización se redefine 
a través de la discusión, la generación 
de nuevos acuerdos y la búsqueda de 
nuevas soluciones a los conflictos que se 
presentan.

•	 La problematización pública de las violen-
cias expone al colectivo que lucha por la paz 
y los derechos humanos a la reacción violen-
ta de los poderosos. Se construyen redes de 
cooperación, solidaridad y protección para 
evitar ello. La comunidad de acción evolucio-
na ética y políticamente conforme va solu-
cionando democráticamente el conflicto a 
lo largo del tiempo. La comunidad de ac-
ción se disuelve cuando encara el conflicto 
facciosamente.

La cultura de paz y derechos huma-
nos se construye con coraje y acti-
tud crítica, de manera paulatina y 
no lineal: poco a poco, pero de ma-
nera decisiva, se van consolidando 
el juicio crítico y las capacidades re-
flexivas de las personas, las habilida-
des para dialogar, discutir y llegar a 
acuerdos, así como la concientiza-
ción colectiva y la madurez demo-
crática; y esto sucede sin abandonar 
el compromiso aguerrido contra la 
injusticia, la desigualdad, la impuni-
dad y la reproducción social de las 
violencias.

Fuente: Elaboración propia. 
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Conclusión

posturas reaccionarias que militan en con-
tra de la igualdad de derechos y oportuni-
dades, el feminismo, la justicia social y las 
demandas de «Memoria, Verdad y Justicia».

La paz es compatible con las tensiones y 
los conflictos democráticos, con la pro-
blematización de las violencias que aque-
jan a una sociedad. Es incompatible con 
la polémica que mantiene a cada una de 
las partes en disputa en una posición fija 
y cerrada, que impide construir un espa-
cio antagónico común, y con la discordia 
que siembran las personas que sólo bus-
can fastidiarnos y sulfurarnos. 

Más que realizar la armonía social, la idea 
de cultura de paz que he defendido en 
este libro –una paz problematizadora– 
crea las condiciones sociales, políticas e 
institucionales para frenar la avidez de los 
poderosos, que no tienen límites, máxi-
me cuando los poderosos se benefician 
de los dispositivos neoliberales que alien-
tan la competencia feroz y recortan las 
políticas sociales de pleno empleo y sa-
nidad y educación públicas. Las buenas 
leyes, las virtudes cívicas y la educación 
que transforma la mentalidad y las prác-
ticas violentas no surgen de una sociedad 
estática y tranquila, sino de una sociedad 
efervescente, dinámica y polémica, en la 
que el pueblo se constituye como un su-
jeto reivindicativo. 

La violencia puede asimilarse a través 
de reacciones de miedo y parálisis, 
dolor y angustia, rabia e indignación. 

Sin menoscabar estas respuestas, e in-
cluso manteniendo algunas de ellas, las 
personas defensoras de derechos huma-
nos –e idealmente la ciudadanía en su 
conjunto– tienen que comprender los 
mecanismos de la violencia –las acciones, 
instituciones y estructuras de desigualdad 
y exclusión que las sostienen–, y considerar 
la manera en que las violencias de distinto 
tipo se cruzan para producir un sujeto pre-
carizado. El análisis jurídico de la violación a 
los derechos humanos tiene que acoplar-
se a un estudio histórico, social y político 
situado de las violencias interseccionadas 
que posibilitaron dichas violaciones, con 
un enfoque de centralidad de las víctimas.

Respetar y promover los derechos huma-
nos facilita la construcción de la paz, de 
la misma manera que violar los derechos 
humanos y no difundirlos son medios 
para consolidar la cultura de la violencia. 
La violencia no es un hecho espontáneo, 
y la cultura de la violencia se mantiene 
porque es objeto de una militancia social 
activa; afortunadamente, también puede 
militarse la cultura de paz y el respeto a 
los derechos humanos. Para avanzar en 
el cumplimiento de este objetivo hay que 
emprender una batalla cultural pacífica 
para disputarles el sentido común a las 
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No hay incompatibilidad entre respetar a 
las personas que profesan ideas anti-de-
rechos y luchar contra sus ideas. Se pue-
de entablar con estas personas una lucha 
no violenta para deslegitimar los medios 
agresivos que emplean sin necesidad de 
agredirlas. Esto no tiene nada que ver con 
buscar la armonía y producir una socie-
dad reconciliada, libre de todas las divisio-
nes. Se trata más bien, sobre la base de la 
división pueblo democrático-violentos, de 
ampliar el nosotros no violento, de sumar 
nuevas voces provenientes de diferentes 
sectores sociales, para poner de manifies-
to que los violentos son una minoría que 
se refuerza y legitima con las desigual-
dades. La retórica pacifista de la armo-
nía neutraliza y lesiona la cultura de lucha 
social de la democracia radical, que es el 
horizonte ético-político en el que pueden 
hacerse realidad los derechos humanos 
de las víctimas.
 
El deseo de que haya paz y se respeten 
y promuevan los derechos humanos, los 
recursos de la imaginación y la creación 
política, la interconexión de las sensibi-
lidades y los afectos, el entusiasmo y la 
felicidad colectiva, y el patriotismo cons-
titucional son maneras de hacerle frente 
a la frialdad burocrática que existe en al-
gunas instituciones de defensa de los de-
rechos humanos. 

La paz puede ser objeto de manipulación 
y engaño. Hay una falsa paz social que se 
distingue de una paz verdadera, que es 
la paz democrática y popular que tiene 
como condición de posibilidad el respe-
to a los derechos humanos. En los años 
cincuenta, Ernest Bloch (2006) afirmó 
que la «paz capitalista» es una contradic-
ción en los términos porque «extiende el 
miedo hoy más que nunca [e] impone a 
los pueblos la tarea de defender la paz 
hasta el último extremo» (p. 498). Existe 

una «pseudopaz socavada por una guerra 
continua, de una relación de fuerza per-
petua» (Foucault, 2006, p. 30), una «falsa 
paz social» (Alliez y Negri, 2022, p. 10) sus-
tentada en políticas securitistas que vio-
lan los derechos humanos y destruyen 
los lazos sociales de convivencia. En otras 
palabras, los procesos de construcción de 
paz pueden ser dispositivos de domina-
ción, imposición y subalternización, todo 
aquello que es contrario a la cultura de 
paz y derechos humanos; en nombre de 
la paz, se pueden imponer las violencias. 
Esto justifica que la construcción de la 
paz se apoye en procesos de reflexión crí-
tica que someta a revisión los acuerdos y 
soluciones a un conflicto y que sea enten-
dida como un movimiento popular, de lo 
contrario se pueden producir violaciones 
a los derechos humanos, imponer visio-
nes elitistas desconectadas de la realidad 
social de las comunidades azotadas por la 
violencia y, en definitiva, cometer excesos 
en nombre de las buenas intenciones. 

La incipiente experiencia mexicana de 
construcción de paz revela que ésta se ha 
emprendido desde las comunidades indí-
genas que luchan por la autonomía hasta 
las instituciones del Estado, como puede 
observarse en las Recomendaciones que 
emitió en 2022 y 2023 la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (2022b; 
2023a) referidas a violaciones graves a los 
derechos humanos cometidas en el pe-
riodo de la violencia política de Estado 
(1951-1990). No hay aquí una jerarquía de 
niveles o instituciones: lo comunitario no 
es más importante para construir la paz 
que el Estado y viceversa; lo que importa 
es en qué medida las acciones sociales y 
políticas, sean locales o federales, comu-
nitarias o institucionales, contribuyen a 
reforzar la aceptación y la puesta en prác-
tica de principios democráticos y de justi-
cia. Las instancias estatales de cultura de 
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paz tienen mucho que aprender de las 
prácticas comunitarias de construcción 
de paz positiva, y sería positivo que exis-
tiera una mayor porosidad e interrelación 
entre ambas; de la misma manera, las ex-
periencias comunitarias de construcción 
de paz no tienen por qué romper con el 
Estado ni ver en él un enemigo por natu-
raleza. Entre lo estatal y lo comunitario no 
hay un antagonismo, sino una diferencia 
o un diferendo, no obstante, ambos pla-
nos pueden convivir en un espacio po-

lítico común. Esto se corresponde con 
la idea según la cual no hay, a priori, un 
actor único y privilegiado de la paz, pues 
todos y todas pueden participar en su 
construcción. Lo importante no es quién 
se asume como pacífico ni de dónde vie-
ne, sino que tenga la autoridad ética y el 
compromiso cívico-político para encarar 
un trabajo arduo, paciente y complejo de 
transformación de dispositivos machis-
tas, autoritarios y belicistas.
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